
GACETA DEL CONGRESO  344  Martes, 31 de mayo de 2011 Página 1

P O N E N C I A S

(Artículo 36,  Ley 5a. de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XX - Nº 344 Bogotá, D. C., martes, 31 de mayo de 2011  EDICIÓN  DE  52  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A    D E    R E P R E S E N T A N T E S

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 130  

DE 2010 CÁMARA
por medio de la cual se crea el sistema nacional 

de alerta temprana para menores, desaparecidos, 
la tercera edad y los discapacitados y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá D. C., mayo 9 de 2011
Doctora
PILAR RODRÍGUEZ ARIAS 
Secretaria 
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Cámara de Representantes 
Ciudad
En atención a la designación que me fuera he-

cha por la Mesa Directiva de la  Comisión Segun-
da Permanente de Cámara y obrando dentro del 
término legal concedido por la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar Ponencia para segundo debate 
al Proyecto de ley número 130 de 2010 Cámara, 
por medio de la cual se crea el Sistema Nacional 
de Alerta Temprana para menores desaparecidos, 
la tercera edad y los discapacitados y se dictan 
otras disposiciones, en los siguientes términos:

1. Antecedentes del proyecto 
El Proyecto de ley número 130 de 2010 Cá-

mara, por medio de la cual se crea el Sistema 
Nacional de Alerta Temprana para Menores Des-
aparecidos y se dictan otras disposiciones, de 
autoría del Representante Simón Gaviria y otros 
coautores que los suscriben, fue presentado el 3 
de noviembre de 2010 ante la Secretaría General 
de la Cámara de Representantes y publicado en la 
Gaceta del Congreso 876 de noviembre 8 de 2010. 
Como Ponente para primer y segundo debate fue 
designado el suscrito. El proyecto de ley fue apro-

bado en primer debate por la Comisión Segunda 
de la Cámara el pasado 5 de abril de 2011, donde 
�������	
����������	���������������������������
Acta número 32 de la misma fecha. 

2. Objeto del proyecto de ley
¿Qué es el Sistema de Alerta Temprana para 

Menores Desaparecidos? Es un procedimiento a 
través del cual, cualquier autoridad de policía aler-
ta a la ciudadanía a través de la televisión, la radio, 
la prensa, el internet y demás sistemas de informa-
ción asociados voluntariamente, sobre el secuestro 
o desaparición de un menor de edad, en cualquier 
parte del territorio nacional.

¿Para qué sirve? Para prevenir el rapto y des-
aparición de menores y que en el evento en que 
esto ocurra, ante la difusión inmediata, masiva y 
permanente del hecho, el menor pueda ser recu-
perado con la colaboración de la ciudadanía, en el 
menor tiempo posible.

¿Por qué se necesita? En la actualidad cuan-
do desaparece un menor sus padres no saben qué 
hacer y acuden entre otros sitios a las siguientes 
autoridades: Policía Nacional, Defensoría del Pue-
blo, Medicina Legal, ICBF, Fiscalía, DAS y, aun-
que existe un mecanismo de búsqueda de personas 
desaparecidas, no se prevé un procedimiento pre-
ferente para el caso de menores desaparecidos.

¿Cómo se activa la alerta? El padre del me-
nor o adulto responsable del menor le informa a 
cualquier autoridad de policía sobre la desapari-
ción de un menor y si se cumplen los supuestos (1. 
Conocimiento de la desaparición de un menor, 2. 
Razones para creer que el menor se encuentra en 
peligro inminente, 3. Información descriptiva de la 
víctima y/o del posible secuestrador) le informa-
rá al Coordinador del Sistema para que active la 
alerta emitiendo un boletín ¿urgente? sobre la des-
aparición del menor a las siguientes autoridades y 
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entidades: Policía Nacional, Interpol, CTI, Fiscalía 
General de la Nación, Ejército Nacional y DAS, 
terminales de trasporte terrestre, aéreo y marítimo, 
emisoras de radio y canales de televisión.

¿En qué otros medios de comunicación será 
difundida la alerta? Sistemas de información 
asociados voluntariamente, tales como: cadenas 
hoteleras, restaurantes, aerolíneas, empresas de 
transporte terrestre individual, colectivo y masivo 
de pasajeros, empresas marítimas de transporte, 
terminales de autobuses, aeropuertos, servicio de 
peajes en concesión, centros comerciales, cines, 
teatros, centros vacacionales, estadios, telefonía 
�������
����� ���	����� ���������������������������-
sidades.

¿Qué sucede si un servidor público ignora la 
alerta? Será sancionado por parte de la Procura-
duría General de la Nación por cometer una falta 
gravísima.

¿Para qué más sirve el Sistema Nacional 
de Alerta Temprana para Menores Desapare-
cidos?

������������������������������������
��	�����-
cuestro o desaparición de menores.

�������������
�������������������	�������
����������������������������������	�������-

tro o desaparición de menores.
�� !���������
�� ���������������� �� �������-

rios judiciales y de policía.
�� "������� ����� 	�� �����
�� ��� !�������� 	�� ���

República de los resultados de su gestión.
��#������������������������������	���������
��

de personas mayores de 60 años y/o discapacitadas 
de cualquier edad.

3. Fundamento legal
3.1 Constitución Política
Preámbulo. El Pueblo de Colombia, en ejer-

cicio de su poder soberano, representado por sus 
delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyen-
�����������	�������������
��	��$�����������������	��
fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus 
integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y 
la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y 
participativo que garantice un orden político, eco-
nómico y social justo, y comprometido a impulsar 
la integración de la comunidad latinoamericana, 
decreta, sanciona y promulga lo siguiente:

Artículo 1°. Colombia es un Estado social de 
derecho, organizado en forma de República uni-
taria, descentralizada, con autonomía de sus en-
tidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las perso-
nas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.

Artículo 5°. El Estado reconoce, sin discrimi-
nación alguna, la primacía de los derechos ina-
lienables de la persona y ampara a la familia como 
institución básica de la sociedad.

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión po-
�������������
�����%��%���	����������&��������	�-
ciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discrimina-
dos o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, física 
o mental, se encuentren en circunstancia de debili-
	�	����������������������&������'����������������
que contra ellas se cometan.

Artículo 42. La familia es el núcleo funda-
mental de la sociedad. Se constituye por vínculos 
naturales o jurídicos, por la decisión libre de un 
hombre y una mujer de contraer matrimonio o por 
la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección 
integral de la familia. La ley podrá determinar el 
patrimonio familiar inalienable e inembargable.

La honra, la dignidad y la intimidad de la fami-
lia son inviolables.

Las relaciones familiares se basan en la igual-
dad de derechos y deberes de la pareja y en el res-
peto recíproco entre todos sus integrantes.

Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad, y 
será sancionada conforme a la ley.

Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de 
él, adoptados o procreados naturalmente o con 
������������������������������������	����*�����	�-
beres. La ley reglamentará la progenitura respon-
sable.

La pareja tiene derecho a decidir libre y res-
ponsablemente el número de sus hijos, y deberá 
sostenerlos y educarlos mientras sean menores o 
impedidos.

Las formas del matrimonio, la edad y capacidad 
para contraerlo, los deberes y derechos de los cón-
yuges, su separación y la disolución del vínculo, se 
rigen por la ley civil.

Los matrimonios religiosos tendrán efectos ci-
viles en los términos que establezca la ley.

Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán 
por divorcio con arreglo a la ley civil.

También tendrán efectos civiles las sentencias 
de nulidad de los matrimonios religiosos dictadas 
por las autoridades de la respectiva religión, en los 
términos que establezca la ley.

La ley determinará lo relativo al estado civil 
de las personas y los consiguientes derechos y 
deberes.

Artículo 44. Son derechos fundamentales de 
los niños: la vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
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y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, ven-
ta, abuso sexual, explotación laboral o económica 
y trabajos riesgosos.

Gozarán también de los demás derechos con-
sagrados en la Constitución, en las leyes y en los 
�����	��������������������������	�������!����'���

La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para garan-
tizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio 
pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente su cumplimiento 
y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás.

3.2 Ley 589 de 2000, por medio de la cual se 
��������	
��	�������
���	�������������������	
�
�	��
�����	�����������
������������	��������
otras disposiciones.

Artículo 1°. El Código Penal tendrá unos nue-
vos artículos del siguiente tenor:

Artículo 268-A. Desaparición forzada. El par-
ticular que perteneciendo a un grupo armado al 
margen de la ley someta a otra persona a privación 
de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida 
de su ocultamiento y de la negativa a reconocer di-
cha privación o de dar información sobre su para-
dero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá 
en prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40) años, 
multa de quinientos (500) a dos mil (2.000) sala-
rios mínimos legales vigentes y en interdicción de 
derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez 
(10) años.

A la misma pena quedará sometido, el servidor 
público, o el particular que actúe bajo la determi-
nación o la aquiescencia de aquel, y realice la con-
ducta descrita en el inciso anterior.

Artículo 268-B. Circunstancias de agravación 
punitiva. La pena prevista en el artículo anterior 
será de cuarenta (40) a sesenta (60) años en los 
siguientes casos:

3. Cuando la conducta se ejecute en menor de 
dieciocho (18) años, mayor de sesenta (60) o mu-
jer embarazada.

Artículo 279-A. Circunstancias de agravación 
punitiva. La pena será de quince (15) a veinte (20) 
años en los siguientes casos:

2. Cuando se cometa en persona discapacitada, 
o en menor de dieciocho (18) años, o mayor de 
sesenta (60) o mujer embarazada.

Artículo 8°. Comisión de Búsqueda de Perso-
nas Desaparecidas. Créase una comisión nacional 
y permanente de búsqueda de personas desapare-
��	�������������	��������������������������������-
ción del delito de desaparición forzada, con pleno 
respeto de las competencias institucionales y de 
las facultades de los sujetos procesales.

Esta comisión diseñará, evaluará y apoyará la 
ejecución de los planes de búsqueda de personas 
desaparecidas y conformará grupos de trabajo para 
�����������������

La Comisión estará integrada por las siguientes 
personas:

��%��+������;�������	�����<���
������	�����	��
permanente.

��%��������	���;�������	�����<���
������	���-
gado permanente.

��%��$��������	�����'�������	�����	�������-
nente.

��%�������������	��$�����������	�����	��	�����
=������	��$����*���>������	��������������	��
Defensa.

��%��!��������������	������������ ����$����*���
>����������	�����	�������������

��%��$��������	�����������������	���������������
Defensa de la Libertad o su delegado permanente.

��%��$��������	���"��������	����	��������������
su delegado permanente.

��@��H�������������	�����#�������
��	��+���-
liares de Detenidos Desaparecidos (Asfaddes).

�� @�� H������������� 	�� ���� ������K�������� ���
�'�������������	��$����*���>������������	���
por ellas mismas.

Parágrafo. Las labores de búsqueda se extende-
rán incluso a los casos acaecidos con anterioridad 
a la expedición de esta ley.

Artículo 9°. Registro Nacional de Desapareci-
dos. El Gobierno Nacional diseñará y pondrá en 
marcha un registro nacional de desaparecidos en 
���������������&����	�������	�����	���	���������
��
de las personas desaparecidas y de inhumación y 
�Q*����
��	����	&������	���������������	�����-
cadas, el cual deberá contener como mínimo los 
siguientes datos:

1. Identidad de las personas desaparecidas.
2. Lugar y fecha de los hechos.
3. Relación de los cadáveres, restos exhuma-

	��� �� ��*��	���� 	�� ��������� ��� �	�������	����
con la indicación del lugar y fecha del hallazgo, 
condiciones, características, evidencias, resultados 
	�����	�����W�������������������������������������
��������	����������	K��������	���������
��

El Registro Nacional de Desaparecidos será 
coordinado por el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y funcionará en su sede.

En la resolución que dé inicio a la investiga-
ción previa, o a la instrucción del proceso penal, 
o a la indagación preliminar o a la investigación 
en el proceso disciplinario, el Fiscal o el funcio-
nario competente de la Procuraduría General de la 
Nación, según el caso, ordenará enviar todos los 
datos de la víctima al registro y solicitará la infor-
mación necesaria para localizarla.

Artículo 13. Mecanismo de búsqueda urgente. 
Si no se conoce el paradero de una persona se po-
drá solicitar a cualquier autoridad judicial, por par-
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te de terceros y sin necesidad de mandato alguno, 
que disponga de inmediato de una búsqueda ur-
gente para realizar todas las diligencias necesarias, 
tanto en relación con autoridades y dependencias 
públicas como con particulares y lugares de carác-
ter privado, para dar con su paradero.

Si dichas diligencias o algunas de ellas deben 
practicarse en lugares distintos a su jurisdicción, la 
autoridad judicial que haya decretado la búsqueda 
����������������&��������'�����
��	������������-
cales del respectivo lugar, mediante despacho co-
misorio que será comunicado por la vía más rápida 
posible y que deberá ser anunciado de inmediato 
por medio telefónico, de tal forma que no sea ne-
cesario el recibo físico de la documentación por 
parte del comisionado para que este inicie su cola-
boración en la búsqueda urgente.

Si se logra ubicar el paradero de la persona y 
esta ha sido privada de la libertad por servidor pú-
blico, el funcionario judicial ordenará de inmedia-
to su traslado al centro de reclusión más cercano 
dentro de los términos establecidos en la ley y, si 
fuere competente, dará inicio al trámite de hábeas 
corpus.

Si la persona se encuentra retenida por particu-
lares o en un sitio que no sea dependencia pública, 
se dispondrá de inmediato, lo necesario para que la 
autoridad competente proceda a su rescate.

Lo dispuesto en este artículo se aplica sin per-
juicio de las investigaciones penales y disciplina-
rias a que haya lugar.

Los servidores públicos tienen la obligación de 
prestar su colaboración y apoyo para el cumpli-
miento de lo dispuesto en este artículo.

3.3 Ley 971 de 2005, por medio de la cual se 
reglamenta el mecanismo de búsqueda urgente y 
se dictan otras disposiciones.

CAPÍTULO I
El mecanismo de búsqueda urgente  

para la prevención del delito de desaparición 
������

Artículo 1°. ��������	�
�
�������� El mecanis-
mo de búsqueda urgente es un mecanismo público 
tutelar de la libertad y la integridad personales y de 
los demás derechos y garantías que se consagran 
en favor de las personas que se presume han sido 
desaparecidas. Tiene por objeto que las autorida-
des judiciales realicen, en forma inmediata, todas 
las diligencias necesarias tendientes a su localiza-
ción, como mecanismo efectivo para prevenir la 
comisión del delito de desaparición forzada.

En ningún caso, el mecanismo de búsqueda ur-
gente podrá ser considerado como obstáculo, limi-
tación o trámite previo a la acción constitucional 
del hábeas corpus o a la investigación penal del 
hecho.

Artículo 2°. Gratuidad. Ninguna actuación den-
tro del mecanismo de búsqueda urgente causará 
erogación a los particulares que en él intervienen.

Artículo 3°. Titulares. Quien sepa que una per-
sona ha sido probablemente desaparecida, podrá 
solicitar a cualquier autoridad judicial la activa-
ción del mecanismo de búsqueda urgente.

Los agentes y demás miembros del Ministerio 
Público podrán solicitar la activación del meca-
nismo de búsqueda urgente sin que deban realizar 
procedimientos o investigaciones previas o preli-
minares. Lo anterior, sin perjuicio de sus compe-
tencias disciplinarias, de intervención judicial o de 
protección de los derechos humanos.

Los servidores públicos que, por cualquier me-
dio, se enteren de que una persona ha sido pro-
'�'��������	���������	��	�'��&���	�������������-
var el mecanismo de búsqueda urgente, si fueren 
competentes, o dar aviso del hecho a cualquier 
autoridad judicial para que proceda a activarlo. Si 
el servidor público recibe la noticia de una fuente 
anónima, valorará su contenido para determinar si 
actúa de acuerdo con lo señalado en este inciso.

Artículo 4°. Contenido de la solicitud. Quien 
solicite la activación del mecanismo de búsqueda 
urgente deberá comunicar a la autoridad judicial, 
verbalmente o por escrito, los hechos y circuns-
tancias por los cuales solicita la activación del me-
canismo, y sus nombres, apellidos, documento de 
�	���������
���������	������	�������\������������-
nario fuese un servidor público, deberá indicar el 
cargo que desempeña.

La autoridad judicial ante quien se solicite la 
activación del mecanismo de búsqueda deberá, en 
ese mismo momento, recabar información en rela-
ción con los siguientes aspectos:

1. El nombre de la persona en favor de la cual 
se debe activar el mecanismo de búsqueda urgen-
������	��������	���	���������
��������	������-
dencia, rasgos y características morfológicas, las 
prendas de vestir y elementos de uso personal que 
portaba al momento del hecho y todos los demás 
datos que permitan su individualización.

2. Los hechos y circunstancias que permitan 
establecer o lleven a presumir que la persona en 
favor de la cual se solicita la activación del meca-
nismo de búsqueda urgente es víctima de un delito 
de desaparición forzada de personas, incluyendo 
la información conocida concerniente al lugar y 
fecha de la desaparición y a los posibles testigos 
del hecho.

3. Toda la información que se tenga sobre la 
persona en cuyo favor se invoca el mecanismo, 
incluyendo, cuando fuere del caso, el lugar al que 
posiblemente fue conducida y la autoridad que 
realizó la aprehensión.

4. Si el peticionario ha solicitado a las autorida-
des posiblemente implicadas en la desaparición in-
formación sobre el paradero de la víctima y si estas 
han negado la aprehensión, retención o detención.

5. Si el hecho ha sido denunciado ante otras au-
toridades.

Cuando el solicitante no conociere las informa-
ciones anteriores o cualesquiera otras que la auto-
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ridad judicial considerare pertinentes para realizar 
las gestiones y diligencias de búsqueda urgente, 
el funcionario judicial deberá recabarlas de otras 
fuentes, sin perjuicio de que simultáneamente rea-
lice todas las actividades tendientes a dar con el 
paradero de la persona o personas.

En la solicitud de activación del mecanismo de 
búsqueda urgente, el peticionario podrá solicitar al 
funcionario judicial la práctica de las diligencias 
que considere pertinentes para dar con el paradero 
de la persona, e indicar los lugares en los cuales se 
deben realizar las diligencias que permitan obtener 
��������	�	�	�������������	��']���	���������

Artículo 5°. Trámite. La solicitud de activación 
del mecanismo de búsqueda, urgente no se some-
terá a reparto y deberá ser tramitada por el funcio-
nario judicial ante quien se presente. Sin embargo, 
quien solicita la activación del mecanismo de bús-
queda urgente o el agente del Ministerio Público 
podrán pedir el traslado de las diligencias a otra 
autoridad judicial cuando dispongan de informa-
ción que indique la afectación de la independencia 
e imparcialidad de quien se encuentra conociéndo-
lo. De igual manera podrá proceder el funcionario 
judicial que se encuentre tramitando el mecanismo 
de búsqueda, cuando considere que respecto de él 
concurren circunstancias que podrían afectar su 
independencia e imparcialidad en el desarrollo del 
mecanismo.

Cuando se ordene la activación del mecanismo 
de búsqueda urgente, el funcionario judicial dará 
aviso inmediato al agente del Ministerio Público 
para que participe en las diligencias.

Recibida la solicitud, el funcionario judicial 
tendrá un término no mayor de veinticuatro (24) 
horas para darle trámite e iniciar las diligencias 
pertinentes. Asimismo, deberá requerir de las au-
toridades que conozcan de la investigación o juz-
gamiento del delito de desaparición forzada toda 
la información que pueda resultar conducente para 
la localización y liberación de la víctima de la des-
aparición.

El funcionario judicial informará de inmedia-
to sobre la solicitud de activación del mecanismo 
de búsqueda urgente a la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas, al Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
al Departamento Administrativo de Seguridad, a la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, a la Fis-
calía General de la Nación y a las demás autorida-
des que tengan registrados datos de la víctima o de 
���������	���������	�������	&�����������	����������
para que se realicen las confrontaciones de datos 
��������������������������	�������������������-
ción útil para el hallazgo de la víctima.

��� �����	�	� �	������ ���� ���������	��������
se niegue a dar inicio a un mecanismo de búsqueda 
urgente incurrirá en falta gravísima.

Artículo 6°. Procedencia. La solicitud para que 
se active el mecanismo de búsqueda urgente pro-
cede desde el momento en que se presume que una 
persona ha sido desaparecida.

Si el funcionario judicial ante quien se dirige 
la solicitud la considerare infundada, lo declara-
rá así, mediante providencia motivada, dentro de 
un término no mayor de veinticuatro (24) horas, 
contadas desde el momento en el que se le solici-
tó activar el mecanismo de búsqueda. La decisión, 
	�'��&������������	�����������������������������	���
Ministerio Público. Tanto el peticionario como el 
representante del Ministerio Público podrán inter-
poner, dentro del término de veinticuatro (24) ho-
ras, recurso de reposición contra esta providencia, 
recurso que se resolverá en el mismo término y en 
subsidio el de apelación el cual deberá resolverse 
dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a 
su interposición.

En todo caso, cuantas veces se tenga noticia so-
bre el lugar donde pueda encontrarse la persona o 
el cadáver de la persona que habría sido desapare-
cida, se podrá solicitar a cualquier autoridad judi-
cial que active el mecanismo de búsqueda urgente 
en los términos establecidos en la ley. Cuando el 
funcionario judicial que reciba la solicitud consi-
dere que esta es infundada, se procederá en la for-
ma establecida en el inciso precedente.

En ningún caso podrá exigirse que transcurra 
un determinado lapso para la presentación de la 
solicitud de activación del mecanismo de búsque-
da urgente, ni las autoridades podrán negarse a 
practicar las diligencias que de ellas se soliciten, 
o les sean ordenadas, so pretexto de que existen 
plazos legales para considerar a la persona como 
desaparecida.

Artículo 7°. Facultades de las autoridades ju-
diciales. Las autoridades judiciales competentes 
para impulsar el mecanismo de búsqueda urgente 
tendrán, entre otras, las siguientes facultades:

^��"��������������������������������������	��������
o por indicación del solicitante, a los centros desti-
nados a la privación de la libertad de las personas o 
��������	�����������������������������	����	�������
�������������������	������'�����������������������
se presume desaparecida se halla en dichos luga-
res. Cuando se trate de inmuebles particulares, la 
autoridad judicial deberá proferir mandamiento 
escrito para proceder a realizar la inspección, sal-
vo que el morador del inmueble autorice el ingreso 
y registro.

2. Solicitar al superior respectivo que, en for-
ma inmediata y provisional, separe del cargo que 
viene ejerciendo al servidor público contra quien 
se pueda inferir razonablemente responsabilidad 
en la desaparición forzada de una persona, con el 
objeto de evitar que su permanencia en el cargo 
pueda ser utilizada para obstaculizar el desarrollo 
normal de la búsqueda urgente o para intimidar a 
familiares de la víctima o testigos del hecho. La 
misma medida podrá solicitarse contra los servi-
dores públicos que obstaculicen el desarrollo de la 
búsqueda urgente o intimiden a los familiares de 
la víctima o a los testigos del hecho. El superior 
respectivo de los servidores sobre quienes recaiga 
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esta medida deberá, so pena de comprometer su 
responsabilidad, tomar todas las previsiones para 
garantizar la efectividad de la búsqueda.

3. Requerir el apoyo de la Fuerza Pública y de 
los organismos con funciones de policía judicial 
para practicar las diligencias tendientes a localizar 
la persona desaparecida y obtener su liberación. 
Las autoridades requeridas no podrán negar su 
apoyo en ningún caso.

4. Acopiar la información que consideren perti-
nente para dar con el paradero de la persona des-
aparecida, por el medio que consideren necesario 
y sin necesidad de formalidades. 

La Procuraduría deberá contribuir a que el me-
canismo de búsqueda urgente cumpla con el obje-
tivo que se propone, y por lo tanto ejercerá, en co-
ordinación con la autoridad judicial, las atribucio-
����������������������!��������
�����������	��-
tro de la órbita de su competencia. La autoridad 
judicial informará inmediatamente al funcionario 
de la Procuraduría que atienda el caso acerca de 
la manera como cumple las atribuciones señaladas 
en este artículo.

Artículo 8°. Deber especial de los servidores 
públicos. Los miembros de la fuerza pública, de 
los organismos de seguridad o de cualquier otra 
entidad del Estado permitirán y facilitarán el acce-
so a sus instalaciones, guarniciones, estaciones y 
dependencias, o a aquellas instalaciones donde ac-
túen sus miembros, a los servidores públicos que, 
en desarrollo de un mecanismo de búsqueda ur-
gente, realicen diligencias para dar con el paradero 
de la persona o personas en cuyo favor se instauró 
el mecanismo.

%�� �����	��� �]'����� ��� ���������	������� ���
������������'����������������K�	����������	�����-
canismo de búsqueda incurrirá en falta gravísima.

Artículo 9°. Comisión. Si las diligencias o prue-
bas por realizar deben practicarse en lugares dis-
tintos a la jurisdicción de la autoridad judicial de 
conocimiento, esta solicitará la colaboración de 
������ �� ��������� ��	������ 	�����*�� ����������
que será comunicado por la vía más rápida posible 
y que deberá ser anunciado por medio telefónico 
o por cualquier otro medio expedito, de tal forma 
que no sea necesario el recibo físico de la docu-
mentación por parte del comisionado para que este 
inicie su colaboración con la búsqueda urgente.

Artículo 10. Rescate del desaparecido que se 
encuentra en poder de particulares y terminación 
de la actuación. En cualquier momento en el que 
se logre determinar que la persona se halla en po-
der de particulares o en sitio que no es dependencia 
pública, el funcionario competente dará aviso a la 
Fuerza Pública y a los organismos con facultades 
de policía judicial para que procedan a su libera-
ción, la cual se realizará bajo su dirección perso-
nal. Igualmente, la autoridad judicial dispondrá lo 
necesario para que, si fuere el caso, se inicien las 
investigaciones penales y disciplinarias correspon-
dientes.

Obtenida la liberación, se dará por terminado el 
mecanismo de búsqueda y se remitirá un informe 
detallado sobre las diligencias realizadas y sus re-
����	�����������������������������	�������������-
vestigación penal por el delito que corresponda. El 
reporte se incorporará a la actuación penal como 
medio de prueba.

Artículo 11. Procedimiento en caso de que la 
persona sea hallada privada de la libertad por au-
toridades públicas. En el caso en el que la persona 
en favor de la cual se activó el mecanismo de bús-
queda urgente sea hallada ilegalmente privada de 
la libertad por autoridades públicas, se dispondrá 
su liberación inmediata. Si la misma no fuere pro-
cedente, se pondrá a disposición de la autoridad 
competente y se ordenará su traslado al centro de 
reclusión más cercano. De ser pertinente, el fun-
cionario dará inicio al trámite de hábeas corpus.

Artículo 12. Garantías de liberación. Cuando 
el mecanismo de búsqueda urgente permita dar 
con el paradero de la persona y esta deba ser libe-
rada por la autoridad o el funcionario responsable 
de la aprehensión, dicha liberación deberá produ-
cirse en presencia de un familiar, del agente del 
Ministerio Público o del representante legal de la 
víctima, o en lugar que brinde plenas garantías al 
liberado para la protección de su vida, su libertad 
y su integridad personal.

Artículo 13. Terminación de la actuación. Si 
practicadas las diligencias que se estimaren con-
ducentes en desarrollo del mecanismo de búsque-
da urgente no se hallare al desaparecido, y hubie-
sen transcurrido cuando menos dos meses desde la 
iniciación del mecanismo, el funcionario judicial 
competente ordenará la terminación de la actua-
ción y remitirá a la Fiscalía el informe correspon-
diente.

Artículo 14. Derecho de los familiares a obte-
ner la entrega inmediata del cadáver. Cuando la 
persona en favor de la cual se activó el mecanismo 
de búsqueda urgente sea hallada sin vida, se adop-
tarán todas las medidas necesarias para la entrega 
de su cadáver a los familiares, independientemente 
de que se haya establecido la identidad de los res-
ponsables de la desaparición o de la muerte y de 
que se les haya iniciado investigación por los he-
�*���	���������������	���������������%����	��
caso, dicha entrega se hará a condición de preser-
var los restos para el efecto de posibles investiga-
ciones futuras.

Artículo 15. Derechos de los peticionarios, de 
los familiares, de las Comisiones de Derechos Hu-
manos y audiencias del Congreso de la República 
y de la Comisión Nacional de Búsqueda. El peti-
cionario y los familiares de la persona que presu-
miblemente ha sido desaparecida tendrán derecho, 
en todo momento, a conocer de las diligencias rea-
lizadas para la búsqueda. Las Comisiones de De-
���*���>��������#	��������	���!��������	�����
República y la Comisión Nacional de Búsqueda de 
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Personas Desaparecidas también podrán solicitar 
informes sobre la forma como se adelantan las in-
vestigaciones.

Siempre y cuando su presencia no obstaculice 
el desarrollo de las actuaciones o el hallazgo del 
desaparecido, el funcionario judicial podrá auto-
rizar la participación del peticionario, de los fami-
liares de la presunta víctima y de un representante 
de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas en las diligencias que se adelanten.

Parágrafo. Ni al peticionario, ni a los familiares 
de la persona presuntamente desaparecida, ni a las 
!����������	��$����*���>��������#	��������
del Congreso de la República, ni a la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas 
será posible oponer la reserva de la información 
para conocer sobre el desarrollo del mecanismo de 
búsqueda inmediata.

Artículo 16. Protección de víctimas y testigos. 
En la activación y desarrollo del mecanismo de 
búsqueda urgente se aplicarán las reglas relativas 
a la protección de víctimas y testigos, de acuerdo 
con lo que establece el Código de Procedimien-
to Penal, el Estatuto Orgánico de la Fiscalía y las 
demás normas que lo desarrollen, previa solicitud 
del funcionario judicial a la Fiscalía General de la 
Nación.

Artículo 17. Remisión. Cuando no exista norma 
que regule un procedimiento para la tramitación 
del mecanismo de búsqueda urgente y la práctica 
de las diligencias que surjan de él, se aplicarán las 
normas que regulan la acción de hábeas corpus y 
las del Código de Procedimiento Penal, teniendo 
���������������	�������������������	�	�������	����
de este mecanismo público tutelar de la libertad, la 
integridad personal y demás derechos y garantías 
que se consagran en favor de toda persona que se 
presume ha sido desaparecida, es la de prevenir la 
consumación del delito de desaparición forzada de 
personas.

CAPÍTULO II
Del fondo cuenta para el funcionamiento  

de la Comisión Nacional de Búsqueda
Artículo 18. Del Fondo Especial. Créase un 

fondo cuenta dentro de la Defensoría del Pueblo, 
como un sistema separado de cuentas, para el ma-
nejo de los recursos provenientes de las donacio-
nes, aportes y recursos que destinen las organiza-
ciones y entidades privadas y públicas, nacionales 
y extranjeras, así como sus rendimientos, para el 
manejo y la promoción de las actividades asigna-
das a la Comisión de Búsqueda y de las autorida-
des judiciales establecidas en el artículo 1° de esta 
ley.

Artículo 19. Funciones del Fondo Especial. El 
Fondo tendrá como función promover, impulsar y 
apoyar las labores que deba adelantar la Comisión 
Nacional de Búsqueda, en desarrollo de las facul-
tades asignadas en la Ley 589 de 2000 y demás 
normas que la complementen o adicionen.

Las entidades públicas representadas en la Co-
misión de Búsqueda de Personas Desaparecidas 
podrán celebrar convenios interadministrativos 
para el cumplimiento de las funciones de esta úl-
tima.

3.4 Decreto 929 de 2007, por medio del cual se 
reglamenta el mecanismo de búsqueda urgente y 
se dictan otras disposiciones.

Artículo 1°. Objeto. La Comisión de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas tiene carácter nacio-
nal y permanente, y su objetivo primordial será el 
de apoyar y promover la investigación del delito 
de desaparición forzada, con pleno respeto de las 
competencias institucionales y de las facultades 
de los sujetos procesales. Para cumplir con este 
���� ��� !�����
�� 	���_��&�� ������&� �� ������&� ���
ejecución de los planes de búsqueda de personas 
desaparecidas y conformará grupos de trabajo para 
�����������������

Artículo 2°. Funciones de la Comisión. Para 
cumplir su objetivo, la Comisión desarrollará las 
siguientes funciones:

1. Apoyar la investigación en los casos de des-
aparición forzada, mediante el desarrollo de acti-
vidades que busquen obtener sus objetivos tales 
como encontrar el paradero de las personas des-
aparecidas, determinar las condiciones de la des-
aparición y establecer la identidad de los presuntos 
responsables.

2. Promover las investigaciones por desapari-
ción forzada de personas, actividad que implica la 
obligación de conocer los casos de desaparición 
forzada, tomando en cuenta la naturaleza y carac-
terísticas propias del delito, los mecanismos de 
�����������
���������������������	�	���	��������-
ción y salvaguarda de los derechos de la persona 
desaparecida. Las instituciones con competencia 
en los casos de Desaparición Forzada de Personas 
pondrán a disposición de los investigadores, de 
conformidad con la ley, los medios y recursos que 
conduzcan de manera adecuada a obtener el éxito 
de las mismas.

3.  Diseñar los planes de búsqueda de personas 
desaparecidas para lo cual podrá acudir a la ase-
soría de expertos en el tema de la investigación 
de delitos de desaparición forzada y búsqueda de 
personas desaparecidas.

4. Evaluar los planes de búsqueda de personas 
desaparecidas, función que supone conocer de ma-
nera general los planes que han puesto en marcha 
las distintas entidades encargadas de la investiga-
ción del delito de desaparición forzada, para deter-
��������������������	���	��������������'���	���
con la investigación y si los mismos se ajustan a la 
preceptiva legal vigente.

5. Apoyar la ejecución de los planes de búsque-
da de personas desaparecidas y prestar la ayuda 
que necesiten las autoridades encargadas de ade-
lantar el mecanismo de búsqueda urgente de ma-
nera que se logren los objetivos del mismo.
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6. Conformar grupos de trabajo para el impulso 
	����������������
��	�������������������	��	�����-
rición forzada.

7. Colaborar con el diseño y puesta en marcha 
del Registro Nacional de Desaparecidos y Cadá-
veres N.N., y del Registro de Personas Capturadas 
y Detenidas.

8. Supervisar el proceso de consolidación de la 
información existente en los registros previstos en 
el numeral anterior y acceder a la información para 
el cabal cumplimiento de sus funciones.

9. Requerir la actuación de los organismos del 
Estado, cuando lo estime pertinente para el cum-
plimiento de sus objetivos.

10. Recomendar medidas concretas de impulso 
y seguimiento de las investigaciones por desapari-
ción forzada de personas, de acuerdo con las com-
petencias de cada institución.

^^��\��������������������������������	��']���-
da de personas desaparecidas, la difusión gratuita 
de mensajes o campañas a través de los medios de 
comunicación que hagan uso del espectro electro-
magnético en los espacios institucionales.

12. Solicitar la colaboración de los medios de 
���������
�����������'�����
��	�����������	�����
Comisión.

13. Solicitar a través de las Superintendencias 
y demás organismos estatales a las personas y en-
tidades vigiladas por el Estado su contribución 
y participación en las campañas de Búsqueda de 
Personas Desaparecidas de acuerdo con los crite-
���������������!�����
��

14. Promover mecanismos de coordinación en 
el ámbito nacional, regional y local, entre las or-
ganizaciones estatales y entre estas y las organi-
K�������������	��������������	���'������������������
aplicación de la Ley 589 de 2000.

15. Atender las consultas del Gobierno Nacio-
nal en relación con la aplicación de la ley aludida.

16. Promover ante los organismos gubernamen-
tales y entidades privadas la implementación de 
programas de apoyo a las familias de las personas 
que han sido víctimas de desaparición forzada.

17. Recibir la información que le aporten los 
particulares en los casos de desaparición forzada 
de personas, y remitirla a las entidades compe-
tentes. Si recibe la noticia de una fuente anónima, 
valorará su contenido para determinar si actúa de 
acuerdo con lo señalado en este numeral.

18. Recomendar a las autoridades competentes 
la protección de víctimas y testigos en los casos de 
desaparición forzada de personas.

19. Promover el fortalecimiento institucional y 
����������	������������������������	���	�����']�-
queda de las personas desaparecidas.

20. Adoptar todas las decisiones y medidas que 
considere pertinentes para la búsqueda de las per-
sonas desaparecidas y la investigación del delito 
de desaparición forzada.

21. Las demás que establezca la ley.

Parágrafo 1°. Por solicitud expresa del cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o pariente 
hasta el segundo grado de consanguinidad de una 
persona desaparecida, formulada a la Comisión de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas, esta podrá 
solicitar a la autoridad judicial competente que 
le permita presenciar o participar en las diligen-
�����	���Q*����
�����	���������
��	����	&�������
cuando quiera que estas diligencias contribuyan a 
lograr los objetivos previstos en el numeral 1 de 
este artículo.

Parágrafo 2°. Las autoridades judiciales podrán 
solicitar a la Comisión de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas la designación de expertos naciona-
les o internacionales que las asesoren como peritos 
��������Q*�����������	�����������	���	���������
��
de cadáveres que se adelanten como parte de un 
plan de búsqueda de personas desaparecidas. En 
estos casos, la Comisión atenderá inmediatamente 
la petición, si su capacidad técnica lo permitiere, 
�� 	�� ����	�� �� ���� ������� ��� *���� 	����	��� 	��
conformidad con lo previsto en el artículo 15 del 
presente decreto.

Artículo 3°. Presidencia. La Presidencia de la 
Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas 
será ejercida por el Defensor del Pueblo.

Artículo 4°. Funciones del Presidente. El pre-
sidente de la Comisión, en coordinación y previa 
concertación con sus integrantes, ejercerá las si-
guientes funciones:

��H����������� �� ���!�����
����������;�'������
Nacional, el Congreso de la República y otras ins-
tituciones nacionales e internacionales.

��!���������������������	�����!�����
��
�������	����������������	�����!�����
��
�������������������	�����
����	�����
��	�����!�-

misión los asuntos que sean necesarios para el lo-
����	����������

��!���	����� ���� �����������������������������-
nes de la Comisión y velar por su cumplimiento.

�� "������� �� ���� ��������� 	�� ��� !�����
�� �� ����
personas y entidades cuya presencia sea necesaria 
����� ���	������
�����������	�� ����	����������	��
los temas que adelanta la Comisión.

��;�������������������������������������������
para el adecuado funcionamiento de la Comisión.

������	��&����������������
Artículo 5°. Deberes de los miembros de la Co-

misión. Son deberes de los miembros de la Comi-
sión:

1. Acreditar su delegación a la Comisión, a tra-
vés de acto administrativo proferido por el Jefe de 
la Institución donde se determine dicha delegación 
con voz y voto ante la Comisión.

2. Asistir a las sesiones de la Comisión.
3. Cumplir con las actividades asignadas por la 

Comisión con el pleno respeto de sus competen-
cias constitucionales y legales.
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4. Asistir a las actividades programadas por la 
Comisión.

5. Expedir el Reglamento de la Comisión.
Artículo 6°. Secretaría Técnica. La Comisión 

de Búsqueda de Personas Desaparecidas contará 
con una Secretaría Técnica que será desempeñada 
por la Dirección Nacional de Recursos y Acciones 
Judiciales de la Defensoría del Pueblo y tendrá las 
siguientes funciones:

��\������	����������������	�����	�����!�����
��
para el cumplimiento de sus funciones.

��#�������������������������������K���
��	���
archivo de la Comisión Nacional de Búsqueda.

��%������� ����	�����������	����	������� ���!�-
misión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, 
sin perjuicio de las competencias de las entidades 
que la conforman.

��`���	���������
�������������
�������������������
de las personas desaparecidas.

����������� �������	���������	���	���	���������
debatirá en las sesiones.

��%��'���������������������������	������������
de las sesiones Ordinarias y Extraordinarias.

�������������� ���!�����
��������	�����	�����
reuniones, informe de seguimiento a los compro-
misos adquiridos por sus integrantes.

��k�	�������	��&�������������	�����	����������
Comisión y por el Presidente.

��#����������������������	�����!�����
������	���-
cho a voto.

Artículo 7°. Sede de la Comisión de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas. La Comisión tendrá 
su sede permanente en las instalaciones de la De-
fensoría del Pueblo, en la ciudad de Bogotá, D. C., 
pero podrá celebrar reuniones ordinarias o extraor-
dinarias en cualquier lugar del país, por decisión 
de la Comisión.

Artículo 8°. Sesiones de la Comisión. La Co-
misión de Búsqueda de Personas Desaparecidas se 
reunirá en sesiones ordinarias una vez al mes, pero 
podrá ser convocada a reuniones extraordinarias, 
a juicio de su Presidente o de uno o más de sus 
miembros. Podrá sesionar y decidir con la presen-
cia de la mayoría simple de sus miembros.

Artículo 9°. Toma de decisiones. La Comisión 
de Búsqueda de Personas Desaparecidas procura-
rá tomar sus decisiones por consenso. En caso de 
que ello no sea posible, en un primer momento, 
el Presidente deberá mediar entre los miembros 
con miras a lograr la unanimidad. Si no fuere po-
sible obtener el consenso, se decidirá por mayoría 
simple.

Artículo 10. Grupos de Trabajo. Para casos es-
�������������!�����
����	�&�����������;�����	��
Trabajo integrados por delegados de algunas de las 
entidades que la conforman y en todo caso, por de-
legados de la Procuraduría General de la Nación, 
la Fiscalía General de la Nación y las ONG inte-
grantes de la Comisión.

Los Grupos de Trabajo podrán convocar a otra 
u otras de las entidades que hacen parte de la Co-
misión, para que participen en sus sesiones o para 
que realicen alguna tarea cuando consideren que 
con ello se puede contribuir al desarrollo de sus 
actividades y al logro de sus objetivos. Cada grupo 
de trabajo presentará informes ante el plenario de 
la Comisión y formulará las recomendaciones que 
considere pertinentes para el logro del objetivo 
que le fue asignado.

Parágrafo. Salvo las reservas establecidas por la 
ley, a los Grupos de Trabajo no se les podrá oponer 
reserva de las diligencias penales que requieran 
conocer para el cumplimiento de sus funciones.

Todos los miembros de los Grupos de Trabajo 
estarán obligados a guardar reserva sobre la infor-
mación que conozcan de las actuaciones penales y 
disciplinarias que realicen las autoridades compe-
tentes y, en general, sobre todos los datos, asuntos 
y pruebas conocidos en desarrollo de la misión que 
se les asignen.

La violación de la reserva por parte de los 
miembros de los Grupos de Trabajo será sanciona-
da de conformidad con la ley.

Artículo 11. Procedimiento para el seguimiento 
de casos.

1. Cualquiera de los miembros de la Comisión 
que tenga conocimiento sobre un caso de desapa-
rición forzada podrá poner a su consideración la 
conformación de un Grupo de Trabajo. Para el 
efecto, suministrará información sobre las accio-
nes de búsqueda iniciadas y las instancias ante las 
cuales se presentaron; las investigaciones solicita-
das ante las autoridades competentes; y las posi-
bilidades de la Comisión para dar impulso a las 
acciones de búsqueda y las investigaciones.

2. Si la información de quien presente el caso 
��� ����� ��������� ����� 	������ ��� ����������
��
del grupo de trabajo, este procurará acopiar la in-
formación necesaria para su decisión. El estudio 
preliminar del caso no podrá superar el término de 
un mes, al cabo del cual se presentarán los resul-
��	��������!�����
�������	�������������������
��
del mismo.

3. Conformado el grupo de trabajo este presen-
tará a la Comisión un informe mensual de las acti-
vidades realizadas y de los avances alcanzados en 
el caso.

4. En la agenda de reuniones de la Comisión se 
incluirá de manera permanente un punto de pre-
sentación de casos para la conformación de grupos 
de trabajo.

5. Los grupos de trabajo levantarán actas de sus 
reuniones las cuales sustentarán los informes que 
se presentan a la Comisión.

6. Cuando la Comisión decida la creación de un 
grupo de trabajo deberá, inmediatamente, enviar 
comunicación de dicha conformación al funciona-
rio que esté adelantando la investigación.
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7. El grupo de trabajo presentará el informe 
ante el funcionario que esté desarrollando la inves-
������
�������������������������������������������

Artículo 12. Criterios para la selección de ca-
sos. La Comisión determinará los criterios para la 
selección de casos que serán objeto de los grupos 
de trabajo, los cuales no deben implicar discrimi-
nación negativa de las víctimas de la desaparición 
forzada o de sus familiares.

Artículo 13. Presentación de informes de la 
Comisión. La Comisión de Búsqueda de Perso-
nas Desaparecidas presentará un informe público 
anual de sus actividades, avances y obstáculos en 
la consecución de sus objetivos al Congreso de la 
República, con el propósito de que se adopten las 
medidas pertinentes.

Artículo 14. Evaluación y seguimiento del fun-
cionamiento de la Comisión. La Comisión hará 
evaluaciones periódicas de su funcionamiento y el 
������������	������������������������������	��

Artículo 15. La Comisión de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas, por mayoría de las tres 
cuartas partes de sus miembros, determinará los 
�����
 �
���������
 ����������
 ��������������

a sus funciones que deban realizarse con los re-
cursos asignados a la Comisión en el presupuesto 
de la Defensoría del Pueblo. En caso de que se 
reciban recursos que provengan de la cooperación 
internacional o de fuente diversa, relacionados con 
temas de desaparición forzada, estos serán ejecuta-
dos por la Defensoría del Pueblo, según la destina-
ción de la entidad aportante o la decisión de la Co-
misión de Búsqueda de Personas Desaparecidas.

4. Consideraciones Generales
A comienzos del 2009, el Instituto Nacional de 

Medicina Legal informó1 que desde 2007 y hasta 
esa fecha se habían reportado 2757 personas des-
aparecidas entre uno y 19 años de edad en todo el 
país, 2569 con edades entre 10 y 19 años y 188 
menores de 9 años. 

Al momento de preparar esta ponencia el Ins-
tituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses nos remite las siguientes cifras con fecha 5 
	���'����	��|}^^����	������������\+\~^��~|}^^��
Rango de 

Edad
Continúa  

desaparecido
Apareció 

vivo
Apareció 
muerto

Total  
Reportes

0-7 185 67 15 267
8-13 1459 852 17 2328
14-17 4487 2406 65 6958

Al margen de que muchos de estos casos hayan 
concluido positivamente (la mayoría de las veces 
gracias a la respuesta oportuna de las autoridades), 
basta observar con detenimiento algunos medios 
de comunicación para constatar que con inusita-
da frecuencia en la ciudad capital o en cualquier 
municipio del país se reporta la desaparición de 
un menor, situación que en nuestro criterio debe 
1� =����� �]����� ��� 	�� ��'����� |}� 	�� |}}��� �������� ����

las doctoras Diana Valenzuela, Sicóloga; y Luz Janeth 
Forero, Médico Epidemióloga del Instituto Nacional de 
Medicina Legal.

ser atendida de manera prevalente y especial con 
un tratamiento inmediato y diferente al que usual-
mente se da a un caso de desaparición de una per-
sona mayor de edad.

Nos preguntamos entonces cuál es el procedi-
miento a seguir cuando se advierte la desaparición 
de un ciudadano siendo este menor de edad. Con-
sultadas diversas autoridades relacionadas con el 
tema nos informaron que el procedimiento que se 
debe seguir por parte de los familiares de una per-
sona desaparecida, es el siguiente:

1. Reportarlo ante cualquiera de las treinta y 
cinco regionales y seccionales de la Defensoría 
del Pueblo, en la Dirección Nacional de Atención 
y Trámite de Quejas o directamente en la Comi-
sión Nacional de Búsqueda de Personas Desapa-
recidas2.

2. Para iniciar el mecanismo de búsqueda y lo-
calización, dirigirse al Instituto Nacional de Medi-
�������������!��������+�������������������	��	��-
cartar que la persona desaparecida se encuentre en 
������������	�������	�����<<3.

3. Acercarse a las sedes del Instituto Nacional 
de Medicina Legal a reportar el caso ante profe-
sionales y asistentes de la Red de Desaparecidos 
��"	���������
��	������\�	���H������������\�����-
nales4.

4. Ante Autoridad Judicial Competente (Fiscal 
y/o Juez), ante Policía Nacional y Policía Judicial, 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, ante Comisión Nacional de Búsqueda de 
Personas Desaparecidas5.

5. Directamente en los Centros Zonales, Regio-
nales, Seccionales y en la Sede Nacional del Ins-
tituto Colombiano de Bienestar Familiar y en el 
centro de Atención al Ciudadano6.

6. En el nivel territorial cualquier persona, en 
cualquier momento, puede acudir de manera ver-
bal o escrita a las procuradurías provinciales y 
regionales para dar noticia de una desaparición 
forzada; en Bogotá lo propio puede hacerse ante 
2 Apartes de la respuesta dada por la Defensoría del Pueblo 

��	������������^}^}~}|�~|}}��	�����'���|��	��|}}��
3 Apartes de la respuesta dada por la Dirección General de 

�����������<����������	������������^�}��	�����'���^}�
de 2008.

4 Apartes de la respuesta dada por el Director General del 
"�������� <�������� 	�� ��	������ ������� ��	������ ������
555-2008 de octubre 6 de 2009.

5 Apartes de la respuesta dada por la Coordinadora de NN 
y Desaparecidos del Cuerpo Técnico de Investigación, 
$�����
��!���������������\����
��<��������	��"	�������-
��
��	�����+��������;�������	�����<���
�����	������������
422935 del 2 de octubre de 2008.

 Apartes de la respuesta dada por la Procuradora Dele-
��	�� ����������� ��� �������� 	�� $����*��� >������ ��
#�����������������	������=�����^^^}��~|���}��}��	��
octubre 7 de 2008.

6� #������� 	�� ��� ��������� 	�	�� ���� ��� ����� 	�� ��� =������
Jurídica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
��	������������}������	�����'�����	��|}}��
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la Procuraduría Delegada para la Prevención en 
��������	��$����*���>��������#��������������
Grupo de Atención a Víctimas7.

7. Finalmente, ante el Departamento Adminis-
trativo de Seguridad (DAS) que aunque no recep-
ciona noticias criminales por este delito, conoce 
parte del proceso por comisión de la Fiscalía Ge-
neral de la Nación, en razón a lo establecido en 
la Ley 971 de 2005, por medio de la cual se re-
glamenta el mecanismo de búsqueda urgente y el 
artículo 205 de la Ley 906 que trata de los actos 
urgentes.

En atención a lo anterior, revisamos la norma-
tividad vigente que contempla el hecho de la des-
aparición de personas para conocer el marco ju-
rídico en el que se mueve este fenómeno social, 
pero en particular las normas que para el caso nos 
interesan y que se circunscriben a los eventos de 
desaparición de menores.

La primera referencia es necesariamente de tipo 
constitucional y es así como en el artículo 1º, 5º y 
13 se reivindica la importancia del reconocimien-
to de la persona humana con todos sus derechos 
inalienables. En el artículo 13 que consagra el de-
recho a la igualdad contempla el deber del Estado 
de proteger especialmente a aquellas personas que 
por su condición económica, física o mental, se 
��������������������������	��	�'���	�	��������-
ta y sancionará los abusos o maltratos que contra 
�����������������������������������������|�������
que se consagra la familia y el 44 en el que se dis-
ponen los derechos fundamentales de los niños.

Entre las demás normas de tipo legal que se 
encuentran vigentes y que se relacionan con esta 
materia, tenemos las siguientes:

���	�������	�������por medio de la cual se tipi-
���
��
���������
��
�����������
���	����
��
���-
plazamiento forzado y la tortura y se dictan otras 
disposiciones.

���	����!��	�������por medio de la cual se re-
glamenta el mecanismo de búsqueda urgente y se 
dictan otras disposiciones.

��"	��	�������	�������por medio de la cual se 
reglamenta el mecanismo de búsqueda urgente y 
se dictan otras disposiciones.

\��� ��'����� ������� 	�� ������ ��� �������� ���
atención especial a la desaparición de menores. Al 
respecto amerita mención especial el esfuerzo que 
en similar sentido le ha asistido al representante 
Guillermo Rivera miembro del Partido Liberal Co-
lombiano y quien presentó el Proyecto de ley 019 
de 2010 por medio de la cual se proponen medidas 
para la prevención del rapto de menores, y plantea 
en ella crear una alerta para el rapto, desaparición 
o secuestro dirigida únicamente para menores de 
14 años.
7 Apartes de la respuesta dada por la Procuradora Dele-

��	�� ����������� ��� �������� 	�� $����*��� >������ ��
#�����������������	������=�����^^^}��~|���}��}��	��
octubre 7 de 2008.

Así mismo dispone como autoridad competen-
te al comandante departamental y/o municipal de 
policía, la creación de un plan de acción a nivel 
regional y el Ministerio del Interior y de justicia a 
nivel nacional para que lo dirija y cobija a los me-
dios de comunicación y a los terminales de trans-
porte para dar cumplimiento a lo que se ordena en 
	��*�������������	��������������������������	��
12 horas contadas a partir de la desaparición para 
emitir la alerta.

Dicha iniciativa deja por fuera varios aspec-
tos que deben integrar un sistema de alerta con 
cobertura nacional e impacto mediático como el 
que proponemos y que debe contemplar desde la 
designación de las diversas autoridades que sobre 
el particular deben conocer de la desaparición de 
un menor hasta la posibilidad voluntaria de aso-
ciación del sector privado y las condiciones de su 
colaboración, pasando por la determinación de re-
cursos para el cabal funcionamiento del sistema y 
������K�����	�����
��

De manera que, con ánimo de complementar, 
reiterar y optimizar las posibilidades reales que 
������������	���������K������'��������	�������-
dadanía ante la trágica desaparición de menores en 
Colombia, avalamos esta iniciativa del Represen-
tante Simón Gaviria que se viene trabajando desde 
el año 2008 y que toma como fuente de inspiración 
no sólo la alerta ámber que funciona en Estados 
Unidos, sino la alerta temprana que elevaron a ley 
en México, así como diversos proyectos que sobre 
el particular se vienen discutiendo en los países 
que conforman la Unión Europea. 

Para el caso que nos ocupa es importante seña-
lar que el proyecto de ley tiene concepto favorable 
de la Policía Nacional a través de la Dirección An-
tisecuestro y Antiextorsión en cabeza del Teniente 
Coronel Gregorio Bonilla Zamora. 

�#�$��������	������	�����������	�	
����-
mer debate. Se aprueban y adoptan las siguien-
�	�����������	������	����

Representante Luis Enrique Salas:
���������	���������������������	������	�������-

ganización y coordinación al ICBF para entregar 
permisos, autorizaciones y protección a los nuevos 
desaparecidos.

Representante Iván Cepeda Castro:
����������	���������������������	�����������

3º que será integrada por la Delegada para los de-
rechos de la niñez, la juventud y las mujeres de la 
Defensoría del Pueblo.

����������	����������������^�������������	��
de agregar “menores víctimas de desaparición for-
zada”. 

����������	���������������^|�	��������������
en el sentido de señalar que el representante de las 
asociaciones de familiares de desaparecidos, será 
escogido por ellas mismas.
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%	��	�	�����	�&	
'����(	�����)
��������*�����Q���������������	�	������'�����-

cursos por parte del Coordinador del Sistema Na-
cional de Alerta Temprana provenientes de conve-
nios de cooperación técnica.

�� ��� ��� ������� ��� ����������
�� 	��� \�������
Nacional de Alerta Temprana para garantizar su 
operatividad. 

Representante Albeiro Vanegas:
����������	�������� ������	������������������

“Por medio de la cual se crea el sistema nacional 
de alerta temprana para menores desaparecidos, la 
tercera edad y los discapacitados y se dictan otras 
disposiciones”.

*#� $��������	�� ����	����� ����� �	�����
debate

��\��������������	����
��	�����Q�������������	���
título del mismo y en todo el articulado, adoptando 
las sugerencias de forma efectuadas desde el pri-
����	�'����������������������������������	�������
alusiones a menores desaparecidos con la expre-
sión: “menores, adultos mayores y discapacitados 
desaparecidos”, vale anotar que aunque durante el 
primer debate siempre se corrigió con la acepción 
“personas de la tercera edad”, en esta ponencia 
se plantea corregir la expresión por la de “adultos 
mayores”, de conformidad con el lenguaje técnico 
usado en normas relacionadas.

��\�����������������������������'��������������-
ción del Sistema Nacional de Alerta Temprana que 
el integrante por parte del Instituto Nacional de 
Medicina Legal será el Coordinador del Registro 
Nacional de Desaparecidos que coordina Medici-
na Legal.

��\�����������	�� �������������
��	���\�������
el Representante de la Asociación de Diarios Co-
lombianos y el Representante de los demás me-
dios de comunicación asociados voluntariamente, 
por entenderse comprendidos dentro de los demás 
miembros.

�� %�� ��� �������� ��� ��� �������� ��� ������	� 	���
Coordinador del Sistema Nacional de Alerta de 
recibir recursos provenientes de los convenios de 
cooperación técnica que podrá suscribir para po-
der cumplir con los cometidos de la ley.

��%�������������^�������������������������������
prestadoras de servicios de salud como entidad 
pública o privada que podrá ser asociada volunta-
riamente al Sistema Nacional de Alerta Temprana.

6. Proposición
Con fundamento en las razones expuestas, me 

permito rendir Ponencia Positiva y, en conse-
cuencia, solicito respetuosamente a la Plenaria de 
la Cámara de Representantes dar Segundo Deba-
te al Proyecto de ley número 130 de 2010 Cámara, 
por medio de la cual se crea el Sistema Nacional 
de Alerta Temprana para menores, adultos ma-

yores y discapacitados desaparecidos y se dictan 
otras disposiciones, de conformidad con el pliego 
	����	������������	�����

De los honorables miembros de la Comisión,
Albeiro Vanegas Osorio.

Ponente.
�#� (
�	�� �	� ���������	�� ����	��� �����

segundo debate  
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 130 DE 2010 CÁMARA

por medio de la cual se crea el sistema nacional  
de alerta temprana para menores, adultos mayores  
y discapacitados desaparecidos, y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Sistema Nacional de Alerta Tem-

prana para menores, adultos mayores y disca-
pacitados, desaparecidos. Créase el Sistema Na-
cional de Alerta Temprana para menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos, como el 
procedimiento a través del cual, cualquier autori-
dad de policía alerta a la ciudadanía a través de la 
televisión, la radio, la prensa, el internet y demás 
sistemas de información asociados voluntariamen-
te, sobre menores desaparecidos y menores víc-
�������	��	����������������������
�������	��
y discapacitados desaparecidos en cualquier par-
te del territorio nacional. 

Artículo 2º. Coordinación y presupuesto. El 
Sistema Nacional de Alerta Temprana para me-
nores, adultos mayores y discapacitados desapa-
recidos, estará en Colombia bajo la Coordinación 
	�����������	����&�������������	������	���������
Director de la Policía Nacional. La operación del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana para meno-
res, adultos mayores y discapacitados desapareci-
dos, se hará con cargo a los recursos de una cuenta 
�������������	��������������	������	���+��	��!��-
ta previsto en la Ley 971 de 2005. La estructura 
y presupuesto de esta Dirección será determinada 
por el Reglamento que para tal efecto emita el Mi-
nisterio de Defensa Nacional en coordinación con 
la Defensoría del Pueblo.

Artículo 3º. Conformación del Sistema Nacio-
nal de Alerta Temprana para menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos. El Sis-
tema Nacional de Alerta Temprana para menores, 
adultos mayores y discapacitados desaparecidos, 
estará integrada además de los miembros que con-
forman la Comisión Nacional de Búsqueda instau-
rada mediante ley 589 de 2000, por los siguientes:

1. El Ministro de Defensa representado por el 
$�����	��	�����=������	��$����*���>�������

2. El Ministro de Comunicaciones o un delega-
do permanente.

3. El Consejero Presidencial para los Derechos 
>����������	�����	��������������
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4. El Director de la Policía Nacional represen-
tado por el Coordinador del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana

5. El Defensor del Pueblo representado por 
	
�"	
	���������
���	�	�+���	�
����/	���
��;�-
ventud y las mujeres. 

6. El Director del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar o su delegado permanente.

7. El Fiscal General de la Nación o su delegado 
permanente. 

8. El Director del Cuerpo Técnico de Investiga-
ción Nacional o su delegado permanente.

9. El Procurador General de la Nación o su de-
legado permanente. 

10. El Director del Programa Presidencial para 
la Defensa de la Libertad o su delegado perma-
nente. 

11. El Director del Instituto de Medicina Le-
gal representado por el Coordinador del Regis-
tro Nacional de Desaparecidos. 

12. Un Representante de la Asociación de Fa-
miliares de Detenidos Desaparecidos escogidos 
por ellas mismas.

13. Un Representante de las Organizaciones No 
;'�������������	��$����*���>�������������-
do por ellos mismos. 

14. Un Representante de la Asociación Nacio-
nal de Medios de Comunicación, Asomedios, es-
cogido por ellos mismos.

El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-

��������������<�	��
����������������������-
ción del Sistema en lo relacionado con el otor-
����	����	��	�����������������	�������	�-
ción a menores desaparecidos.

Artículo 4º. Funciones del Coordinador del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana. La Coordi-
nación del Sistema Nacional de Alerta Temprana 
para menores, adultos mayores y discapacitados 
desaparecidos en Colombia, tendrá las siguientes 
funciones:

1. Coordinar la cooperación en materia de inter-
cambio de información relativa a la desaparición 
de menores, la tercera edad y discapacitados en el 
territorio nacional, entre los miembros que inte-
gran el Sistema Nacional de Alerta Temprana.

2. Declarar la alerta nacional sobre la desapa-
rición de menores, adultos mayores y discapacita-
dos ocurridos en cualquier parte del territorio na-
cional, cuando sea del caso, por cumplirse con los 
supuestos de ley. 

3. Coordinar que el registro de menores, adul-
tos mayores y discapacitados desaparecidos en el 
territorio nacional sea centralizado a través de un 
expediente físico y virtual lo más detallado posible 
por parte del Instituto Nacional de Medicina Le-
gal con la colaboración del Fondo Nacional para 
la Defensa y la Libertad Personal,  Fondelibertad.  

4. Diseñar bajo las directrices de los miembros 
que integran el Sistema, las estrategias nacionales 
para difundir información sobre el cuidado y pro-
tección de menores, adultos mayores y discapaci-
tados ante el delito de secuestro o desaparición.

5. Elaborar e implementar un programa nacio-
nal para la prevención del secuestro o desaparición 
de menores, adultos mayores y discapacitados que 
	����� �� ����'��K��� ����������� ����� �����������
alentar y fomentar la participación de la ciudada-
nía en la prevención y combate de estos delitos. 

6. Crear y operar en tiempo real un sitio elec-
trónico en el que publique permanentemente la in-
formación relativa a la desaparición de menores, 
adultos mayores y discapacitados, así como de 
todas las demás actividades propias del Sistema 
Nacional de Alerta Temprana.

���=��������������������
�������������������-
dencial con cobertura en todo el territorio nacional, 
para recibir denuncias sobre secuestro o desapari-
ción de menores, adultos mayores y discapacita-
dos; denuncias e información que pueda conducir 
a la captura de secuestradores o personas dedicadas 
a la desaparición de menores, adultos mayores y 
discapacitados la información que pueda conducir 
a la localización de niñas y niños, adultos mayores 
y discapacitados considerados como secuestrados 
o desaparecidos. De esta línea se deberá conservar 
bajo custodia, registro histórico de los archivos de 
audio. 

8. Coordinar los esfuerzos de la sociedad en ge-
neral, y de las Organizaciones No Gubernamenta-
����������������������������	�����������������������
de información y denuncia sobre menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos.

9. Establecer los mecanismos de coordinación 
con los medios de comunicación nacionales y lo-
������������������K�����������	����K��������'���-
dad la emisión de datos relativos a menores, adul-
tos mayores y discapacitados que han sido objeto 
de secuestro o desaparición.

10. Diseñar y difundir en todos los estableci-
mientos educativos del país, un manual o guía para 
afrontar casos de secuestro o desaparición de me-
nores, adultos mayores y discapacitados de fácil 
lectura, completo, didáctico y gratuito, dirigido a 
todos los padres de familia y adultos responsables.

11. Incorporar el proyecto de implementación 
de la plataforma para el monitoreo de explotación 
sexual en la red dentro del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana para Menores adultos mayores, y 
discapacitados desaparecidos y socializar su apli-
cabilidad, en las mismas condiciones previstas en 
la presente ley.

12. Organizar y velar por la capacitación per-
manente de funcionarios judiciales, de los miem-
bros de la Policía Nacional y demás funcionarios 
de las entidades que conforman las entidades que 
integran el Sistema Nacional de Alerta Temprana 
sobre el funcionamiento de la misma.
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13. Presentar un informe anual de gestión al 
Congreso de la República que incluya el detalle 
de la inversión del presupuesto y los resultados 
obtenidos en materia de recuperación de menores, 
adultos mayores y discapacitados desaparecidos. 

14. Las demás que le sean asignadas por deci-
sión mayoritaria de los miembros que integran el 
Sistema Nacional de Alerta Temprana o por ley.

Artículo 5º. Supuestos objetivos para dar inicio 
a la alerta. El Coordinador del Sistema Nacional 
de Alerta Temprana para menores, adultos mayo-
res y discapacitados desaparecidos en colabora-
ción con los medios de comunicación emitirá la 
Alerta, cuando:

����������	�	�	�����������������������������	��
que se ha desaparecido un menor de edad, un adul-
to mayor o un discapacitado.

�� ��� �����	�	� 	�� �������� ������ ��K����� �����
creer que el menor, adulto mayor o discapacitado 
desaparecido, se encuentra en peligro inminente 
de sufrir daño físico o moral. 

����������	�	�	������������������������������-
mación descriptiva de la víctima y/o del posible 
��������	��������������#��������������K���������-
cuperación del menor, adulto mayor o discapaci-
tado. 

Si se satisfacen dichos criterios, se recopilará 
la información de la Alerta y se enviará a los me-
dios de comunicación, desde donde se transmiti-
rá a radio oyentes, televidentes y cibernautas un 
boletín informativo que contendrá la imagen y/o 
la descripción física y detallada tanto del menor, 
adulto mayor o discapacitado desaparecido, como 
del presunto secuestrador, cuando sea del caso, 
además de la clara indicación de comunicarse a la 
línea telefónica gratuita o a la dirección electró-
�����	���������������������	����������	�	��������
presente ley.  

Artículo 6º. Recursos de cooperación nacional 
e internacional. El Coordinador del Sistema Na-
cional de Alerta Temprana para menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos, podrá 
recibir recursos provenientes de convenios de 
cooperación técnica que podrá suscribir con 
entidades nacionales e internacionales, tendientes 
���������������	�������'�����������	������������-
sente ley. 

Artículo 7º. Línea telefónica gratuita. Para la 
aplicación de esta ley el Sistema Nacional de Aler-
ta Temprana tendrá habilitada una línea telefónica 
que operará gratuitamente durante las veinticuatro 
horas del día, los siete días de la semana y a través 
de la cual se evacuarán consultas y se darán infor-
maciones referidas a la desaparición o ubicación 
de menores, adultos mayores o discapacitados 
desaparecidos, así como también procedimientos 
a aplicar para su localización. Dicha línea estará 
conectada con la red de comunicaciones de la Po-
licía Nacional.

Artículo 8º. Dirección electrónica y páginas 
web. En cada página web perteneciente al Gobier-

no Nacional, sus entes centralizados y descentra-
lizados, el Sistema Nacional de Alerta Temprana 
��	�&�	��������	���������������������������	��-
tinado a difundir la imagen de menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos. 

Artículo 9º. Medios de comunicación asocia-
dos. Bajo la coordinación del Ministerio de Comu-
nicaciones, las emisoras de radio,  los canales de 
televisión, la televisión por cable, los operadores 
de telefonía móvil, los operadores de vallas elec-
trónicas, los teatros de cine, entre otros, interrum-
pirán su programación habitual para alertar sobre 
la desaparición de un menor, adulto mayor o disca-
pacitado. La alerta que se emita deberá proporcio-
nar una descripción lo más detallada posible tanto 
del menor, adulto mayor o discapacitado como del 
presunto secuestrador para los casos de alerta en 
televisión, cine e internet se deberá incluir la fo-
tografía del menor, adulto mayor o discapacitado, 
así como un retrato hablado del secuestrador o sos-
pechoso y los datos del vehículo, si fuera del caso.

Artículo 10. Obligación de informar. Cualquier 
persona que tenga conocimiento de la desapari-
ción de un menor, adulto mayor o discapacitado o 
de su paradero o del presunto secuestrador, tendrá 
el deber de ponerlo en conocimiento de cualquier 
autoridad de policía o de informarlo a través de la 
línea telefónica o de la dirección electrónica crea-
	���������������

Parágrafo. Toda la información que la ciuda-
danía proporcione para el seguimiento, investiga-
ción o captura de los secuestradores de un menor, 
adulto mayor o discapacitado, tendrá el carácter de 
����	�������	�	����������������������������������-
cite el denunciante, de anonimato.

Artículo 11. Procedimiento. En los casos en los 
que proceda la emisión de la alerta nacional sobre 
la desaparición de un menor, adulto mayor o disca-
pacitado, la Coordinación Nacional, deberá emitir 
un boletín en forma inmediata con carácter de “ur-
gente” sobre la desaparición o presunto secuestro 
con toda la información que pueda conducir a la 
detención inmediata del o los presuntos responsa-
bles, a las siguientes autoridades:

a) Dirección General de la Policía Nacional 
quien a su vez deberá informar a la Interpol, 

b) Direcciones Antisecuestro de la Policía Na-
cional, Cuerpo Técnico de Investigación Nacional, 
Fiscalía General de la Nación, Ejército Nacional 
y Departamento Administrativo de Seguridad o 
quien haga sus veces,

c) Terminales de transporte terrestre, aéreo y 
marítimo

d) Emisoras de radio, canales de televisión, me-
dios de comunicación impresos e internet.

Artículo 12. Estadística. La Coordinación del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana deberá or-
ganizar un sistema estadístico de recopilación y 
sistematización tanto de cada uno de los casos de 
desaparición como de la recopilación de los datos 
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que permita contar permanentemente con informa-
��
������	������� �����'�����������K�	�� ��'��� ����
resultados de la aplicación de la presente ley.

La información de este sistema deberá ser de 
acceso público en la página web  del Sistema que 
	�'��&���������	����������������������������
��	���-
llada sobre cada desaparición deberá ser publicada 
en ella tan sólo hasta donde los términos de cada 
investigación judicial en particular, lo permita. 

Artículo 13. Sector privado asociado. Cual-
quier persona natural o jurídica del sector privado 
podrá ser asociada en la aplicación de esta Ley, 
en lo que corresponde a acciones de prevención y 
difusión de casos de menores, adultos mayores y 
discapacitados desaparecidos, tales como:

a) Empresas del sector turístico: cadenas hote-
leras, restaurantes, entre otros.

b) Empresas del sector del transporte: aerolí-
neas, empresas de transporte terrestre individual, 
colectivo y masivo de pasajeros, empresas marí-
timas de transporte, terminales de autobuses, ae-
ropuertos, servicio de peajes en concesión, entre 
otros. 

c) Empresas y administraciones de estableci-
mientos abiertos al público: centros comerciales, 
cines, teatros, centros vacacionales, estadios, y lu-
gares destinados a conciertos o eventos masivos, 
entre otros.

d) Empresas de telecomunicaciones: telefonía 
�������
�����������������

e) Instituciones educativas: jardines infantiles, 
colegios, universidades, entre otros.

f) Instituciones Prestadoras de Servicios de 
>�
��������	�#

g) Las demás que a criterio del Sistema Nacio-
nal de Alerta Temprana deban incluirse en esta dis-
posición.

Adicional a las acciones de prevención y difu-
sión que dispone la presente ley y que establezca 
el Sistema Nacional de Alerta Temprana, los aso-
ciados privados podrán utilizar productos de con-
������������	���	��������������*���������'�����
volantes, entre otros, para divulgar el contenido de 
los boletines de alerta emitidos por la desaparición 
de un menor, adulto mayor o discapacitado.

La persona natural o jurídica del sector privado 
que se asocie en la aplicación de la presente ley se 
obliga a difundir el boletín de alerta emitido por 
la desaparición de un menor, persona de tercera 
edad y discapacitado en forma completa y bajo las 
���	����������_���	�������� ��������������\�������
Nacional de Alerta Temprana para la desaparición 
de menores, adultos mayores y discapacitados. 

Artículo 14. Responsabilidad del menor, adulto 
mayor o discapacitado desaparecido y de sus pa-
dres o adultos responsables. En los casos en que 
por la desaparición de un menor, adulto mayor o 
discapacitado se haya activado la alerta y su des-
aparición obedezca a una ausencia voluntaria, oca-
sionando que el Sistema incurra en el gasto de re-

cursos, tanto el menor, como sus padres o adultos 
responsables, el adulto mayor o el discapacitado, 
según sea el caso serán objeto de una sanción pe-
dagógica impuesta por el Coordinador del Sistema 
consistente en el deber de efectuar trabajo social 
bajo la coordinación de la Policía Nacional.     

Artículo 15. Responsabilidad del servidor pú-
blico. La aplicación de la presente ley es responsa-
bilidad del Coordinador del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana y su actuación será objeto de ins-
pección, vigilancia y control por parte de la misma 
Policía Nacional y de la Procuraduría General de 
la Nación. El incumplimiento de la presente ley, 
por parte de cualquier servidor público, será san-
cionado como falta disciplinaria gravísima. 

Artículo 16. Protección al adulto mayor y a 
los discapacitados. El Sistema Nacional de Alerta 
Temprana también será aplicable en los casos de 
desaparición de personas mayores de 60 años y/o 
con discapacidad, cualquiera que sea su edad, en 
los términos y condiciones previstos en la presente 
ley. 

Artículo 17. Monitoreo de explotación sexual 
en la red. El ámbito de aplicación y de la presen-
te ley incluye el proyecto de implementación de 
la plataforma para el monitoreo de explotación 
sexual en la red. 

Artículo 18. Transitorio. La Dirección General 
de la Policía Nacional tendrá un mes calendario, 
contado a partir de la publicación de la presente 
ley, para designar al Coordinador del Sistema Na-
cional de Alerta Temprana para menores, adultos 
mayores y discapacitados desaparecidos y un pla-
zo máximo de tres meses calendario, igualmente 
contados a partir de la publicación de la presente 
ley para implementar la página web, la línea te-
lefónica gratuita, el sistema de información esta-
dístico y efectuar la primera reunión del Sistema 
<��������	��#������k������������������	���Q��	���
su propia reglamentación y darle inicio a la aplica-
ción de la presente ley.

Artículo 19.  Vigencia.   La presente ley rige a 
partir de su publicación.

Albeiro Vanegas Osorio.
Ponente.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

TEXTO CORRESPONDIENTE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 130  

DE 2010 CÁMARA
por medio de la cual se crea el sistema nacional 
de alerta temprana para menores desaparecidos, 
la tercera edad y los discapacitados y se dictan 
otras disposiciones, aprobado en Primer debate 
en la Comisión Segunda de la Cámara, en sesión 

del día 5 de abril  de 2011, Acta número 32.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Sistema Nacional de Alerta Tem-

prana para menores desaparecidos. Créase el Sis-
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tema Nacional de Alerta Temprana para Menores 
Desaparecidos como el procedimiento a través del 
cual, cualquier autoridad de policía alerta a la ciu-
dadanía a través de la televisión, la radio, la pren-
sa, el Internet y demás sistemas de información 
asociados voluntariamente, sobre menores des-
aparecidos, y menores víctimas de desaparición 
forzada, en cualquier parte del territorio nacional. 

Artículo 2º. Coordinación y presupuesto. El 
Sistema Nacional de Alerta Temprana para me-
nores desaparecidos en Colombia estará bajo la 
Coordinación�	�����������	����&�������������	�-
signado por el Director de la Policía Nacional. La 
operación del Sistema Nacional de Alerta Tempra-
na para menores desaparecidos se hará con cargo a 
los recursos de una cuenta especial creada para tal 
���	������	���+��	��!��������������������������^�
de 2005. La estructura y presupuesto de esta Direc-
ción será determinada por el Reglamento que para 
tal efecto emita el Ministerio de Defensa Nacional 
en coordinación con la Defensoría del Pueblo.

Artículo 3º. Conformación del Sistema Nacio-
nal de Alerta Temprana para menores desapareci-
dos. El Sistema Nacional de Alerta Temprana para 
menores desaparecidos estará integrada además de 
los miembros que conforman la Comisión Nacio-
nal de Búsqueda instaurada mediante Ley 589 de 
2000, los siguientes:

��%�����������	��$�����������	�����	��	�� ���
=������	��$����*���>������	��������������	��
Defensa.

��%�����������	��!�����������������	�����	��
permanente.

��%��!��������������	������������ ����$����*���
>����������	�����	��������������

��%��$��������	�� �����������<�������� represen-
tado por el Coordinador del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana

�����$�����	�����������$����*���	�����<�_�K��
la Juventud y las Mujeres de la Defensoría del 
Pueblo. 

��%��$��������	���"��������!����'�����	��`���-
estar Familiar o su delegado permanente.

��%��+������;�������	�����<���
������	�����	��
permanente. 

��%��$��������	���!�����kW������	��"��������-
ción Nacional o su delegado permanente.

��%��������	���;�������	�����<���
������	���-
gado permanente. 

��%��$��������	�����������������	���������������
Defensa de la Libertad o su delegado permanente. 

��%��$��������	���"��������	����	��������������
su delegado permanente. 

��@��H�������������	�� ���#�������
��	��+�-
miliares de Desaparecidos, escogido por ellas 
mismas.

��@��H�������������	�� ����=�����K��������<��
;'�������������	��$����*���>�������������-
do por ellos mismos. 

��@��H�������������	�����#�������
��<��������
de Medios de Comunicación, Asomedios, escogi-
do por ellos mismos.

��@��H�������������	�����#�������
��	��$�������
Colombianos, Andiarios, escogido por ellos mis-
mos.

��@��H�������������	������	��&����	����	����-
municación asociados voluntariamente tales como 
radio, prensa, televisión e internet, escogido por 
ellos mismos.

��%��"��������!����'�����	��̀ ���������+��������
otorgará permisos, autorizaciones y protección a 
los menores desaparecidos.

Artículo 4º. Funciones del Coordinador del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana. La Coordi-
nación del Sistema Nacional de Alerta Temprana 
para menores desaparecidos en Colombia, tendrá 
las siguientes funciones:

1. Coordinar la cooperación en materia de in-
tercambio de información relativa a la desapa-
rición de menores en el territorio nacional, entre 
los miembros que integran el Sistema Nacional de 
Alerta Temprana.

2. Declarar la alerta nacional sobre la desapa-
rición de menores ocurrido en cualquier parte del 
territorio nacional, cuando sea del caso por cum-
plirse con los supuestos de ley. 

3. Coordinar que el registro de menores desapa-
recidos o secuestrados en el territorio nacional sea 
centralizado a través de un expediente físico y vir-
tual lo más detallado posible por parte del Instituto 
Nacional de Medicina Legal con la colaboración 
del Fondo Nacional para la Defensa y la Libertad 
Personal, Fondelibertad.  

4. Diseñar bajo las directrices de los miembros 
que integran el Sistema, las estrategias nacionales 
para difundir información sobre el cuidado y pro-
tección de menores ante el delito de secuestro o 
desaparición.

5. Elaborar e implementar un programa nacio-
nal para la prevención del secuestro o desaparición 
	�� �������� ��� 	����� �� ����'��K��� �����������
para facilitar, alentar y fomentar la participación 
de la ciudadanía en la prevención y combate del 
secuestro y desaparición de menores. 

6. Crear y operar en tiempo real un sitio electró-
nico en el que publique permanentemente la infor-
mación relativa a la desaparición de menores, así 
como de todas las demás actividades propias del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana.

7. Operar una línea telefónica gratuita y con-
�	������� ���� ��'������ ��� ��	�� ��� ����������� ��-
cional, para recibir denuncias sobre secuestro o 
desaparición de menores; denuncias e información 
que pueda conducir a la captura de secuestradores 
o personas dedicadas a la desaparición de menores 
e información que pueda conducir a la localización 
de niñas y niños considerados como secuestrados 
o desaparecidos. De esta línea se deberá conservar 
bajo custodia, registro histórico de los archivos de 
audio. 
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8. Coordinar los esfuerzos de la sociedad en ge-
neral, y de las Organizaciones No Gubernamenta-
����������������������������	�����������������������
de información y denuncia sobre menores desapa-
recidos.

9. Establecer los mecanismos de coordinación 
con los medios de comunicación nacionales y lo-
������������������K�����������	����K��������'���-
dad la emisión de datos relativos a menores que 
han sido objeto de secuestro o desaparición.

10. Diseñar y difundir en todos los estableci-
mientos educativos del país, un manual o guía para 
afrontar casos de secuestro o desaparición de me-
nores de fácil lectura, completo, didáctico y gratui-
to, dirigido a todos los padres de familia.

11. Incorporar el proyecto de implementación 
de la plataforma para el monitoreo de explotación 
sexual  en la red  dentro del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana para Menores Desaparecidos y 
socializar su aplicabilidad, en las mismas condi-
ciones previstas en la presente ley para menores 
desaparecidos.

12. Organizar y velar por la capacitación per-
manente de funcionarios judiciales, de los miem-
bros de la Policía Nacional y demás funcionarios 
de las entidades que conforman las entidades que 
integran el Sistema Nacional de Alerta Temprana 
sobre el funcionamiento de la misma. 

13. Presentar un informe anual de gestión al 
Congreso de la República que incluya el detalle 
de la inversión del presupuesto y los resultados 
obtenidos en materia de recuperación de menores 
desaparecidos. 

14. Las demás que le sean asignadas por deci-
sión mayoritaria de los miembros que integran el 
Sistema Nacional de Alerta Temprana o por ley.

Artículo 5º. Supuestos objetivos para dar inicio 
a la alerta. El Coordinador del Sistema Nacional 
de Alerta Temprana para menores desaparecidos 
en colaboración con los medios de comunicación 
emitirá la Alerta, cuando:

����������	�	�	�����������������������������	��
que se ha secuestrado o ha desaparecido un menor 
de edad. 

�� ��� �����	�	� 	�� �������� ������ ��K����� �����
creer que el menor secuestrado o desaparecido se 
encuentra en peligro inminente de sufrir daño físi-
co o moral. 

����������	�	�	������������������������������-
mación descriptiva de la víctima y/o del posible 
��������	��������������#��������������K���������-
cuperación del menor. 

Si se satisfacen dichos criterios, se recopilará 
la información de la Alerta y se enviará por todos 
los medios posibles a los medios de comunica-
ción, desde donde se transmitirá a radio oyentes, 
televidentes y cibernautas un boletín informativo 
que contendrá la imagen y/o la descripción física 
y detallada tanto del menor desaparecido o secues-
trado como del presunto secuestrador, cuando sea 
del caso, además de la clara indicación de comuni-

carse a la línea telefónica gratuita o a la dirección 
������
�����	���������������������	����������	�	�
con la presente ley.  

Artículo 6º. Cooperación Institucional. El 
Coordinador del Sistema Nacional de Alerta Tem-
prana para menores desaparecidos podrá suscribir 
convenios con entidades públicas y privadas na-
cionales e internacionales, tendientes al cumpli-
�������	�������'�����������	����������������

Artículo 7º. Línea telefónica gratuita. Para la 
aplicación de esta ley el Sistema Nacional de Aler-
ta Temprana tendrá habilitada una línea telefónica 
que operará gratuitamente durante las veinticuatro 
horas del día, los siete días de la semana y a través 
de la cual se evacuarán consultas y se darán infor-
maciones referidas a la desaparición o ubicación 
de menores, así como también procedimientos a 
aplicar para la localización de un menor. Dicha lí-
nea estará conectada con la red de comunicaciones 
de la Policía Nacional.

Artículo 8º. Dirección electrónica y páginas 
web. En cada página web perteneciente al Gobier-
no Nacional, sus entes centralizados y descentra-
lizados, el Sistema Nacional de Alerta Temprana 
��	�&�	��������	���������������������������	��-
tinado a difundir la imagen de menores desapare-
cidos o secuestrados. 

Artículo 9º. Medios de comunicación asocia-
dos. Bajo la coordinación del Ministerio de Comu-
nicaciones, las emisoras de radio, los canales de 
televisión, la televisión por cable, los operadores 
de telefonía móvil, los operadores de vallas elec-
trónicas, los teatros de cine, entre otros, interrum-
pirán su programación habitual para alertar sobre 
la desaparición de un menor. La alerta que se emita 
deberá proporcionar una descripción lo más deta-
llada posible tanto del menor como del presunto 
secuestrador para los casos de alerta en televisión, 
cine e internet se deberá incluir la fotografía del 
menor, así como un retrato hablado del secuestra-
dor o sospechoso y los datos del vehículo, si fuera 
del caso.

Artículo 10. Obligación de informar. Cualquier 
persona que tenga conocimiento de la desaparición 
o secuestro de un menor o del paradero del menor 
desaparecido o del presunto secuestrador tendrá 
el deber de ponerlo en conocimiento de cualquier 
autoridad de policía o de informarlo a través de la 
línea telefónica o de la dirección electrónica crea-
	���������������

Parágrafo. Toda la información que la ciudada-
nía proporcione para el seguimiento, investigación 
o captura de los secuestradores de un menor, ten-
	�&�������&�����	������	�������	�	�����������������
en que así lo solicite el denunciante, de anonimato.

Artículo 11. Procedimiento. En los casos en los 
que proceda la emisión de la alerta nacional so-
bre la desaparición de un menor, la Coordinación 
Nacional, deberá emitir un boletín en forma inme-
diata con carácter de “urgente” sobre la desapa-
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rición o presunto secuestro de un menor con toda 
la información que pueda conducir a la detención 
inmediata del o los presuntos responsables, a las 
siguientes autoridades:

a) Dirección General de la Policía Nacional 
quien a su vez deberá informar a la Interpol. 

b) Direcciones Antisecuestro de la Policía Na-
cional, Cuerpo Técnico de Investigación Nacional, 
Fiscalía General de la Nación, Ejército Nacional 
y Departamento Administrativo de Seguridad o 
quien haga sus veces.

c) Terminales de trasporte terrestre, aéreo y ma-
rítimo. 

d) Emisoras de radio, canales de televisión, me-
dios de comunicación impresos e internet.

Artículo 12. Estadística. La Coordinación del 
Sistema Nacional de Alerta Temprana deberá or-
ganizar un sistema estadístico de recopilación y 
sistematización tanto de cada uno de los casos de 
desaparición como de la recopilación de los datos 
que permita contar permanentemente con informa-
��
������	������� �����'�����������K�	�� ��'��� ����
resultados de la aplicación de la presente ley.

La información de este sistema deberá ser de 
acceso público en la página web  del Sistema que 
	�'��&���������	����������������������������
��	���-
llada sobre cada desaparición deberá ser publicada 
en ella tan sólo hasta donde los términos de cada 
investigación judicial en particular, lo permita. 

Artículo 13. Sector privado asociado. Cual-
quier persona natural o jurídica del sector privado 
podrá ser asociada en la aplicación de esta Ley, 
en lo que corresponde a acciones de prevención y 
difusión de casos de menores desaparecidos, tales 
como:

a) Empresas del sector turístico: cadenas hote-
leras, restaurantes, entre otros.

b) Empresas del sector del transporte: aerolí-
neas, empresas de transporte terrestre individual, 
colectivo y masivo de pasajeros, empresas marí-
timas de transporte, terminales de autobuses, ae-
ropuertos, servicio de peajes en concesión, entre 
otros. 

c) Empresas y administraciones de estableci-
mientos abiertos al público: centros comerciales, 
cines, teatros, centros vacacionales, estadios, y lu-
gares destinados a conciertos o eventos masivos, 
entre otros.

d) Empresas de telecomunicaciones: telefonía 
�������
�����������������

e) Instituciones educativas: jardines infantiles, 
colegios, universidades, entre otros.

f) Las demás que a criterio del Sistema Nacio-
nal de Alerta Temprana deban incluirse en esta dis-
posición.

Adicional a las acciones de prevención y difu-
sión que dispone la presente ley y que establezca 
el Sistema Nacional de Alerta Temprana, los aso-

ciados privados podrán utilizar productos de con-
������������	���	��������������*���������'�����
volantes, entre otros para divulgar el contenido de 
los boletines de alerta emitidos por la desaparición 
de un menor.

La persona natural o jurídica del sector privado 
que se asocie en la aplicación de la presente ley se 
obliga a difundir el boletín de alerta emitido por 
la desaparición de un menor en forma completa y 
'���� �������	����������_���	�������� ��������������
Sistema Nacional de Alerta Temprana para la des-
aparición de menores. 

Artículo 14. Responsabilidad del menor y de 
los padres. En los casos en que por la desapari-
ción de un menor se haya activado la alerta y su 
desaparición obedezca a una ausencia voluntaria, 
ocasionando que el Sistema incurra en el gasto de 
recursos, tanto el menor como sus padres serán 
objeto de una sanción pedagógica impuesta por el 
Coordinador del Sistema consistente en el deber 
de efectuar trabajo social bajo la coordinación de 
la Policía Nacional.     

Artículo 15. Responsabilidad del servidor pú-
blico. La aplicación de la presente ley es responsa-
bilidad del Coordinador del Sistema Nacional de 
Alerta Temprana y su actuación será objeto de ins-
pección, vigilancia y control por parte de la misma 
Policía Nacional y de la Procuraduría General de 
la Nación.

El incumplimiento de la presente ley, por par-
te de cualquier servidor público, será sancionado 
como falta gravísima.

Artículo 16. Protección a la tercera edad y a 
los discapacitados. El Sistema Nacional de Aler-
ta Temprana también será aplicable en los casos 
de desaparición de personas mayores de 60 años 
y/o con discapacidad, cualquiera que sea su edad, 
siempre que se cumpla con los supuestos objetivos 
para poder dar inicio a la alerta, señalados en el 
artículo 5º de la presente ley. 

Artículo 17. Monitoreo de explotación sexual 
en la red. El ámbito de aplicación y de la presen-
te ley incluye el proyecto de implementación de 
la plataforma para el monitoreo de explotación 
sexual  en la red. 

Artículo 18. Transitorio. La Dirección General 
de la Policía Nacional tendrá un mes calendario, 
contado a partir de la publicación de la presente 
ley, para designar al Coordinador del Sistema Na-
cional de Alerta Temprana para menores desapare-
cidos y un plazo máximo de tres meses calendario 
igualmente, contados a partir de la publicación de 
la presente ley para implementar la página web, 
la línea telefónica gratuita, el sistema de informa-
ción estadístico y efectuar la primera reunión del 
\�������<��������	��#������k������������������	��
expedir su propia reglamentación y darle inicio a 
la aplicación de la presente ley.

Artículo 19.  Vigencia.   La presente ley rige a 
partir de su publicación.
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EL TEXTO TRASCRITO CORRESPON-
DIENTE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

130 DE 2010 CÁMARA
por medio de la cual se crea el sistema nacional de 
alerta temprana para menores desaparecidos, la 
tercera edad y los discapacitados y se dictan otras 
disposiciones, fue el aprobado en la Comisión  
Segunda de la Cámara, en sesión del día 5 de abril 

de 2011, acta número 32.
El Presidente,

Albeiro Vanegas Osorio.
La Secretaria General Comisión Segunda,

Pilar Rodríguez Arias.
COMISIÓN SEGUNDA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Bogotá, D.C., martes 5 de abril de 2011
En sesión de la fecha, Acta número 32, se le dio 

primer debate y se aprobó por unanimidad en vo-
tación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011 
con la asistencia de 15 honorables Representantes, 
el Proyecto de ley número 130 de 2010 Cámara, 
por medio de la cual se crea el sistema nacional de 
alerta temprana para menores desaparecidos, la 
tercera edad y los discapacitados y se dictan otras 
disposiciones, en los siguientes términos:

Leída la proposición con que termina el infor-
me de ponencia y escuchadas las explicaciones del 
ponente, doctor Albeiro Vanegas Osorio, se some-
tió a consideración y se aprobó por unanimidad en 
votación ordinaria con la presencia de 15 honora-
bles Representantes.

Sometido a consideración, el articulado del 
Proyecto, publicado en la Gaceta del Congreso 
�]�����^^^�	��|}^^�����������
���	����������	��
los artículos 1° y 3° y el título del proyecto.

Se sometió a consideración y discusión los artí-
���������������������	������
�����������'�����
por unanimidad en votación ordinaria con la pre-
sencia de 15 honorables Representantes.

Leída y sometida a discusión y votación la pro-
������
��	����	������
��	�����������^���������'
�
por unanimidad en votación ordinaria con la pre-
sencia de 15 honorables Representantes.

Leída y sometida a discusión y votación la pro-
������
��	����	������
��	�������������	�����������
3° se aprobó por unanimidad en votación ordinaria 
con la presencia de 15 honorables Representantes.

Leída y sometida a discusión y votación la pro-
������
��	����	������
��	����������^|�	�����������
3° se aprobó por unanimidad en votación ordinaria 
con la presencia de 15 honorables Representantes.

Leída y sometida a discusión y votación la pro-
posición de adición al artículo 3° se aprobó por 
unanimidad en votación ordinaria con la presencia 
de 15 honorables Representantes.

Sometida a consideración y votación la Propo-
����
�� 	�� ��	������
�� 	��� ������ 	��� ��������� ���
aprobó por unanimidad en votación ordinaria con 
la presencia de 15 honorables Representantes, con 
�����������
��	������������������������������	��-
��
�������	�����Q��������\���	��	�'�������������-
tículos que haya lugar.

Leído el nuevo título del proyecto sometido a 
consideración y votación se aprobó por unanimi-
dad en votación ordinaria con la presencia de 15 
honorables Representantes.

Preguntada la comisión si quiere que este pro-
yecto sea ley de la República se aprobó por unani-
midad en votación ordinaria con la presencia de 15 
honorables Representantes.

La mesa directiva designó al honorable Repre-
sentante Albeiro Vanegas Osorio para rendir in-
forme de ponencia en segundo debate dentro del 
término reglamentario.

La discusión y votación de este proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislati-
vo número 1 de 2003 fueron anunciadas en sesión 
del día 30 de marzo de 2011, Acta número 31.

Publicaciones reglamentarias:
��k�Q����������������Gaceta del Congreso nú-

mero 876 de 2010.
�����������^���$�'����!&�����Gaceta del Con-

greso número 111 de 2011.
La Secretaria General, Comisión Segunda 

Constitucional Permanente,
Pilar Rodríguez Arias.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D.C., mayo 26 de 2011
Autorizamos el Informe de ponencia para se-

gundo debate, correspondiente al Proyecto de ley 
número 130 de 2010 Cámara, por medio de la 
cual se crea el sistema nacional de alerta tempra-
na para menores desaparecidos, la tercera edad y 
los discapacitados y se dictan otras disposiciones.

El proyecto de ley fue aprobado en Primer De-
bate en Sesión del día 5 de abril de 2011.

La discusión y votación de este proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislati-
vo número 1 de 2003, fueron anunciadas en sesión 
del día 30 de marzo de 2011.

Publicaciones reglamentarias: 
. Texto Proyecto de ley, Gaceta del Congreso 

N° 876/10.
. Ponencia 1er Debate Cámara, Gaceta del Con-

greso N° 111/11.
El Presidente,

Albeiro Vanegas Osorio.
La Secretaria General Comisión Segunda,

Pilar Rodríguez Arias.
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 219 DE 2011 CÁMARA

por la cual se expide el régimen de responsabilidad 
administrativa por pérdida o daño de bienes de 
propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus Entidades adscritas o vinculadas o 

la Fuerza Pública.
Doctor:
ALBEIRO VANEGAS OSORIO
Presidente 
Comisión Segunda 
Cámara de Representantes 
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para se-

gundo debate al Proyecto de ley número 219 de 
2011 Cámara, por la cual se expide el régimen 
de responsabilidad administrativa por pérdida o 
daño de bienes de propiedad o al servicio del Mi-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades ads-
critas o vinculadas o la Fuerza Pública.

Señor Presidente:
En atención a la designación hecha por la Mesa 

Directiva de la Comisión Segunda de la Cámara de 
Representantes y con fundamento en los artículos 
150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito 
presentar ponencia para primer debate al proyecto 
de ley de la referencia, en los siguientes términos.

ANTECEDENTES
La presente iniciativa fue presentada a conside-

ración del Congreso de la República por el señor 
Ministro de Defensa, Rodrigo Rivera Salazar, ya 
surtió el trámite correspondiente en el Senado de 
la República con ponencia de la Senadora Myriam 
Paredes Aguirre, aprobada por unanimidad por los 
miembros de la Comisión Segunda del Senado 
el día 30 de noviembre del 2010, en Plenaria del 
Senado el día 6 de abril de 2011, y en Comision 
Segunda de la Cámara de Representantes el 25 de 
mayo de 2011.

OBJETO DEL PROYECTO
El objeto de este proyecto de ley es expedir 

la normatividad que contiene los procesos admi-
nistrativos por pérdida o daños de los bienes de 
propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la 
fuerza pública.

El primer antecedente de la responsabilidad ad-
ministrativa es el Decreto número 1255 de 1961, 
que expidió el Presidente de la República, y fue el 
primer reglamento del Ministerio de Defensa Na-
cional que consagró los “Procesos administrativos 
por pérdidas o daños de material de guerra”. Este 
decreto fue reformado por el Decreto 791 del 5 de 
abril de 1979, reformado por los Decretos 1093 de 
1994 y 1932 de 2000, en los temas de cuantías y 
competencias para fallar las investigaciones admi-
nistrativas que se adelantaban por pérdida o daños 
de material de las instituciones señaladas. 

Con posterioridad al Decreto 791 de 1979, la 
Constitución Política de 1991 estableció en su 
artículo 124 que “la ley determinará los casos de 
responsabilidad de los servidores públicos y la ma-
nera de hacerla efectiva”. 

Pese a la existencia de este conjunto de decretos 
y con ocasión de la reserva legal que existe en la 
materia, con fundamento en los artículos 6° y 124 
de la Constitución Política, es necesaria una ley 
que regule la responsabilidad administrativa por la 
pérdida o daño de los bienes en que puede incu-
rrir el servidor público que labora en el Ministerio 
de Defensa sus entidades adscritas y vinculadas o 
la fuerza pública, toda vez, que el Decreto bajo el 
cual se estaban adelantando dichos procesos ad-
ministrativos es anterior a la Constitución de 1991 
y viola la reserva legal que nuestra Carta Política 
consagra. 

Con fundamento en lo anterior, cursaron en el 
Consejo de Estado dos acciones de nulidad contra 
el texto del Decreto 791 del 5 de abril de 1979, las 
cuales prosperaron dejando sin fundamento jurídi-
co los procesos que se adelantaban por responsa-
bilidad administrativa, al respecto el Consejo de 
Estado, Sección Primera, Sala de lo Contencioso 
#	�������������������
��������������������������

��%��!�������	��%���	������	���^^�	�����'���	��
2006, en expediente 2002-00414, con ponencia 
del Consejero Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, 
ya había declarado la nulidad del artículo 34 del 
Decreto 791 de 1979, en la expresión “prescribe 
en dos años”. 

�� !��� ���*�� �� 	�� 	�����'��� 	�� |}^}��
el Consejo de Estado, en el expediente 
11001032400020050016601, Consejera Ponente 
María Claudia Rojas Lasso, declaró la nulidad en 
su integridad del Decreto 791 de 1979, al conside-
rar que el Gobierno Nacional lo había expedido sin 
competencia, existiendo reserva legal, asignada 
constitucionalmente al Congreso de la República, 
para regular la responsabilidad de los servidores 
públicos. 

���������������������|}�	��������	��|}^^��	������
del expediente 11001032400020050012601, Con-
sejera Ponente María Claudia Rojas Lasso, declaró 
probada la excepción de cosa juzgada con relación 
a lo decidido con el Decreto 791 de 1979, están-
dose a lo resuelto en las dos decisiones anteriores. 

Por lo anterior, durante el debate en Plenaria del 
\���	�����*�K��������������	�����������	����
��	��
los artículos 35, 92, 112 y 113 del Proyecto de ley 
30 de 2010.

Para efectos de ilustrar la trascendencia del pre-
sente proyecto de ley, a continuación se exponen 
las estadísticas de los procesos que se adelantaban, 
en virtud del Decreto 791 de 1979 y lo que repre-
sentan económicamente para el Ministerio de De-
fensa y la fuerza pública.
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Entidad Número total  
de procesos

Impacto  
Económico

Ejército Nacional 1.210 $ 9.746.253.009
Armada Nacional 312 3.348.548.463
Policía Nacional 2.020  5.491.996.254 
Fuerza Aérea 59   11.085.068.471
Ministerio de De-
fensa 

22    146.000.000

Dirección General 
Marítima 

10    350.000.000

Comando General 
de FM 

14  2.570.827.739

Total 3.548 33.093.901.403
DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD 

FISCAL Y ADMINISTRATIVA
El Concepto 1522 de agosto 4 de 2003 de la 

Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
%���	������'����
���������������'���	�	����������
se genera por el daño patrimonial al Estado sea 
������������ 	��� ���������� 	�� ��� �����
�� ������
y aclaró que “en caso de pérdida, daño o deterio-
ro por causas distintas al desgaste natural sufrido 
por las cosas, de bienes en servicio o inservibles 
no dados de baja”1, “únicamente procede la deri-
����
��	����������'���	�	����������	�����*��*��
tenga relación directa con ejercicio de actos pro-
�����	����������
������������������	���������������
responsables”2.

La Corte Constitucional en sentencia C-840 de 
|}}^���_��
��������������	�������������'���	�	���-
cal expresando: 

������������'���	�	�������]���������������	��
pregonar respecto de los servidores públicos y par-
ticulares que estén jurídicamente habilitados para 
�������� �����
�� ������� ��� 	������ ��� ������� ��	���
decisorio sobre fondos o bienes del Estado puestos 
a su disposición. 

Advirtiendo que esa especial responsabilidad 
está referida exclusivamente a los fondos o bienes 
públicos que hallándose bajo el radio de acción 
	��� ������� 	�� ��� �����
�� ������� ������ 	����������
en la forma y condiciones prescritas por la ley. La 
�����
�����������&�����	����������������'��������
fondos estatales inequívocamente estipulados bajo 
la titularidad administrativa o dispositiva de un 
servidor público o de un particular, correctamente 
�	�������	����

El órgano que tiene a su cargo la vigilancia de 
��������
��������������!��������������������������-
cipal que se le brinda a esta entidad es netamente 
contable, lo cual se puede apreciar en los artículos 
93 y 94 del Acto Legislativo de 1945 y de las fun-
ciones otorgadas al Contralor General de la Repú-
blica.

En la actualidad la Resolución Orgánica 5500 
de 2003, proferida por el Contralor General de la 
República, establece la competencia para el cono-
cimiento y trámite de la acción de responsabilidad 
1 Concepto 1522 de agosto 4 de 2003. Consejo de Esta-

do. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P. Doctor Flavio 
Augusto Rodríguez Arce.

2 Resolución Orgánica 4536 de 1998. Contralor General 
de la República. 

������ ��� ��� ������	�� ���������� 	�� ��������� �%����
resolución se fundamenta en distintas normas de 
la Ley 610 y en ella se delega la competencia para 
��������������������	���	����������
�������������-
rresponde adelantar a la Contraloría General de la 
República”3.

La Ley 42 de 1923 y con posterioridad la Cons-
�����
�����������	��^��^���������� ��������������
������ ���� ����������� �������������	����������
la responsabilidad civil, en el entendido de que se 
ocasionen perjuicios en desarrollo de su gestión 
de tesoreros, almacenistas y ordenadores del gas-
to, en tanto y cuanto estuviesen obligados a rendir 
cuentas a la Contraloría General de la República.

El Concepto 1522 de la Sala de Consulta y Ser-
vicio Civil del Consejo de Estado estipuló que el 
daño al Estado se puede producir en actividades 
	�������������������
���������	���������	���������
no todo daño de contenido patrimonial sufrido por 
��������	�	����]'����������������������'���	�	���-
cal, ya que no toda actuación de los funcionarios 
que afectan el patrimonio público son desarrollo 
	�� �����
�� �����4. Por el contrario, el origen del 
daño o deterioro de los bienes públicos puede ser 
el incumplimiento de los deberes de los servidores 
públicos. 

Dicha responsabilidad ha sido llamada admi-
������������������������������������������	����]-
blico responda por los daños causados a los bienes 
del Estado, esta responsabilidad es distinta de la 
��������'���	�	� ������� 	�������������� ������ �� 	��
otra índole.

Siguiendo lo anterior, en la responsabilidad ad-
ministrativa no procede un proceso de responsabi-
��	�	���������������	�_��������������������	���
����������	����������
���������������'��������������
exime de la obligación de resarcir pecuniariamen-
te el daño causado, generándose así la responsabi-
lidad administrativa que obliga a reponer el bien o 
a pagar en dinero el valor de la pérdida o el daño. 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS
@��� 	�� ���� ����� ����������� 	��� %���	�� ��� ��-

rantizar que la función pública se ejerza en pro del 
bien común, protegiendo los derechos y libertades 
	�� ���� ������	���� ����� ������� ����� ���� ��� %���	��
debe contar con un sistema jurídico adecuado que 
regule el comportamiento y las responsabilidades 
de su personal.

Constitución Política:
�������������������^|����	�����������������-

sabilidad de los servidores públicos tiene reserva 
legal y responderán por infringir la Constitución 
Nacional y las leyes, así como por omitir o extrali-
mitarse en el ejercicio de sus funciones. 
3 Concepto 1522 de agosto 4 de 2003. Consejo de Esta-

do. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P. Doctor Flavio 
Augusto Rodríguez Arce.

4 Ver Ponencia para segundo debate del Proyecto de la Ley 
610 de 2000. 
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��%�����������}�����������������%���	��������-
derá patrimonialmente por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por la acción u 
omisión de las autoridades públicas. En el evento 
de ser condenado el Estado a la reparación patri-
monial de uno de tales daños, que haya sido con-
secuencia de la conducta dolosa o gravemente cul-
posa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra 
este”.

��%����������^|��	�������W�������������	�����
públicos, entre los que se encuentran los miembros 
de la Fuerza Pública. 

Leyes:
��Ley 610 de 2000, por la cual se establece el 

�������
��
 ���
��������
��
��������������
�����

de competencia de las contralorías.

��Ley 87 de 1993, por la cual se establecen nor-
mas para el ejercicio del control interno en las en-
tidades y organismos del Estado y se dictan otras 
disposiciones. Esta ley reconoce el control interno 
como uno de los elementos para la buena admi-
nistración y la conservación de los recursos de las 
entidades, así: 

Artículo 2°. Objetivos del Sistema de Control 
Interno. 

Literal a) proteger los recursos de la organiza-
ción, buscando su adecuada administración ante 
posibles riesgos que los afecten. 

Artículo 3°. Elementos para el Sistema de Con-
trol Interno.

Literal e) adopción de normas para la protec-
ción y utilización racional de los recursos. 

����������	��|}}|��por la cual se expide el Có-
digo Disciplinario Único.

DEBERES DE TODO SERVIDOR PÚBLICO 
Artículo 34, numerales: 
21. Vigilar y salvaguardar los bienes y valores 

que le han sido encomendados y cuidar que sean 
utilizados debida y racionalmente, de conformidad 
������������������*�����	��	������	����

22. Responder por la conservación de los útiles, 
����������'������'�����������	����������	��
o administración y rendir cuenta oportuna de su 
utilización.

Jurisprudencia:
��\���������!~��}�	��|}}^��!�����!���������-

nal. 
��!��������	���!�������	��%���	���\����	��!��-

sulta y Servicio Civil del 4 de agosto de 2003. C.P. 
Doctor Flavio Augusto Rodríguez Arce.

CONCLUSIONES
En la Exposición de Motivos del presente pro-

yecto de ley el Ministro de Defensa Dr. Rodrigo 
Rivera Salazar concluyó la importancia de este 
proyecto expresando:

En primer lugar, la acción administrativa por 
pérdida o daño de bienes de propiedad o al servicio 

del Ministerio de Defensa Nacional tiene un sóli-
do respaldo constitucional, legal y jurisprudencial, 
como lo acabamos de anotar. 

En segundo lugar, la acción administrativa pre-
senta entre otras las siguientes características: 

1. Es de naturaleza patrimonial.
2. Es resarcitoria y no sancionatoria ni punitiva.
3. Es de carácter administrativo y no jurisdic-

cional. Está en cabeza del Estado y se ejerce por 
intermedio de autoridades administrativas.

4. Es una responsabilidad personal.
5. Su origen está en la pérdida o daño de bienes 

de propiedad o al servicio del Ministerio de Defen-
sa Nacional.

6. Es independiente de las acciones penal, dis-
�������������������

���<��������������
��������������
��������
8. La fuente de obligación reside en la ley (en 

sentido amplio Constitución y ley), puede soste-
nerse también que tiene origen en la responsabili-
dad extracontractual.

9. Su objetivo es conservar, proteger o restable-
cer el patrimonio público.

10. Es de tipo subjetivo, es decir requiere los 
tres elementos constitutivos de la responsabilidad: 
daño, culpa y nexo causal; así como ausencia de 
circunstancias excluyentes de responsabilidad. 

^^��>����������	�����������������	������������-
terno de las entidades.

12. Se desarrolla con fundamento en el princi-
pio general de responsabilidad de los servidores 
públicos (artículos 6 y 124 de la Carta).

13. Es parte de las relaciones especiales de suje-
ción que con el Estado, tienen los servidores públi-
cos en general y los miembros de la Fuerza Pública 
en particular.

En tercer lugar, por la naturaleza de sus fun-
ciones y la misión que cumple, la Fuerza Pública 
tiene régimen especial en los diferentes aspectos 
(penal, disciplinario, pensional, etc.), es razonable 
que también para estos casos se cuente con una 
herramienta legal que permita recuperar, en forma 
&�������������������K�����������������������������-
titucional cuandoquiera que se le ocasione un de-
trimento por pérdida o daño de sus bienes. 

En igual sentido, se debe tener en cuenta que 
muchos de los bienes referidos no se encuentran 
en el comercio (artículo 223 de la Carta), y que 
las investigaciones en este tipo de procesos gene-
ralmente tienen relación con asuntos propios de la 
Defensa Nacional y por lo tanto es conveniente y 
necesario que se mantenga la debida reserva y que 
los trámites se adelanten al interior de cada Fuerza, 
en virtud del principio del juez natural y del siste-
ma de control interno que ya se mencionó.

Si bien es cierto el Consejo de Estado en el con-
cepto del 4 de agosto de 2003 estima que en tra-
tándose de pérdida o daño de bienes en actividades 
�����������������
�����������	�'����������������
��
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contenciosa de reparación directa, esta solución 
no es conveniente por dos razones fundamenta-
les: primero porque resulta más oneroso (costo-
'���������� �� 	�����	�� �'������ ��� ��������������
patrimonial a través de procesos en la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa que, como es sabido, 
tienen una duración superior a los cinco años (esto 
afectaría notoriamente la misión de la Fuerza Pú-
blica, pues muchos de los bienes, por ejemplo, ar-
mamento, vehículos, radios de comunicación son 
esenciales para el cumplimiento de sus funciones), 
�� ��������� ��� ����� �������
�� ��� ����� ��� ������
a tiempo sino en otros recursos importantes para 
la entidad, verbi gratia el tener que contratar un 
equipo de abogados para que en todos los casos de 
pérdida o daño de bienes no generados en ejerci-
����	������
���������������'���������������������
��
contenciosa. El segundo argumento es de orden 
práctico y real (prevalencia de lo sustancial sobre 
lo procesal): es un hecho notorio que en la actua-
lidad el Consejo de Estado se encuentra en emer-
gencia por el sinnúmero de procesos contenciosos 
que tiene a su cargo y, por lo tanto, agregarle una 
carga más: la que se propone para el resarcimiento 
patrimonial, no solo de la Fuerza Pública, sino de 
todas las entidades estatales, forzosa y fatalmente 
desembocaría en un colapso de esta corporación.

CONCEPTO DEL MINISTERIO  
DE DEFENSA

El proyecto de ley presentado por el Ministerio 
de Defensa Nacional busca que se establezcan las 
directrices y procedimientos especiales para que 
los servidores públicos al servicio del sector De-
fensa respondan administrativamente por la pérdi-
da o daño de los bienes que se le han encomendado 
para el buen desempeño de sus actividades. 

La normatividad vigente sobre la materia no 
resulta adecuada tratándose de una norma con 
más de 30 años de vigencia, que si bien es cierto 
se expidió bajo los parámetros de legalidad de la 
época, ha demostrado falencias y debilidades que 
se hace preciso corregir y adecuar a las actuales 
exigencias. 

Lo anterior evidencia la necesidad de reformar 
el estatuto contenido en el Decreto 791 de 1979, 
teniendo en cuenta además las siguientes razones: 
1) es una norma antigua, que se requiere se adecue 
a la nueva estructura legal; 2) atender los plantea-
mientos del Consejo de Estado, pues no se discute 
�����������������������������������	������
��
se promulgue a través de una ley.

Adicionalmente, existe una cantidad considera-
ble de procesos al interior del Ministerio de Defen-
sa Nacional que superan los 3.600, los cuales no 
pueden quedar sin reglamentación y más aún tra-
tándose de la fuerza pública y el manejo que debe 
dársele a sus bienes, cuando sufren pérdida o daño 
generado de manera irregular por quien detenta el 
mismo.

El Ministerio de Defensa Nacional posee la in-
fraestructura humana y logística para el manejo de 
las investigaciones administrativas como ha veni-

do haciendo en los últimos años; la jurisdicción 
contenciosa administrativa no posee la capacidad 
administrativa para dispensar justicia en el área 
propuesta, con la solvencia de que sí dispone este 
Ministerio. 

Sumado a lo anterior, el proyecto de ley no tie-
����������������������������������]�������������-
nisterio de Defensa Nacional. 

Proposición
Por las anteriores consideraciones solicito, muy 

comedidamente, a la Plenaria de la Cámara de Re-
presentantes dar segundo debate al Proyecto de ley 
número 219 de 2011 Cámara, “Por la cual se ex-
pide el régimen de responsabilidad administrativa 
por pérdida o daño de bienes de propiedad o al 
servicio del Ministerio de Defensa Nacional, sus 
entidades adscritas o vinculadas o la Fuerza Pú-
blica”.

Pedro Pablo Pérez Puerta,
Representante a la Cámara. 

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN  
SEGUNDA DE LA CÁMARA AL PROYECTO 

DE LEY 219 DE 2011
por la cual se expide el régimen de responsabili-
dad administrativa por pérdida o daño de bienes 
de propiedad o al servicio del Ministerio de Defen-
sa Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas 

o la Fuerza Pública.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
LIBRO I

PRINCIPIOS Y NORMAS RECTORAS
Artículo 1°. Dignidad humana. Quien interven-

ga en la actuación administrativa será tratado con 
el respeto debido a la dignidad inherente al ser hu-
mano.

Artículo 2°. Legalidad. El personal destinatario 
de esta ley será investigado y declarado responsa-
ble administrativamente, de conformidad con las 
disposiciones y procedimientos establecidos en la 
presente normatividad.

Artículo 3°. Presunción de inocencia. Los 
destinatarios de esta ley se presumen inocentes 
mientras no se declare su responsabilidad en fa-
llo ejecutoriado. Toda duda razonable se resolverá 
a favor del investigado cuando no haya modo de 
eliminarla.

Artículo 4°. Jerarquía. La actuación adminis-
trativa será ejercida siempre por un superior en ni-
vel, grado o antigüedad al procesado.

Artículo 5°. Debido proceso. El destinatario de 
la actuación administrativa será procesado con-
forme a las leyes sustantivas y procesales preexis-
tentes al acto que se le atribuya, ante funcionario 
competente previamente establecido y observando 
la plenitud de las formas del procedimiento regula-
do en la Constitución Política y en esta ley.
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Artículo 6°. Firmeza de la decisión adminis-
trativa.� %�� ������ �	������������� ��	��&� ��� �����
cuando:

1. Cuando contra ellos no proceda ningún re-
curso.

2. Cuando los recursos interpuestos se hayan 
decidido.

3. Cuando no se interpongan recursos, o cuando 
se renuncie expresamente a ellos.

Artículo 7°. Celeridad del proceso. El fun-
���������������������������&�����������������
actuación administrativa y cumplirá estrictamente 
los términos previstos en esta ley.

Artículo 8°. Culpabilidad. En materia adminis-
trativa queda proscrita toda forma de responsabi-
lidad objetiva y solo será posible atribuirla a título 
de dolo o culpa.

Artículo 9°. Proporcionalidad. Cuando se atri-
buya responsabilidad administrativa a los destina-
tarios de esta ley, el monto a pagar debe corres-
ponder al valor del bien o del daño causado al mo-
mento de presentarse el hecho, de no ser posible su 
reposición o reparación.

Artículo 10. Integración normativa. En la apli-
cación de la presente ley prevalecerán los princi-
pios y normas rectoras contenidos en esta ley y 
en la Constitución Política. En lo no previsto, se 
aplicarán en su orden las disposiciones del Código 
Contencioso Administrativo, el Código de Proce-
dimiento Civil y el Código Penal Militar, en cuan-
to sean compatibles con la naturaleza de los infor-
mativos administrativos.

Artículo 11. Derecho de defensa. Durante la 
actuación administrativa, el investigado tiene de-
recho a la defensa material y a la designación de 
un defensor si lo considera necesario. Cuando sea 
declarado persona ausente, deberá estar represen-
��	��������	��������	��������������	�&�������
estudiante de consultorio jurídico debidamente 
acreditado.

LIBRO II
PARTE SUSTANTIVA

TÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN  

Y DESTINATARIOS
Artículo 12. Ámbito de aplicación. Las dispo-

siciones contenidas en la presente ley se aplicarán 
a sus destinatarios cuando den lugar a la pérdida o 
daño de bienes de propiedad o al servicio del Mi-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública.

Artículo 13. Destinatarios. Son destinatarios 
las personas naturales que presten sus servicios 
en el Ministerio de Defensa Nacional, sus entida-
des adscritas o vinculadas o la Fuerza Pública, los 
alumnos de las escuelas de formación y quienes 
presten servicio militar obligatorio en la Fuerza 
Pública, aunque con posterioridad se hayan reti-
rado.

También se aplicará a las personas naturales 
��������	�����������'���	�����������������������
��
de servicios u otra modalidad.

El personal que preste el servicio militar obli-
gatorio en las Fuerzas Militares o en la Policía 
Nacional será sujeto de la actuación administra-
tiva, aunque ya no se encuentre prestando dicho 
servicio.

TÍTULO II
DE LA RESPONSABILIDAD

Artículo 14. Individualización de la responsa-
bilidad. Los destinatarios responden en dinero o 
en especie.

Cuando la responsabilidad sea en especie, se 
establecerá con base en los términos consagrados 
���������������|�	����������������	������
����������
pérdida o daño que causen a los bienes, se encuen-
tren o no bajo su custodia.

Artículo 15. Responsabilidad por orden contra-
ria a derecho. Los daños o pérdidas que resulten 
de orden contraria a derecho, acarrean igual res-
ponsabilidad administrativa para quien la impartió.

Artículo 16. Elementos de la responsabilidad 
administrativa. La responsabilidad administrativa 
���������������	��������������������������-
mente los siguientes elementos:

1. Una conducta desplegada por el destinatario 
de la presente ley que crea un riesgo jurídicamente 
desaprobado o pone en peligro los bienes protegi-
dos en la presente ley.

2. Un daño antijurídico o pérdida producidos a 
los mismos.

3. La concreción de dicho riesgo o puesta en 
peligro en un resultado.

Parágrafo. El grado de culpa a partir del cual se 
podrá establecer la responsabilidad administrativa 
será el de culpa leve.

Artículo 17. Causales exonerativas de la res-
ponsabilidad. Son causales exonerativas de la res-
ponsabilidad administrativa:

1. La fuerza mayor o caso fortuito.
2. El hecho de un tercero.
3. El deterioro natural, uso normal y legítimo 

del bien.
Artículo 18. Responsabilidad conjunta. Si el 

daño o la pérdida fueren producidos por dos o más 
destinatarios de la presente ley responderán con-
juntamente. De la misma forma lo hará quien de-
termine a otro a cometerlo.

TÍTULO III
COMPETENCIA

Artículo 19. Factores que determinan la com-
petencia. La competencia para fallar se determina-
rá teniendo en cuenta la cuantía del daño o la pér-
dida y la unidad o dependencia donde se encuentre 
en inventario el bien.

Cuando el bien no se encuentre en inventarios, 
pero esté al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o 
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la Fuerza Pública, conocerá y fallará la autoridad 
administrativa competente de la unidad que tenga 
la administración, custodia o uso del bien.

Artículo 20. Competencia a prevención. La au-
toridad con atribuciones administrativas del lugar 
donde se presente la pérdida o daño del bien, or-
denará la investigación correspondiente y remiti-
rá las diligencias practicadas dentro de los quince 
(15) días siguientes para que el funcionario com-
petente continúe con el trámite.

Artículo 21. Competencia por la cuantía. De-
termínense las siguientes autoridades para fallar 
los procesos administrativos:

1. Inferior a dos (2) smlmv
En el Ministerio de Defensa Nacional, en las 

entidades adscritas o vinculadas al Ministerio de 
Defensa Nacional, en la Dirección General Marí-
tima, en el Comando General de las Fuerzas Mili-
tares, en los Comandos de Fuerza, en las Unidades 
Militares y en la Policía Nacional, conocerán y fa-
llarán en única instancia, el Jefe de la respectiva 
dependencia administrativa, militar o policial don-
de se encuentre en inventario el bien.

2. De 2 hasta 150 smlmv
2.1 En el Ministerio de Defensa Nacional
En primera instancia fallará el Director Admi-

nistrativo o su equivalente y en segunda instancia, 
el Secretario General o su equivalente.

2.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional.

En primera instancia fallará el Subgerente, el 
Subdirector respectivo, Secretario General o sus 
equivalentes. En todo caso conocerá en primera 
instancia el funcionario inmediatamente subalter-
no del Director, Gerente o su equivalente en línea 
jerárquica u organizacional.

En segunda instancia: el Director, el Gerente o 
su equivalente.

2.1.2 En la Dirección General Marítima, Dimar
%�� �������� ���������� ������&� ��� =������ ��� ���-

vicio activo que se desempeñe como Capitán de 
Puerto, Subdirector de la Dirección General Ma-
rítima, Director de Centro de Investigaciones 
=�������&����� �� >�	����&������ !����	����� 	��
@��	�	� =�������&����� >�	����&����� `���K�	�����
Responsable de Señalización Marítima y los Coor-
dinadores de Grupo, o quienes hagan sus veces.

%������	�������������������&����=������������-
vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo.

2.2 Comando General de las Fuerzas Militares
En primera instancia fallarán el ayudante Gene-

ral del Comando General de las Fuerzas Militares 
y el Subdirector de la Escuela Superior de Guerra.

En segunda instancia el Jefe Estado Mayor 
Conjunto de las Fuerzas Militares.

2.3 Comandos de Fuerza
2.3.1 Ejército Nacional

En las Direcciones y demás componentes orgá-
nicos de las Jefaturas del Cuartel General del Co-
mando del Ejército fallará en primera instancia el 
Director, Comandante o su equivalente. En segun-
da instancia fallará el Jefe de la respectiva Jefatura.

En las demás dependencias orgánicas del Cuar-
tel General del Comando del Ejército fallará en 
primera instancia el Ayudante General del Coman-
do del Ejército. En segunda instancia el Segundo 
Comandante del Ejército.

En las Zonas de Reclutamiento fallará en pri-
mera instancia el Comandante de la Zona. En se-
gunda instancia el Director de Reclutamiento y 
Control Reservas.

2.3.1.1 Unidades Militares
En las Unidades operativas mayores o su equi-

valente fallará en primera instancia el Jefe de Es-
tado Mayor. En segunda instancia el Segundo Co-
mandante del Ejército.

En las Unidades operativas menores, tácticas y 
técnicas del Ejército Nacional o sus equivalentes 
fallarán en primera instancia el Segundo Coman-
dante, Ejecutivo o su equivalente. En segunda ins-
tancia fallará el Segundo Comandante de la Uni-
dad orgánica superior.

En las Escuelas e Institutos de formación de 
���������� �'��������� �� ���	�	��� ���������������
fallarán en primera instancia el Subdirector o su 
equivalente. En segunda instancia fallará el Direc-
tor o su equivalente.

Unidades Militares sin Segundo Comandante, 
Ejecutivo o sus equivalentes

En las Unidades que no tienen Segundo Co-
mandante o sus equivalentes fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la Unidad 
Militar de la cual dependan administrativamente.

En segunda instancia fallará el Segundo Co-
mandante de la Unidad orgánica superior de quien 
falló en primera instancia.

2.3.2 Armada Nacional
En las dependencias del cuartel general fallará 

en primera instancia el Ayudante General del Co-
mando y en segunda instancia el Segundo Coman-
dante.

En la Dirección de Sanidad Naval, en primera 
instancia el Subdirector o quien haga sus veces y 
en segunda el Director. En el Comando de Infante-
ría de Marina, fallará en primera instancia el Jefe 
de Estado Mayor y en segunda el Comandante de 
Infantería de Marina.

2.3.2.1 Unidades Militares
En todas las Unidades operativas mayores, me-

nores, unidades tácticas y técnicas de la Armada 
Nacional, las Escuelas e Institutos de formación de 
�����������'��������������������	���������������-
rá en primera instancia el Segundo Comandante, 
Subdirector o su equivalente.

En segunda instancia fallará el Comandante, 
Director o su equivalente.
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Los procesos por hechos ocurridos en los esta-
blecimientos de Sanidad Militar serán conocidos 
en primera instancia por el respectivo Director o 
su equivalente y en segunda por el Subdirector de 
Sanidad o su equivalente.

Unidades Militares sin Segundo Comandante, 
Subdirector o sus equivalentes

En las Unidades que no tienen Segundo Coman-
dante, Subdirector o su equivalente en la Armada 
Nacional fallará en primera instancia el Coman-
dante de la Unidad Militar y en segunda instancia 
el Segundo Comandante, Jefe de Estado Mayor o 
similar de la respectiva Unidad de la cual depen-
dan administrativamente.

2.3.3 Fuerza Aérea
En las dependencias del cuartel general fallará 

en primera instancia el Ayudante General del Co-
mando y en segunda instancia el Segundo Coman-
dante de la Fuerza.

2.3.3.1 Unidades Militares
En los Comandos Aéreos, Grupos Aéreos, Es-

cuela Militar de Aviación, Instituto Militar Aero-
�&�������%������	��\'����������������&��������-
mera instancia el Segundo Comandante o Subdi-
rector según corresponda.

En segunda instancia fallará el Comandante, 
Director o su equivalente.

2.4 Policía Nacional
En primera instancia fallarán en su respectiva 

jurisdicción.
Los Directores de la Dirección General.
Los Comandantes de Zona.
Los Directores o Jefes de Organismos o Enti-

dades de la Administración Pública, cuando estos 
cargos sean desempeñados por miembros de la Ins-
titución, y le sean asignados bienes de la misma.

Los Subcomandantes de Policía Metropolitana 
y de Departamento de Policía.

Los Jefes de Área Administrativa de las Escue-
las de Formación y Especialización en la respecti-
va Escuela.

En segunda instancia fallarán:
El Subdirector General para los fallos proferi-

dos por los Directores de la Dirección General y 
Directores o Jefes de Organismos o Entidades de la 
Administración Pública, cuando estos cargos sean 
desempeñados por miembros de la Institución y le 
sean asignados bienes de la misma.

Directores de la Dirección General para los fa-
llos proferidos por Comandantes de Zona,

Comandantes de Policía Metropolitana y De-
partamentos de Policía para los fallos proferidos 
por el respectivo Subcomandante,

Directores de Escuela de Formación o Especia-
lización para los fallos proferidos por el respectivo 
Jefe del Área Administrativa.

3. Superior a 150 y hasta 300 smlmv
3.1 En el Ministerio de Defensa Nacional

En primera instancia fallará el Director Admi-
nistrativo o su equivalente y en segunda instancia 
el Secretario General o su equivalente. 

3.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional

En primera instancia fallará el Subgerente, el 
Subdirector respectivo, Secretario General o sus 
equivalentes. En todo caso conocerá en primera 
instancia el funcionario inmediatamente subalter-
no del Director, Gerente o su equivalente en línea 
jerárquica u organizacional.

En segunda instancia: El Director, el Gerente o 
su equivalente.

3.1.2 En Dimar
%�� �������� ���������� ������&� ��� =������ ��� ���-

vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo y en segunda instancia, el Di-
rector General Marítimo.

3.2 En el Comando General de las Fuerzas Mi-
litares

En primera instancia fallará el Director Admi-
nistrativo y Financiero y el Director de la Escuela 
Superior de Guerra.

En segunda instancia, el Jefe Estado Mayor 
Conjunto del Comando General de las Fuerzas 
Militares.

3.3 Comandos de Fuerza
3.3.1 Ejército Nacional
En las Jefaturas y demás dependencias orgáni-

cas de estas, en el Cuartel General del Ejército fa-
llará en primera instancia el Jefe de la Jefatura. En 
segunda instancia fallará el Segundo Comandante 
del Ejército.

En las demás dependencias orgánicas del Cuar-
tel General del Ejército fallará en primera instancia 
el Segundo Comandante de la Fuerza. En segunda 
instancia el Comandante del Ejército.

En la Dirección de Reclutamiento y Control 
Reservas y sus dependencias orgánicas fallará en 
primera instancia el Director de Reclutamiento. En 
segunda instancia el Jefe de la Jefatura de Reclu-
tamiento.

3.3.1.1 Unidades Militares
En las Unidades Operativas Mayores o su equi-

valente fallará en primera instancia el Comandan-
te. En segunda instancia el Segundo Comandante 
del Ejército.

En las Unidades Operativas Menores, Táctica 
y Técnicas del Ejército o sus equivalentes falla-
rá en primera instancia el Comandante, Director 
o su equivalente. En Segunda Instancia fallará el 
Comandante, Jefe, Director o su equivalente de la 
Unidad orgánica superior.

En las Escuelas e Institutos de formación de 
�����������'��������������	�	�������������������-
llarán en primera instancia el Director o su equi-
valente. En segunda instancia fallará el Jefe de la 
Jefatura de Educación y Doctrina.
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Unidades Militares sin Segundo Comandante o 
sus equivalentes

En las Unidades que no tienen Segundo Co-
mandante o su equivalente, fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la Unidad 
Operativa Menor. En segunda instancia el Jefe de 
Estado Mayor de la Unidad Operativa Mayor o su 
equivalente de quien falló en primera instancia.

3.3.2 Armada Nacional
En las dependencias del cuartel general de la 

Armada Nacional conocerá y fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la fuerza y 
en segunda instancia el Comandante de la misma.

3.3.2.1 Unidades Militares
En todas las Unidades operativas mayores, me-

nores, unidades tácticas y técnicas de la Armada 
Nacional, las Escuelas e Institutos de formación 
	�������������'��������������������	������������-
llará en primera instancia el Comandante, Director 
o sus equivalentes.

En segunda instancia fallará el Segundo Co-
mandante, Jefe de Estado Mayor, Subdirector o su 
equivalente de la Unidad Militar inmediatamente 
superior.

3.3.3 Fuerza Aérea
En las dependencias del cuartel general de la 

Fuerza Aérea conocerá y fallará en primera instan-
cia el Segundo Comandante de la fuerza y en se-
gunda instancia el Comandante de la misma.

3.3.3.1 Unidades Militares
En los Comandos Aéreos, Grupos Aéreos, Es-

cuela Militar de Aviación, Instituto Militar Ae-
���&����� �� %������ 	�� \'���������� ������&�� ���
primera instancia el Comandante o Director según 
corresponda.

En segunda instancia fallará el Segundo Co-
mandante y Jefe de Estado Mayor Aéreo.

3.4 Policía Nacional
En primera instancia fallarán:
El Subdirector General para los bienes asigna-

dos a la Dirección General, Subdirección General, 
Inspección General, Direcciones de la Dirección 
General, y a las Direcciones o Jefaturas de Orga-
nismos o Entidades de la Administración Públi-
ca, cuando estos cargos sean desempeñados por 
miembros de la Institución, y le sean asignados 
bienes de la misma.

Comandantes de Policía Metropolitana o De-
partamentos de Policía, en su Jurisdicción.

Directores Escuela de Formación o Especiali-
zación en su respectiva Escuela.

En segunda instancia fallarán:
El Director General para los fallos proferidos 

por el Subdirector General.
El Director de Seguridad Ciudadana para los 

fallos proferidos por los Comandantes de Policía 
Metropolitana o Departamentos de Policía.

El Director Nacional de Escuelas para los fallos 
proferidos por los Directores de Escuela de For-
mación y Especialización.

4. Superior a 300 smlmv
4.1 En el Ministerio de Defensa Nacional
En primera instancia fallará el Director Admi-

nistrativo o su equivalente y en segunda instancia 
el Secretario General o su equivalente en línea je-
rárquica u organizacional.

4.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional

En única instancia fallará el Gerente General, 
Director, o su equivalente.

4.1.2 En Dimar
En primera instancia fallará el Director General 

Marítimo y en segunda instancia, el Viceminis-
tro para la Gestión Institucional o su equivalente 
siempre y cuando sea militar en servicio activo, en 
caso contrario conocerá y fallará el Jefe de Estado 
Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares.

4.2 En el Comando General de las Fuerzas Mi-
litares

En primera instancia fallará el Jefe Estado Ma-
yor Conjunto Fuerzas Militares y en segunda ins-
tancia, el Comandante General Fuerzas Militares.

4.3 En los Comandos de Fuerza
En primera instancia fallará el Comandante de 

Fuerza y en segunda instancia el Comandante Ge-
neral Fuerzas Militares.

4.4 Policía Nacional
En primera instancia fallará el Subdirector Ge-

neral y en segunda instancia el Director General.
Artículo 22. �����
����������
�
��
���������


de Defensa Nacional��!��	�����������	�����������
que presten sus servicios en alguna de las depen-
dencias administrativas del Ministerio de Defensa 
u organismos adscritos o vinculados al mismo, fa-
llará en primera instancia el Segundo Comandante 
de la respectiva Fuerza o el Subdirector General de 
la Policía Nacional. En segunda instancia fallará el 
Comandante de la respectiva Fuerza o el Director 
General de la Policía Nacional.

Si se trata de miembros del Nivel Ejecutivo, 
�'���������� ���������� ���	�	����������������� ���
los casos anotados, fallará en primera instancia el 
Ayudante General del cuartel general de la respec-
tiva Fuerza o el Subsecretario de la Policía Nacio-
nal. La segunda instancia estará a cargo de los Se-
gundos Comandantes de Fuerza o el Subdirector 
General de la Policía Nacional.

Cuando la novedad se presente en bienes asig-
nados a los Viceministros y/o Secretario General 
del Ministerio de Defensa Nacional, fallará en úni-
ca instancia el Ministro de Defensa.

Cuando la novedad se presente en bienes asig-
nados al Ministro de Defensa Nacional, fallará en 
única instancia el señor Presidente de la República.

Artículo 23. �����
����������
�
��
������

General, las Fuerzas Militares y la Policía Nacio-
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nal. Cuando el investigado fuere el Segundo Co-
mandante de Fuerza o el Subdirector General de la 
Policía, conocerá en primera instancia el Coman-
dante de Fuerza o el Director General de la Policía; 
la apelación corresponderá al Jefe de Estado Ma-
yor Conjunto de las Fuerzas Militares o Ministro 
de Defensa Nacional, respectivamente.

En lo atinente a los Comandantes de Fuerza co-
nocerá en primera instancia el Comandante Gene-
ral de las Fuerzas Militares y la apelación corres-
ponderá al Ministro de Defensa Nacional.

Cuando los investigados sean el Comandante 
General de las Fuerzas Militares o el Director Ge-
neral de la Policía Nacional, el competente para 
conocer en única instancia será el Ministro de De-
fensa Nacional.

Artículo 24. En la Dirección General Marítima. 
Cuando el Capitán de Puerto, Subdirector, Direc-
���� 	�� !������ 	�� "��������������� =�������&�����
��>�	����&������!����	�����	��@��	�	�=�����-
��&����� >�	����&����� `���K�	����� ��������'��� 	��
Señalización Marítima y Coordinador de Grupo, 
������\'�����������!������������&���������������-
����������=�������������������������'��������	�-
pendencia o control se encuentre la Unidad.

%������	�� ���������� ������&����=������ ��� ���-
vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo.

En los casos no previstos fallará en primera 
�������������=������������������������������������
en antigüedad al Director General Marítimo. En 
segunda instancia fallará el Director General Ma-
rítimo.

Artículo 25. En los casos no previstos en las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Serán 
competentes en primera instancia el Segundo Co-
mandante de la respectiva fuerza y el Subdirector 
General de la Policía Nacional. En segunda instan-
cia serán competentes el Comandante de la fuerza 
y el Director General de la Policía Nacional.

En el Comando General de las Fuerzas Milita-
res, el Jefe de Estado Mayor Conjunto en prime-
ra instancia y el Comandante General en segunda 
instancia.

Artículo 26. Cambios de estructura orgánica en 
el Ministerio de Defensa Nacional. Cuando se pro-
duzcan cambios que varíen la estructura orgánica 
del Ministerio de Defensa Nacional, el Ministro de 
Defensa, mediante acto administrativo, determina-
rá las equivalencias de las autoridades que conti-
nuarán ejerciendo la competencia administrativa.

Artículo 27. Colisión de competencias. El fun-
cionario que se considere incompetente para cono-
cer y fallar un informativo administrativo deberá 
expresarlo, remitiéndolo en el estado en que se en-
cuentre dentro de los cinco (5) días siguientes, a 
quien de conformidad con lo dispuesto en esta ley 
tenga atribuida la competencia.

Si el funcionario a quien se remite la actuación 
acepta la competencia avocará el conocimiento del 
asunto; en caso contrario, lo remitirá al superior 

común inmediato con atribución administrativa, 
�������������&��������������!�����������	�����
��
no procede recurso alguno.

Este mismo procedimiento se aplicará cuando 
existan dos (2) o más funcionarios que se conside-
ren competentes.

El funcionario de inferior nivel, no podrá pro-
���������������	�������������������������������
podrá exponer las razones que le asisten y este re-
solverá de plano.

TÍTULO IV
IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES

Artículo 28. Causales de impedimento y recu-
sación. Son causales de impedimento y recusación 
para los funcionarios de instrucción y superior 
competente, además de la de ser menos antiguo 
que él o los investigados, las señaladas en el Códi-
go de Procedimiento Civil.

Parágrafo. Los peritos no serán recusados ni 
podrán declararse impedidos en razón de su grado 
y antigüedad.

Artículo 29. Procedimiento en caso de impedi-
mento y recusación. En caso de plantearse impedi-
mento o ser recusado el funcionario de instrucción 
remitirá el proceso a quien lo designó para que re-
suelva.

Si es el fallador quien propone el impedimento 
o es recusado, resolverá su superior en línea jerár-
quica con atribuciones administrativas.

Para los eventos señalados se debe fundamen-
tar la causal existente, aportando las pruebas perti-
nentes si el caso lo amerita, para que se decida de 
plano por el competente, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes, quien sustituirá al funcionario 
impedido o recusado.

Artículo 30. Improcedencia de impedimento y 
recusación. No están impedidos ni pueden ser re-
cusados quienes deban decidir el impedimento o 
la recusación.

TÍTULO V
PRECIO

Artículo 31. Precio. Se entiende por precio el 
valor que deberá sufragarse por el bien perdido o 
dañado, el cual podrá establecerse a través de las 
listas generales.

Parágrafo 1°. Cuando el valor del bien perdi-
do no aparezca relacionado en las listas generales 
de precios existentes en cada Fuerza o Entidad, se 
establecerá mediante el promedio de dos (2) coti-
zaciones obtenidas en el comercio.

Si no fuere posible obtenerlo de esta forma, se 
����&� ��	������ 	�������� ��������� �����	�� ���� ��
experto en la materia. Igualmente, el valor del 
daño se podrá obtener a través de cotizaciones y el 
dictamen correspondiente.

Parágrafo 2°. El precio de las armas, repuestos, 
accesorios, municiones, explosivos y demás ele-
mentos de uso privativo de la Fuerza Pública, será 
���	���������!����	�����;�������	������+��K���
Militares.
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Artículo 32. Reposición. Es la entrega de un 
bien de similares o superiores características al 
que presentó la novedad, para reponer el elemento 
perdido o dañado, previo dictamen pericial.

La reposición, en ningún caso, se autoriza para 
armas, sus repuestos, accesorios, municiones, ex-
plosivos y todos aquellos bienes que se encuentren 
fuera del comercio.

Artículo 33. �����������
!��
�"�
���
�������. 
Corresponde a las siguientes autoridades, en cada 
���	������������������+��K�����	����	���������-
jar los precios para efectos de descuentos, pagos o 
reposiciones, por pérdidas o daños de los bienes a 
que alude esta ley:

Ministro de Defensa Nacional, Secretario Ge-
neral de este Ministerio, Gerentes o Directores de 
Entidades descentralizadas adscritas o vinculadas 
al Ministerio de Defensa, Comandante General de 
las Fuerzas Militares, Comandantes de Fuerza y 
Director General de la Policía Nacional.

TÍTULO VI
BIENES

Artículo 34. Concepto. Para los efectos de la 
presente ley se entenderá como bien, toda cosa 
material o inmaterial de propiedad o al servicio de 
las Entidades sujetas al ámbito de aplicación de la 
presente ley.

Artículo 35. Aplicación. La presente ley se apli-
cará en todos los casos de pérdidas o daños de los 
bienes señalados en el artículo anterior.

Los hechos generadores de responsabilidad ad-
ministrativa ocurridos con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la presente ley, serán investigados 
y fallados de conformidad con las disposiciones 
contenidas en esta.

Artículo 36. Cuidados con el material. Los bie-
�����������������������������������������������-
ferencial atención en todos los niveles de mando, 
�����	��������������������������������	��������	��
�������������������������������������	��������-
ción, custodia o transporte.

La custodia, cuidado y medidas de seguridad 
que se deben adoptar con los bienes es responsa-
bilidad de quien los ha recibo bajo cualquier cir-
cunstancia.

Artículo 37. Recibo y entrega de bienes. Los 
'�������������������������������������	�'��&����-
tregarse y recibirse formalmente a través de do-
cumentos escritos en los que consten sus caracte-
rísticas y las novedades que presentan, los cuales 
	�'��&�� ��������	���������������������� ����'���
como por el interventor si lo hubiere.

Parágrafo. Cuando por situaciones de alteración 
del orden público, urgencia o inminente peligro no 
sea posible realizar la entrega o recepción formal 
de los bienes, se dispondrá de medios alternos que 
��������� �	��������� ���� ��������� ��������'���� ��
los bienes que se asignan o entregan provisional-
mente.

LIBRO III
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA

TÍTULO I
REGLAS DE LA ACTUACIÓN

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 38. Actuación administrativa. La ac-
tuación administrativa es la facultad que tiene el 
Estado para iniciar, adelantar y terminar las inves-
tigaciones encaminadas a que el Ministerio de la 
Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vincu-
ladas o la Fuerza Pública, preserve el patrimonio 
e impida que este sufra detrimento por pérdidas 
o daños causados a sus bienes de propiedad o al 
servicio del mismo, así como de la seguridad y la 
convivencia, para garantizar el cumplimiento de 
��������������������	���%���	��

La actuación administrativa cumple esencial-
�������������������������	���������������������
����
los bienes que a cualquier título se encuentren bajo 
la responsabilidad permanente o transitoria de los 
destinatarios de esta ley.

La actuación administrativa es autónoma e in-
dependiente de las demás que puedan generarse o 
derivarse de los hechos o de las conductas que se 
investigan.

Artículo 39. Deber de informar. Los destinata-
rios de la presente ley que tengan conocimiento de 
����W�	�	����	�_��	������'��������������������������
ley están obligados a informar en forma inmediata 
de tal hecho a sus superiores. La omisión acarreará 
responsabilidad disciplinaria.

Artículo 40. Iniciación del proceso. El proceso 
�	���������������	�&�����������	���������������-
ja, informe o cualquier otro medio que indique un 
daño patrimonial a bienes de que trata esta ley.

Artículo 41. Unidad procesal. Por cada hecho 
generador de responsabilidad administrativa se 
adelantará una sola actuación procesal, cualquie-
ra sea el número de implicados; si se estuviera 
adelantando más de una actuación por el mismo 
asunto, se dispondrá mediante auto de trámite la 
agregación de las diligencias a aquellas que se en-
cuentren más adelantadas.

Artículo 42. Averiguación previa. En caso de 
duda sobre la existencia de pérdida o daño, se or-
denarán diligencias previas por un término máxi-
mo de dos (2) meses, al cabo del cual solamente 
procederá el archivo de las mismas o la apertura 
del proceso administrativo.

El auto que da inicio a la averiguación previa 
	�'��&������������	�����������	���	�������������
la persona presuntamente responsable.

Artículo 43. Auto de archivo�� >�'�&� ����� ��
proferir auto de archivo en desarrollo de las dili-
gencias previas, cuando se pruebe que la pérdida o 
daño no existió, se acredite el resarcimiento pleno 
del perjuicio o se demuestre que la actuación no 
podía iniciarse o proseguirse.
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CAPÍTULO II
Atribuciones de los funcionarios

Artículo 44. Funcionario de instrucción. Po-
	�&������	������	���������������������������������
�'�������������������������������������	������	��	��
Sargento Primero o su equivalente en las demás 
Fuerzas y en la Policía Nacional, siempre y cuando 
sean más antiguos que el investigado.

Para el caso del Ministerio de Defensa y sus en-
tidades adscritas o vinculadas, podrán ser designa-
dos como tales los no uniformados de mayor nivel 
jerárquico que el investigado.

El cargo de funcionario de instrucción es de 
forzosa aceptación salvo las excepciones legales.

Artículo 45. Funciones y deberes. Son funcio-
nes y deberes del funcionario de instrucción las 
siguientes:

1. Practicar las pruebas ordenadas por la autori-
dad administrativa competente tendientes a lograr 
el esclarecimiento de los hechos.

2. Obrar de forma imparcial.
3. Respetar los derechos y garantías de los su-

jetos procesales.
4. Dar impulso a la actuación resolviendo las 

solicitudes presentadas por los sujetos procesales 
salvo nulidades, cesación de procedimiento, pres-
cripción y denegación de pruebas.

5. Dar estricto cumplimiento a los términos 
procesales.

6. Informar mensualmente al fallador de instan-
cia el avance de la investigación.

7. Solicitar cuando lo requiera asesoría jurídica 
para el perfeccionamiento de la investigación.

8. Guardar la debida reserva sumarial.
9. Ejercer la custodia y cuidado del expediente.
10. Entregar el expediente una vez vencido 

el término concedido por el fallador de instancia 
siempre y cuando se hayan evacuado las pruebas 
ordenadas, o en su defecto solicitar prórroga para 
la realización de las mismas.

11. Disponer la práctica de pruebas que deban 
adelantarse fuera de su sede.

12. Designar secretario si lo considera pertinente.
Artículo 46. Secretario. Podrán ser designados 

������������������'����	���<�����%����������'-
���������������������������������������������	�����-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública.

El cargo de secretario es de forzosa aceptación 
salvo las excepciones legales.

Artículo 47. Funciones y deberes. Son funcio-
nes y deberes del Secretario las siguientes:

1. Asistir al Funcionario de Instrucción en las 
diferentes diligencias realizadas dentro de la in-
vestigación administrativa.

2. Foliar y organizar en forma cronológica y 
consecutiva el expediente.

3. Guardar la debida reserva sumarial.

4. Ejercer la custodia y cuidado del expediente.
5. Legajar en cuadernos separados la documen-

tación de carácter reservado.
6. Realizar las citaciones, comunicaciones, 

�������������������������������������������
7. Expedir las copias del expediente que hayan 

sido autorizadas. 
8. Facilitar el acceso del expediente a los suje-

tos procesales cuando así lo requieran.
9. Mantener el cuaderno de copias con el mis-

mo contenido y folios del original.
Artículo 48. Asesor jurídico. Las funciones del 

asesor jurídico son las siguientes:
1. Brindar asesoría en todas las etapas del pro-

ceso administrativo.
2. Dar estricto cumplimiento a los términos de 

instrucción.
3. Velar por el cumplimiento de los términos de 

instrucción.
4. Controlar que se lleven de manera adecuada 

los libros radicadores o bases de datos actualiza-
dos.

��� ��������� ��� �	���	�� ���*���� 	�� ���� �Q��-
dientes.

Artículo 49. Intervinientes en el proceso admi-
nistrativo. Podrán intervenir en la actuación admi-
nistrativa como sujetos procesales el investigado y 
su defensor.

El informante y quejoso no tienen la calidad de 
sujeto procesal, su actuación se limita a presentar 
y ampliar el informe o la queja con el deber de 
aportar las pruebas que tenga en su poder.

Artículo 50. Derechos de los sujetos procesa-
les. Los sujetos procesales tienen los siguientes 
derechos:

1. Conocer de la investigación.
2. Designar apoderado a su cargo, si lo conside-

ra necesario.
3. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e in-

tervenir en la práctica de las mismas.
4. Impugnar las decisiones mediante los recur-

sos de ley.
5. Rendir descargos libre de juramento y apre-

mio o solicitar expresamente ser oído en exposi-
ción de descargos.

6. Presentar las solicitudes que consideren ne-
cesarias en ejercicio del derecho a la defensa.

7. Obtener copias del expediente, salvo los do-
cumentos que tengan carácter reservado conforme 
a la Constitución o a la ley, o hagan relación a la 
defensa o seguridad nacional.

8. Presentar alegatos de conclusión.
Artículo 51. Calidad de investigado. La calidad 

	�����������	������	���������������	������������-
ción del auto de apertura de investigación o del 
que ordene su vinculación.
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El funcionario encargado de la investigación, 
��������&�	���������������������	�����
��	������-
tura al investigado, para lo cual se procederá de la 
siguiente manera:

Si el investigado se encuentra en la misma ciu-
dad de la unidad militar o policial, se deberá en-
viar citación para que comparezca al despacho. 
En caso contrario se procederá a enviar despacho 
comisorio.

$�� ��� ���� ����'��� ��� ���������
�� ���������� ���
��� 	�������&� 	�������� 	�� ������� ������ ��� ��	�&�
recaer en estudiantes de consultorio jurídico con 
quienes se seguirá la actuación.

<������	��	�������������	������������	�����-
trativo, el investigado o su defensor, tendrán la 
obligación procesal de señalar la dirección en la 
cual recibirán las comunicaciones y de informar 
cualquier cambio de ella.

Artículo 52. Defensor. En los procesos adminis-
trativos también podrán ejercer como defensores, 
los estudiantes de Consultorio Jurídico. Como su-
jeto procesal, el defensor tiene las mismas facul-
tades del investigado; en caso de presentarse cri-
terios contradictorios prevalecerá el del defensor.

CAPÍTULO III
Requisitos de la actuación

Artículo 53. Requisitos formales de la actua-
ción. La actuación administrativa debe consignar-
se por escrito, en idioma castellano y en duplicado.

El recurso de apelación se surtirá sobre el ori-
ginal del proceso, cualquiera que sea el efecto en 
que se conceda.

La investigación continuará con las copias y 
siempre habrá un cuaderno en el despacho.

Para los efectos anteriores todos los documen-
tos se solicitarán o aportarán por duplicado. Cuan-
do en la actuación obren documentos originales o 
únicos se fotocopiarán e incorporarán al cuaderno 
de copias.

El Secretario está obligado a mantener debida-
mente separados y foliados los cuadernos del pro-
ceso y en ningún momento se remitirán conjunta-
mente.

Por Secretaría se dejará copia de las diligencias 
surtidas en el otro cuaderno.

Artículo 54. Reserva. Están sometidas a reser-
va las averiguaciones previas y las investigaciones 
administrativas. Los fallos son públicos.

Artículo 55. Aviso a otras autoridades. Si con 
ocasión del adelantamiento del proceso de respon-
sabilidad administrativa de que trata la presente 
ley, se advierta la presunta comisión de conductas 
punibles y/o faltas disciplinarias, el funcionario 
competente deberá dar aviso en forma inmediata a 
las autoridades correspondientes.

CAPÍTULO IV
@��������	�

Artículo 56. #�����
 ��
 ���������. La noti-
�����
��	������	�������������������������	������

de las investigaciones administrativas puede ser 
personal, por edicto, por aviso, por estado y por 
conducta concluyente.

Si el defensor o el investigado desean ser noti-
���	���������	����	�����������
��������
������
así lo harán saber.

Artículo 57. ����������
��������
���
������
�

por aviso�����������������������������������	�����
o por aviso, se realizarán en la forma y términos 
que lo establece el Código Contencioso Adminis-
trativo, para los actos administrativos particulares 
y concretos.

\����������&��������������������������������-
tuaciones: el auto de apertura de investigación o 
el que ordene la vinculación, el auto que deniega 
total o parcialmente las pruebas solicitadas y los 
fallos.

%�������	�������	�������������������������
��
��������������	��&�������������
�������	�����������
aviso según sea el caso.

Artículo 58. ����������
���
������
��
����-
nicación electrónicos. Las decisiones que deban 
����������� �������������� ��	�&�� ���� �����	��� ���
número de fax o a la dirección de correo electróni-
co del investigado o de su defensor, si previamente 
��������������*'���������������	�������������	���
	���������������������������
����������	��&�����-
da en la fecha que aparezca en el reporte del fax o 
en que el correo electrónico sea enviado. La res-
pectiva constancia será anexada al expediente.

Artículo 59. ����������
���
�������
�����-
yente��!��	�� ���*'����������	�� ������������
��
a la persona a quien debió hacerse, se entenderá 
cumplida para todos los efectos, si hubiere inter-
puesto recurso contra la respectiva providencia, o 
����	�����	��������������&�����������������������
	�����
������������	��

Cuando los sujetos procesales hayan solicitado 
fotocopiar o revisar el expediente y el competen-
��������������������	��&���������	���	����	�������
providencias que aparezcan en él y que por cual-
����� ������������� ��� ��� *����� ��	�� �������	����
desde cuando devuelvan el cuaderno correspon-
diente o reciban las copias.

Artículo 60. �������
 ����
 �������. Si la 
���������
�� ��������� 	�'�� �����K����� ��� ��	�	�
diferente a la del competente, se comisionará al 
Comandante de la Unidad del lugar donde se en-
cuentre el investigado, remitiéndole copia de la 
decisión y del expediente si fuere el caso, para que 
la surta en el término de diez (10) días hábiles a 
partir de su recibo.

CAPÍTULO V
Recursos

Artículo 61. Clases de recursos y sus forma-
lidades. Contra las decisiones administrativas 
proceden los recursos de reposición, apelación y 
queja; los cuales se interpondrán por escrito ante 
��������	�	����������
���������	��������������-
������	��������������
����	������	�������W�������
establecidos en la presente ley.
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Contra las actuaciones de simple trámite no 
procede recurso alguno.

Artículo 62. Requisitos generales. Los recur-
sos deberán ser interpuestos por escrito, dentro del 
plazo establecido, personalmente por el investiga-
do o su defensor, indicando el nombre del recu-
rrente, sustentando concretamente los motivos de 
inconformidad y la pretensión. Así mismo deberá 
relacionar las pruebas que pretende hacer valer.

Podrá desistirse de los recursos antes que el 
funcionario competente los decida.

Artículo 63. Oportunidad para interponerlos. 
Los recursos de reposición y apelación podrán 
interponerse y sustentarse dentro de los cinco (5) 
	�������������������	����������	�����������
��	�����
decisión administrativa.

Las providencias quedarán ejecutoriadas cinco 
����	����	���W��	�����]���������������
�������������
ellas no procede o no se interpone recurso.

Artículo 64. Reposición. El recurso de reposi-
ción procederá contra el fallo de única instancia 
���������������������	������������������������
contra el auto que dispone el cierre de la investiga-
ción y los demás expresamente señalados en esta 
ley.

El auto que decide la reposición no es suscepti-
ble de ningún recurso salvo que contenga aspectos 
nuevos o no decididos.

Artículo 65. Apelación. Procede contra los fa-
llos de primera instancia, contra el auto que niega 
la práctica de pruebas y los demás expresamente 
señalados en esta ley.

Se concederá en el efecto suspensivo la deci-
sión del fallo de primera instancia y la que niega 
totalmente la práctica de pruebas; en el efecto de-
volutivo cuando la negativa de la práctica de prue-
bas es parcial.

Artículo 66. Recurso de queja. El recurso de 
queja procede contra la decisión que rechaza o nie-
gue el recurso de apelación.

Artículo 67. Trámite del recurso de queja. Den-
tro del término de ejecutoria de la decisión que 
niega el recurso de apelación, se podrá interponer 
y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere 
oportunamente, se rechazará.

Dentro de los dos (2) días siguientes al venci-
miento del término anterior, el funcionario com-
petente enviará al fallador de segunda instancia 
las copias pertinentes, para que decida el recurso, 
dentro del término de cinco (5) días subsiguientes.

El costo de las copias estará a cargo del impug-
nante.

Si quien conoce del recurso de queja necesitare 
copia de otras actuaciones procesales, ordenará al 
competente que las remita en el término de dos (2) 
días. Si decide que el recurso debe concederse, lo 
hará en el efecto que corresponda.

Artículo 68. Ejecutoria de las decisiones. Las 
decisiones administrativas quedan ejecutoriadas 
������ ���� 	���� 	���W�� 	�� ��� ]������ ���������
���

cuando carecen de recursos o han vencido los tér-
minos sin haberse interpuesto los recursos que fue-
ren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la 
providencia que resuelve los interpuestos.

No obstante, en caso en que se pida aclaración 
���������������
��	����������	�������������K��
solo se producirá una vez ejecutoriada la que la 
resuelve.

Artículo 69. Desistimiento de los recursos. 
Quien hubiere interpuesto un recurso podrá desis-
tir del mismo antes que el funcionario competente 
lo decida.

Artículo 70. Grado de consulta. Se establece el 
grado de consulta en defensa del interés público, 
del ordenamiento jurídico y de los derechos y ga-
rantías fundamentales.

Artículo 71. Fallos consultables. Son consulta-
bles los fallos absolutorios y los que dispongan la 
cesación de procedimiento.

Artículo 72. Trámite de la consulta. Para efec-
tos de la consulta, el funcionario que haya proferi-
do la decisión, deberá enviar el expediente dentro 
de los cinco (5) días siguientes a su superior.

Dentro de la ejecutoria de los fallos consulta-
bles el investigado podrá solicitar mediante peti-
��
��	�'�	���������	������	��������������
��

Quien resuelve la consulta podrá revisar la ac-
����
������	���������	�����
�������������������

CAPÍTULO VI
Revocatoria directa

Artículo 73. Procedencia. Para los efectos de la 
revocatoria directa se dará aplicación a lo previsto 
en el Código Contencioso Administrativo, obser-
vando las reglas de competencia establecidas en 
esta ley.

TÍTULO II
MEDIOS PROBATORIOS

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 74. Necesidad de la prueba. Toda de-
cisión interlocutoria y los fallos, deben fundarse 
en pruebas legalmente practicadas, allegadas o 
aportadas al mismo.

Serán admisibles en el procedimiento contem-
plado en la presente ley, en cuanto resulten com-
patibles con esta, los contemplados en el Código 
Contencioso Administrativo, en lo relacionado 
con los principios de la prueba, su admisibilidad, 
forma de práctica y criterios de valoración.

Artículo 75. Carga de la prueba. Es obligación 
del Estado a través de las autoridades competen-
tes, demostrar los elementos de la responsabilidad 
administrativa.

Artículo 76. Libertad de pruebas. La demos-
tración del hecho investigado así como la respon-
sabilidad del procesado, podrán demostrarse con 
cualquiera de los medios de prueba previstos en el 
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Código de Procedimiento Civil, con excepción de 
la visita especial y del peritaje que se regulan en la 
presente ley.

CAPÍTULO II
Medios especiales de prueba

Artículo 77. Visitas especiales. En la práctica de 
visitas especiales, el competente y/o el funcionario 
de instrucción procederán a examinar y reconocer 
los documentos, hechos y demás circunstancias re-
lacionadas con el objeto de la diligencia y simultá-
neamente irá extendiendo la correspondiente acta, 
en la cual anotará pormenorizadamente los docu-
mentos, hechos o circunstancias examinados y las 
manifestaciones que bajo la gravedad del juramen-
to hagan sobre ellos las personas que intervengan 
en la diligencia. Cuando lo estime necesario, soli-
citará copias de documentos para incorporarlos a 
la investigación.

Artículo 78. Peritaje. La peritación es proce-
	����� ����� ��������� *��*��� ��� ���������� ��� ���-
ceso y requieran especiales conocimientos cientí-
��������W��������!��	�����������	��	�_�������������
de las reparaciones, de los repuestos y de sus acce-
������������	�&������������W��	����������
��

La autoridad administrativa podrá decretar, de 
����������������
��	�������������������������	���&-
�����������������������������W���������������������
artísticos, que serán rendidos por personal orgáni-
co de las Fuerzas Militares, la Policía Judicial, del 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses y, en general, por servidores públicos o 
particulares que posean conocimiento y experien-
cia en los temas objeto de prueba.

Los conceptos e informes deberán ser motiva-
dos y rendirse bajo juramento, que se entenderá 
������	��������������*��*��	������������������	�&��
en conocimiento de las partes por el término de 
tres (3) días para que puedan pedir que se comple-
menten o aclaren.

Sobre un mismo punto no se podrá decretar en 
el curso del proceso sino un dictamen pericial, sal-
vo que se presente objeción al mismo.

Cuando el fallador de instancia antes de profe-
rir el auto de cierre de investigación considere que 
con el dictamen, concepto o informe no se puede 
���������	�����
��	�����	�����	����&�	�����������
práctica u obtención de otro con distinto experto 
que será inobjetable, pero se dará traslado para que 
los sujetos procesales puedan pedir que se comple-
mente o aclare y se resolverá de plano dentro de 
los cinco (5) días siguientes.

Artículo 79. Perito. Es un auxiliar de la inves-
tigación administrativa que se designa por sus co-
�������������W��������������������������������������
campos del saber, para apoyar la labor de instruc-
ción en el esclarecimiento de los hechos y puede 
ser nombrado por la autoridad competente o el 
funcionario de instrucción.

Cuando no sea posible utilizar el servicio de 
peritos del sector defensa se podrá designar a ex-
pertos de Policía judicial, del Cuerpo Técnico de 

la Policía Judicial, Medicina Legal, Cuerpo Téc-
nico de Investigación de la Fiscalía General de la 
Nación y demás funcionarios de la Administración 
Pública.

El cargo de perito es de forzosa aceptación sal-
vo las excepciones legales y sólo se designará uno 
(1) por cada materia según sea el caso sin importar 
la cuantía del proceso.

El dictamen versará sobre su especialidad y 
no podrá emitir juicios en aspectos de respon-
sabilidad.

Artículo 80. Deberes del perito. Son deberes 
del perito los siguientes:

1. Rendir el dictamen dentro de los términos se-
ñalados por el funcionario que lo designó.

2. Obrar de forma imparcial.
3. Guardar la respectiva reserva sumarial.
4. Ejercer la custodia e integridad del expe-

diente.
5. Aclarar, completar o ampliar el dictamen 

cuando sea requerido por el funcionario compe-
tente.

Artículo 81. Impedimentos y recusaciones. Sal-
vo por el grado o la antigüedad, los peritos están 
impedidos y son recusables por las mismas causa-
les que los falladores de instancia y funcionarios 
de instrucción, debiendo resolver ambas situacio-
nes el fallador competente.

Artículo 82. Procedimiento en caso de impedi-
mento y recusación. El perito en quien concurra 
alguna causal de impedimento deberá manifestarlo 
antes de su posesión y el fallador de instancia pro-
cederá a reemplazarlo.

Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
������������
��	����������	������������������ ����
sujetos procesales podrán recusarlo por escrito de-
bidamente fundamentado en el que se aporten las 
pruebas que consideren pertinentes y/o soliciten 
las que crean necesarias.

<������	������������	������������
����	������
escrito motivado informará si la acepta o no. En 
caso de que la acepte se designará a quien deba 
reemplazarlo. En caso contrario, se decretarán las 
���'��� ��������	��� �� ���� ��� 	�� ������ ��	���� ���
competente, quien decidirá de plano dentro de los 
diez (10) días siguientes al decreto de pruebas.

Si el anterior término hubiese vencido o fuere 
������������������������������������������	��&�
uno adicional que no podrá exceder del inicial y 
resolverá la recusación.

Artículo 83. Decreto de la prueba y posesión 
de los peritos. Para el decreto de la prueba y la po-
sesión de los peritos, se observarán las siguientes 
reglas:

1. El funcionario competente determinará los 
puntos que han de ser objeto del mismo. En dicho 
����*��&����	��������
��	�����������������&�	�����
hora para que tome posesión. Si el dictamen no 
fuere concurrente con una inspección judicial, en 
��������	����������
����������������&����*����*����
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para iniciar el experticio solicitado y la autoridad 
competente le señalará término para rendir el dic-
tamen.

2. Si el competente o el funcionario de instruc-
ción utilizan los servicios de entidades o depen-
	�����������������������������������������������-
bre materias propias de la actividad de aquellas, 
���������������	�������&�����	����&���'�������������
respectivo para que el Director de las mismas de-
signe el funcionario idóneo que deba rendir el res-
pectivo dictamen, de lo cual se dejará constancia 
escrita. Tal funcionario deberá rendir el dictamen 
en el término que el fallador le establezca el cual 
se considerará rendido bajo la gravedad del jura-
������������������*��*��	����������������������&�
por conducto del Director de la misma entidad.

3. El perito al posesionarse deberá expresar 
bajo juramento que no se encuentra impedido; pro-
�����&�	������_���'�������������������	�'�����	��
su cargo. El funcionario competente podrá dispo-
ner que la diligencia de posesión tenga lugar ante 
comisionado.

���$��	��������������
��	����������	����������
peritaje, hasta la diligencia de posesión de los pe-
ritos y durante esta, las partes podrán pedir que el 
dictamen se extienda a otros puntos relacionados 
con las cuestiones sobre las cuales se decretó; y el 
funcionario competente lo ordenará de plano si lo 
considera procedente, por auto que no tendrá re-
curso alguno.

5. En la diligencia de posesión podrá el perito 
solicitar que se amplíe el término para rendir el 
dictamen.

Artículo 84. Práctica de la prueba. En la prác-
tica de la peritación se procederá así:

1. Cuando la peritación concurra con inspec-
ción judicial, ambas se iniciarán simultáneamente.

2. El perito examinará los bienes o cosas objeto 
del dictamen y realizará personalmente los experi-
mentos e investigaciones que consideren necesa-
rios, sin perjuicio de que pueda utilizar auxiliares 
o solicitar por su cuenta el concurso de otros téc-
nicos, bajo su dirección y responsabilidad; en todo 
caso expondrá su concepto sobre los puntos mate-
ria del dictamen.

3. Cuando en el curso de su investigación el pe-
rito reciba información de terceros que considere 
útiles para el dictamen, lo hará constar en este, y si 
el funcionario competente estima necesario recibir 
los testimonios de aquellos, lo dispondrá así a tra-
vés de providencia motivada.

4. El perito podrá por una sola vez, pedir pró-
rroga del término para rendir el dictamen.

5. El dictamen debe ser claro, preciso y detalla-
do; en él se explicarán los exámenes, experimen-
tos e investigaciones efectuadas, lo mismo que los 
��	�������� �W�������� ����������� �� ����������� 	��
las conclusiones. Tratándose de avalúos estos se 
determinarán de forma numérica e incluirán el va-
lor de la mano de obra si es el caso.

Artículo 85. Contradicción del dictamen. Para 
la contradicción de la pericia se procederá así:

1. Del dictamen se correrá traslado a los suje-
tos procesales por tres (3) días, durante los cua-
les podrán objetarlo por error grave o pedir que 
se complemente o aclare. En caso de que aquellos 
ejerciten estos derechos, el funcionario instructor 
remitirá el expediente al fallador.

En el escrito de objeción se precisará el error 
y se pedirán las pruebas para demostrarlo. El fa-
llador decretará las que considere necesarias para 
resolverlo y se concederá un término de diez (10) 
días para practicarlas.

2. El fallador tendrá cinco (5) días para decidir 
����'����
�����������	������������	�������&�	����-
cio un nuevo dictamen con otro perito, que será 
inobjetable, pero se dará traslado para que los su-
jetos procesales puedan pedir que se complemente 
o aclare y se resolverá de plano dentro de los cinco 
(5) días siguientes. En caso de concederse, se co-
rrerá traslado al perito por el término de hasta diez 
�^}��	����������������������������&��������������
procesales contra el cual no procederá solicitud al-
guna.

Ante la negación de la objeción inicial, la deci-
sión será objeto de recurso de apelación en el efec-
to diferido.

3. En el evento que se solicite complementa-
ción o aclaración al dictamen inicial, si lo conside-
ra procedente, el fallador accederá a la solicitud, y 
����&��������������W��������	���������������������
no podrá exceder de diez (10) días.

4. De la aclaración o complementación al dic-
tamen inicial se dará traslado a los sujetos proce-
sales por tres (3) días, durante los cuales podrán 
objetar el dictamen, por error grave que haya sido 
determinante de las conclusiones a que hubiere lle-
gado el perito o porque el error se haya originado 
en estas, para lo cual se procederá de conformidad 
con el numeral segundo de este artículo respecto al 
trámite de la objeción.

5. Si durante el traslado se pide complementa-
ción o aclaración del dictamen inicial, y además se 
le objeta, no se dará trámite a la objeción sino des-
pués de producidas aquellas, si fueren ordenadas.

Artículo 86. Aclaración y complementación del 
dictamen por iniciativa del fallador de instancia. 
En el evento de no contar con elementos proba-
�����������������������������	���	���	�����	����
al no haberse presentado solicitudes de objeción, 
aclaración o complementación por parte de los 
sujetos procesales, en cualquier momento y has-
ta antes del auto de cierre de la investigación, el 
fallador de instancia podrá ordenar al perito que 
aclare o complemente el dictamen, para lo cual le 
����&��� �W���������������	��	��K��^}��	�����%��
lo pertinente se surtirá el trámite señalado en el 
artículo anterior.
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Artículo 87. Apreciación del dictamen. Al apre-
ciar el dictamen se tendrá en cuenta lo preceptuado 
en el numeral 6 del artículo 84 y los demás ele-
mentos probatorios que obren en el proceso.

Si se hubiere practicado un segundo dictamen, 
este no sustituirá al primero, pero se estimará con-
juntamente con él, excepto cuando prospere obje-
ción por error grave.

Artículo 88. Deber de colaboración de los ser-
vidores públicos. Los servidores públicos tienen el 
deber de colaborar con los peritos, de facilitarles 
los datos, las cosas y el acceso a los lugares que 
ellos consideren necesarios para el desempeño de 
su cargo; si alguno no lo hiciere se hará constar 
así en el dictamen y el fallador de instancia podrá 
solicitar las acciones disciplinarias pertinentes.

TÍTULO III
ACTUACIÓN PROCESAL

CAPÍTULO I
Nulidades

Artículo 89. Causales de nulidad. Constituyen 
causales de nulidad las siguientes:

1. La falta de competencia del funcionario para 
fallar.

2. La violación del derecho de defensa.
3. La comprobada existencia de irregularidades 

sustanciales que afecten el debido proceso.
4. La violación al principio de jerarquía.
Parágrafo. La nulidad será declarada por el fa-

llador competente y no procederá por causales dis-
tintas de las previstas en este artículo.

Artículo 90. Saneamiento de nulidades. En 
cualquier estado de la actuación en que el funcio-
nario competente advierta que existe alguna de las 
causales previstas en el artículo anterior, declarará 
la nulidad total o parcial de lo actuado, desde el 
momento en que se presentó la causal, y ordenará 
que se reponga la actuación que dependa del acto 
declarado nulo para que se subsane lo afectado. 
Las pruebas practicadas legalmente conservarán 
su plena validez.

Parágrafo 1°. En el evento que la irregularidad 
sea invocada por las partes o detectada por el fun-
cionario de instrucción, deberá proceder inmedia-
tamente a remitir el expediente al fallador corres-
pondiente para lo de su competencia.

Parágrafo 2°. La nulidad se considerará saneada 
cuando a pesar del vicio, el acto procesal cumplió 
�������	�	�������������
����	����*��	��	�������

Artículo 91. Término para proponer nulidades. 
Las causales de nulidad podrán proponerse hasta 
������	����������������������	��������������������	�
deberá precisar la causal invocada, las razones en 
que se funda y no se podrá formular nueva petición 
de nulidad sino por causal diferente o por hechos 
posteriores. El fallador competente resolverá la 
solicitud de la nulidad, a más tardar dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la fecha de su recibo, 

con excepción de las propuestas en los alegatos de 
conclusión y durante el desarrollo de la segunda 
instancia, que serán resueltas con los fallos corres-
pondientes.

Contra el auto que resuelva las nulidades proce-
derán los recursos de reposición y apelación salvo 
en el proceso de única instancia que sólo procede 
reposición.

CAPÍTULO II
Caducidad y prescripción

Artículo 92. Caducidad y prescripción. La ac-
tuación administrativa caducará si transcurridos 
cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho ge-
nerador del daño al patrimonio público, no se ha 
proferido auto de apertura del proceso de respon-
sabilidad administrativa. Este término empezará a 
contarse para los hechos o actos instantáneos des-
de el día de su realización, y para los complejos, 
de tracto sucesivo, de carácter permanente o conti-
nuado desde el último hecho o acto.

La responsabilidad administrativa prescribirá 
en cinco (5) años, contados a partir del auto de 
apertura del proceso de responsabilidad adminis-
trativa, si dentro de dicho término no se ha dictado 
�����	��������������������	�������

Artículo 93. Prescripción de varias acciones. 
Cuando fueren varias las acciones investigadas en 
un solo proceso, la prescripción se cumple inde-
pendientemente para cada una de ellas.

CAPÍTULO III
Procedimiento abreviado

Artículo 94. Procedimiento abreviado. Cuan-
do la cuantía del bien perdido o del daño tenga un 
valor inferior a dos (2) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (smlmv), el competente ade-
lantará el siguiente procedimiento: escuchará al 
presunto responsable en diligencia de descargos; 
dispondrá y recaudará, dentro del término de cin-
co (5) días hábiles más el término de la distancia 
si fuere necesario, las pruebas a que haya lugar y 
proferirá fallo escrito y motivado de única instan-
cia dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, 
contra el cual solamente procederá recurso de re-
������
���������������
�����*��&�����	���������	��-
puesto en la presente ley.

CAPÍTULO IV
Procedimiento ordinario

Artículo 95. Procedimiento ordinario. Cuando 
la cuantía de la pérdida o del daño de un bien de 
propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la 
Fuerza Pública, tenga un valor igual o superior a 
dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes, se adelantará la investigación administrativa 
por el procedimiento ordinario.

Artículo 96. Apertura de investigación. Recibi-
do el informe o conocida la noticia de la pérdida o 
daño de un bien de propiedad o al servicio del Mi-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública, la autoridad 
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�	�������������������	��&�	�������������������	�	��
parte, a ordenar la apertura de la investigación ad-
ministrativa.

Artículo 97. Auto de apertura. El auto que or-
dena abrir investigación administrativa debe con-
tener entre otros los siguientes requisitos:

1. Relacionar en forma sucinta los hechos.
|�� "	��������� ��� �������� ����� �� ������� ��� ���

informe o las pruebas existentes lo permiten.
3. Ordenar la práctica de pruebas.
4. Allegar la calidad del investigado.
5. Aportar el documento que individualice el 

funcionario que tenía bajo su responsabilidad, cus-
todia o uso el bien.

6. Nombrar funcionario de instrucción si lo 
considera pertinente.

7. Informar a la dependencia encargada de lle-
var el registro de las investigaciones.

���<�����������������	�������������	���������-
gación y los derechos que le asisten.

Parágrafo. Cuando se establezca plenamente 
que el hecho informado no ha generado pérdida o 
daño de bienes, o que de haberse presentado pro-
viene del deterioro natural, del uso normal o legíti-
mo del bien o que la actuación no pueda iniciarse o 
proseguirse, el funcionario competente con atribu-
ciones administrativas establecidas en la presente 
ley, de plano, se inhibirá de abrir investigación y 
ordenará lo necesario para su baja o reparación, así 
como la actualización de los registros e inventarios 
correspondientes.

Artículo 98. Nombramiento de secretario. El 
funcionario de instrucción podrá designar un se-
cretario para que actúe en la investigación, quien 
tomará posesión del cargo.

Artículo 99. Término para la instrucción. El 
término de instrucción de la investigación admi-
nistrativa, será de seis (6) meses si es un solo in-
vestigado y de doce (12) meses si son dos o más. 
Recibido el expediente, el fallador de primera ins-
tancia procede a su estudio dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes. Si la investigación no 
se encuentra perfeccionada la regresará al instruc-
tor para surtir las diligencias faltantes. Realizadas 
estas, o no habiendo diligencias por practicar dic-
ta un auto declarando cerrada la investigación y 
correrá traslado para alegatos de conclusión, los 
cuales deberán ser presentados dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes.

Artículo 100. Suspensión de términos. Los tér-
minos previstos en la presente ley se suspenderán 
en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, o 
por el trámite de una declaración de impedimento 
o recusación. En tales casos, tanto la suspensión 
como la reanudación de los términos, se ordenará 
por el competente mediante auto de trámite, que 
�����������&���������	�����	������������������������
cual no procede recurso alguno.

Artículo 101. Fallo de primera instancia. Ven-
cido el término de traslado para alegar de conclu-

sión, el fallador de primera instancia entrará a pro-
ferir fallo dentro de los treinta (30) días hábiles 
siguientes. En caso que los investigados sean dos 
o más el término se ampliará por treinta (30) días 
hábiles.

Artículo 102. Recursos. Contra el fallo de pri-
mera instancia procede el recurso de apelación.

CAPÍTULO V
Cesación de procedimiento

Artículo 103. Cesación de procedimiento. En 
cualquier momento de la investigación que apa-
rezca plenamente comprobado que el hecho inves-
tigado no ha existido, que el investigado no es el 
autor, que la investigación no pueda proseguirse o 
no hay mérito para continuar con la misma, el fun-
cionario con atribución administrativa procederá a 
decretar mediante decisión motivada la cesación 
del procedimiento.

CAPÍTULO VI
Fallo de primera instancia

Artículo 104. Término para fallar. Vencido el 
término para presentar alegatos de conclusión, el 
funcionario competente proferirá decisión de fon-
do dentro del término de treinta (30) días. En caso 
de que los inculpados sean dos (2) o más el térmi-
no se ampliará en treinta (30) días más.

Artículo 105. Requisitos del fallo. El fallo debe 
ser motivado y contendrá:

1. La identidad del investigado.
2. La identidad y calidad del bien.
3. Resumen de los hechos.
4. Análisis y valoración jurídica probatoria.
5. Análisis de los elementos de la responsabili-

dad administrativa.
6. Valoración de los alegatos de conclusión.
7. Las razones de la declaratoria de responsabi-

lidad administrativa o de la exoneración.
8. La decisión declarativa de responsabilidad o 

de exoneración.
Parágrafo. Si fueren varios los investigados los 

análisis correspondientes a los numerales 3, 4, 5, 6 
y 7 se realizarán por separado.

CAPÍTULO VII
Fallo de segunda instancia

Artículo 106. Segunda instancia. La autoridad 
competente deberá decidir la apelación o consulta 
dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha 
en que hubiera recibido el expediente. En caso que 
los investigados sean dos (2) o más el término se 
ampliará treinta (30) días más.

Si lo considera necesario decretará pruebas de 
����������������	�'��&��������������	���	������	��
los quince (15) días siguientes, en cuyo caso el tér-
mino para proferir el fallo se ampliará en la forma 
indicada en el inciso anterior.

Parágrafo. El recurso de apelación otorga com-
petencia al funcionario de segunda instancia para 
revisar únicamente los aspectos impugnados y 
aquellos otros que resulten inescindiblemente vin-
culados al objeto de impugnación.
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TÍTULO IV
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

CAPÍTULO I
Descuento

Artículo 107. Procedencia. El valor de los da-
ños o pérdidas que administrativamente se decla-
ren a cargo del investigado, serán descontados de 
su sueldo básico o prestaciones, conforme al fallo 
administrativo proferido por el funcionario com-
petente.

Los valores descontados a los funcionarios res-
ponsables deberán ingresar a las cuentas de fon-
dos especiales de la Unidad a la cual pertenezca 
el bien.

Artículo 108. Procedimiento. Una vez ejecu-
toriado el fallo y si este da lugar a descuento, el 
Comandante o Jefe de la unidad u organismo des-
centralizado donde se produjo el daño o pérdida, 
adelantará el trámite para su ejecución, así:

1. Elaboración y envío de la solicitud de des-
������ �� ��� ������� �� 	����	������ �������	�� 	��
ejecutarlo, anexando copia del fallo y su constan-
cia de ejecutoria.

2. Los descuentos a que haya lugar por respon-
sabilidad administrativa deben hacerse por cuotas 
mensuales sin que estos sobrepasen una quinta 
parte del sueldo básico mensual.

3. Los valores descontados a los funcionarios 
responsables deberán ingresar a las cuentas de 
Fondos Especiales, de la Unidad a la cual perte-
nezca el bien.

4. Cuando la responsabilidad del daño o pérdi-
da recaiga en quienes presten servicio militar, se 
procederá a ejecutar las pólizas de seguros si las 
hubiere o al cobro mediante jurisdicción coactiva.

5. Cuando se trate de personal desvinculado y 
no sea posible el descuento del sueldo básico o 
prestaciones, el cobro se realizará por jurisdicción 
coactiva.

CAPÍTULO II
Bajas de material

Artículo 109. Competencia. Cuando se trate 
	���W�	�	���������K��������	�����������	����������
el Ministro de Defensa Nacional, el Jefe de Esta-
do Mayor Conjunto, el Segundo Comandante de 
la Fuerza respectiva, el Director Administrativo 
y Financiero de la Policía Nacional o quien haga 
sus veces, o el Gerente o Director en los institutos 
descentralizados; o a quien estos deleguen, orde-
narán la baja del bien motivo de la investigación 
y la actualización de la información contenida en 
los registros físicos, magnéticos o de otra índole. 
Si fuere el caso también se dispondrá dar de alta 
�������������'�����������������������	�	������-
servible.

En ningún caso se autoriza la reposición en lo 
referente a armamento, municiones y demás bienes 
que se encuentren fuera del comercio. El elemento 
que sustituya a otro deberá ser de las mismas o 
superiores características.

CAPÍTULO III
Fondo de Garantía

Artículo 110. Liquidación Fondo de Garan-
tía. El Director Administrativo, Financiero o Jefe 
Logística o quien haga sus veces en las unidades 
ejecutoras del Ministerio de Defensa Nacional, sus 
unidades adscritas y vinculadas e institutos des-
centralizados, ordenarán la liquidación del fondo 
de garantía de que trataba el numeral 37 del artí-
culo 1° del Decreto 791 de 1979 y la devolución 
de los dineros a quienes los hayan aportado; si no 
fuere posible establecer la identidad de los intere-
sados, previo el agotamiento de los mecanismos 
����� �	��������������'������������ ����������&�����
presupuesto de acuerdo con la normatividad vi-
gente.

CAPÍTULO IV
Seguros

Artículo 111. Seguros. Cuando la autoridad 
competente advierta que respecto del bien materia 
de investigación ha operado el pago total o repo-
sición por uno de las mismas o superiores caracte-
rísticas y condiciones por parte de la aseguradora, 
dará por terminada la actuación administrativa.

Si la respectiva póliza no ampara el siniestro o 
la totalidad del mismo, deberá adelantarse la ac-
tuación administrativa correspondiente.

TÍTULO V
VIGENCIA

Artículo 112. Vigencia. La presente ley regirá a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Pedro Pablo Pérez Puerta,
Representante a la Cámara.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

TEXTO CORRESPONDIENTE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 219  
DE 2011 CÁMARA, 30 DE 2010 SENADO

por la cual se expide el Régimen de Responsabi-
lidad Administrativa por Pérdida o Daño de Bie-
nes de Propiedad o al Servicio del Ministerio de 
Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vin-
culadas o la Fuerza Pública, aprobado en Primer 
debate en la Comisión Segunda de la Cámara en 
sesión del 25 de mayo de 2011, Acta número 40.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

LIBRO I
PRINCIPIOS Y NORMAS RECTORAS

Artículo 1°. Dignidad humana. Quien interven-
ga en la actuación administrativa será tratado con 
el respeto debido a la dignidad inherente al ser hu-
mano.

Artículo 2°. Legalidad. El personal destinatario 
de esta ley será investigado y declarado responsa-
ble administrativamente, de conformidad con las 
disposiciones y procedimientos establecidos en la 
presente normatividad.
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Artículo 3°. Presunción de inocencia. Los 
destinatarios de esta ley se presumen inocentes 
mientras no se declare su responsabilidad en fa-
llo ejecutoriado. Toda duda razonable se resolverá 
a favor del investigado cuando no haya modo de 
eliminarla.

Artículo 4°. Jerarquía. La actuación adminis-
trativa será ejercida siempre por un superior en ni-
vel, grado o antigüedad al procesado.

Artículo 5°. Debido proceso. El destinatario de 
la actuación administrativa será procesado con-
forme a las leyes sustantivas y procesales preexis-
tentes al acto que se le atribuya, ante funcionario 
competente previamente establecido y observando 
la plenitud de las formas del procedimiento regula-
do en la Constitución Política y en esta ley.

Artículo 6°. Firmeza de la decisión adminis-
trativa�� %�� ������ �	������������� ��	��&� ��� �����
cuando:

1. Cuando contra ellos no proceda ningún re-
curso.

2. Cuando los recursos interpuestos se hayan 
decidido.

3. Cuando no se interpongan recursos, o cuando 
se renuncie expresamente a ellos.

Artículo 7°. Celeridad del proceso. El fun-
���������������������������&�����������������
actuación administrativa y cumplirá estrictamente 
los términos previstos en esta ley.

Artículo 8°. Culpabilidad. En materia adminis-
trativa queda proscrita toda forma de responsabi-
lidad objetiva y solo será posible atribuirla a título 
de dolo o culpa.

Artículo 9°. Proporcionalidad. Cuando se atri-
buya responsabilidad administrativa a los destina-
tarios de esta ley, el monto a pagar debe corres-
ponder al valor del bien o del daño causado al mo-
mento de presentarse el hecho, de no ser posible su 
reposición o reparación.

Artículo 10. Integración normativa. En la apli-
cación de la presente ley prevalecerán los princi-
pios y normas rectoras contenidos en esta ley y 
en la Constitución Política. En lo no previsto, se 
aplicarán en su orden las disposiciones del Código 
Contencioso Administrativo, el Código de Proce-
dimiento Civil y el Código Penal Militar, en cuan-
to sean compatibles con la naturaleza de los infor-
mativos administrativos.

Artículo 11. Derecho de defensa. Durante la 
actuación administrativa, el investigado tiene de-
recho a la defensa material y a la designación de 
un defensor si lo considera necesario. Cuando sea 
declarado persona ausente, deberá estar represen-
��	��������	��������	��������������	�&�������
estudiante de consultorio jurídico debidamente 
acreditado.

LIBRO II
PARTE SUSTANTIVA

TÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN  

Y DESTINATARIOS
Artículo 12. Ámbito de aplicación. Las dispo-

siciones contenidas en la presente ley se aplicarán 
a sus destinatarios cuando den lugar a la pérdida o 
daño de bienes de propiedad o al servicio del Mi-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública.

Artículo 13. Destinatarios. Son destinatarios 
las personas naturales que presten sus servicios 
en el Ministerio de Defensa Nacional, sus entida-
des adscritas o vinculadas o la Fuerza Pública, los 
alumnos de las escuelas de formación y quienes 
presten servicio militar obligatorio en la Fuerza 
Pública, aunque con posterioridad se hayan reti-
rado.

También se aplicará a las personas naturales 
��������	�����������'���	�����������������������
��
de servicios u otra modalidad.

El personal que preste el servicio militar obli-
gatorio en las Fuerzas Militares o en la Policía 
Nacional, será sujeto de la actuación administra-
tiva, aunque ya no se encuentre prestando dicho 
servicio.

TÍTULO II
DE LA RESPONSABILIDAD

Artículo 14. Individualización de la responsa-
bilidad. Los destinatarios responden en dinero o 
en especie.

Cuando la responsabilidad sea en especie, se 
establecerá con base en los términos consagrados 
���������������|�	����������������	������
����������
pérdida o daño que causen a los bienes, se encuen-
tren o no bajo su custodia.

Artículo 15. Responsabilidad por orden contra-
ria a derecho. Los daños o pérdidas que resulten 
de orden contraria a derecho, acarrean igual res-
ponsabilidad administrativa para quien la impartió.

Artículo 16. Elementos de la responsabilidad 
administrativa. La responsabilidad administrativa 
���������������	��������������������������-
mente los siguientes elementos:

1. Una conducta desplegada por el destinatario 
de la presente ley que crea un riesgo jurídicamente 
desaprobado o pone en peligro los bienes protegi-
dos en la presente ley.

2. Un daño antijurídico o pérdida producidos a 
los mismos.

3. La concreción de dicho riesgo o puesta en 
peligro en un resultado.

Parágrafo. El grado de culpa a partir del cual se 
podrá establecer la responsabilidad administrativa 
será el de culpa leve.

Artículo 17. Causales exonerativas de la res-
ponsabilidad. Son causales exonerativas de la res-
ponsabilidad administrativa:
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1. La fuerza mayor o caso fortuito.
2. El hecho de un tercero.
3. El deterioro natural, uso normal y legítimo 

del bien.
Artículo 18. Responsabilidad conjunta. Si el 

daño o la pérdida fueren producidos por dos o más 
destinatarios de la presente ley, responderán con-
juntamente. De la misma forma lo hará quien de-
termine a otro a cometerlo.

TÍTULO III
COMPETENCIA

Artículo 19. Factores que determinan la com-
petencia. La competencia para fallar se determina-
rá teniendo en cuenta la cuantía del daño o la pér-
dida y la unidad o dependencia donde se encuentre 
en inventario el bien.

Cuando el bien no se encuentre en inventarios, 
pero esté al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o 
la Fuerza Pública, conocerá y fallará la autoridad 
administrativa competente de la unidad que tenga 
la administración, custodia o uso del bien.

Artículo 20. Competencia a prevención. La au-
toridad con atribuciones administrativas del lugar 
donde se presente la pérdida o daño del bien, or-
denará la investigación correspondiente y remiti-
rá las diligencias practicadas dentro de los quince 
(15) días siguientes para que el funcionario com-
petente continúe con el trámite.

Artículo 21. Competencia por la cuantía. De-
termínense las siguientes autoridades para fallar 
los procesos administrativos:

1. Inferior a dos (2) smlmv.
En el Ministerio de Defensa Nacional, en las 

entidades adscritas o vinculadas al Ministerio de 
Defensa Nacional, en la Dirección General Marí-
tima, en el Comando General de las Fuerzas Mili-
tares, en los Comandos de Fuerza, en las Unidades 
Militares y en la Policía Nacional, conocerán y fa-
llarán en única instancia, el Jefe de la respectiva 
dependencia administrativa, militar o policial don-
de se encuentre en inventario el bien.

2. De 2 hasta 150 smlmv.
2.1 En el Ministerio de Defensa Nacional.
En primera instancia fallará el Director Admi-

nistrativo o su equivalente y en segunda instancia, 
el Secretario General o su equivalente.

2.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional.

En primera instancia fallará el Subgerente, el 
Subdirector respectivo, Secretario General o sus 
equivalentes. En todo caso conocerá en primera 
instancia el funcionario inmediatamente subalter-
no del Director, Gerente o su equivalente en línea 
jerárquica u organizacional.

En segunda instancia: el Director, el Gerente o 
su equivalente.

2.1.2 En la Dirección General Marítima (Di-
mar).

%�� �������� ���������� ������&� ��� =������ ��� ���-
vicio activo que se desempeñe como Capitán de 
Puerto, Subdirector de la Dirección General Ma-
rítima, Director de Centro de Investigaciones 
=�������&����� �� >�	����&������ !����	����� 	��
@��	�	� =�������&����� >�	����&����� `���K�	�����
Responsable de Señalización Marítima y los Coor-
dinadores de Grupo, o quienes hagan sus veces.

%������	�������������������&����=������������-
vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo.

2.2 Comando General de las Fuerzas Militares.
En primera instancia fallarán el ayudante Gene-

ral del Comando General de las Fuerzas Militares 
y el Subdirector de la Escuela Superior de Guerra.

En segunda instancia el Jefe Estado Mayor 
Conjunto de las Fuerzas Militares.

2.3 Comandos de Fuerza.
2.3.1 Ejército Nacional.
En las Direcciones y demás componentes orgá-

nicos de las Jefaturas del Cuartel General del Co-
mando del Ejército fallará en primera instancia el 
Director, Comandante o su equivalente. En segun-
da instancia fallará el Jefe de la respectiva Jefatura.

En las demás dependencias orgánicas del Cuar-
tel General del Comando del Ejército fallará en 
primera instancia el Ayudante General del Coman-
do del Ejército. En segunda instancia el Segundo 
Comandante del Ejército.

En las Zonas de Reclutamiento fallará en pri-
mera instancia el Comandante de la Zona. En se-
gunda instancia el Director de Reclutamiento y 
Control Reservas.

2.3.1.1 Unidades Militares.
En las Unidades operativas mayores o su equi-

valente fallará en primera instancia el Jefe de Es-
tado Mayor. En segunda instancia el Segundo Co-
mandante del Ejército.

En las Unidades operativas menores, tácticas y 
técnicas del Ejército Nacional o sus equivalentes 
fallará en primera instancia el Segundo Coman-
dante, Ejecutivo o su equivalente. En segunda ins-
tancia fallará el Segundo Comandante de la Uni-
dad orgánica superior.

En las Escuelas e Institutos de formación de 
�����������'��������������	�	��������������������-
llará en primera instancia el Subdirector o su equi-
valente. En segunda instancia fallará el Director o 
su equivalente.

Unidades Militares sin Segundo Comandante, 
Ejecutivo o sus equivalentes.

En las Unidades que no tienen Segundo Co-
mandante o sus equivalentes fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la Unidad 
Militar de la cual dependan administrativamente.

En segunda instancia fallará el Segundo Co-
mandante de la Unidad orgánica superior de quien 
falló en primera instancia.

2.3.2 Armada Nacional.
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En las dependencias del cuartel general fallará 
en primera instancia el Ayudante General del Co-
mando y en segunda instancia el Segundo Coman-
dante.

En la Dirección de Sanidad Naval, en primera 
instancia el Subdirector o quien haga sus veces y 
en segunda el Director. En el Comando de Infante-
ría de Marina, fallará en primera instancia el Jefe 
de Estado Mayor y en segunda el Comandante de 
Infantería de Marina.

2.3.2.1 Unidades Militares.
En todas las Unidades operativas mayores, me-

nores, unidades tácticas y técnicas de la Armada 
Nacional, las Escuelas e Institutos de formación de 
�����������'�����������"��������	���������������-
rá en primera instancia el Segundo Comandante, 
Subdirector o su equivalente.

En segunda instancia, fallará el Comandante, 
Director o su equivalente.

Los procesos por hechos ocurridos en los esta-
blecimientos de Sanidad Militar serán conocidos 
en primera instancia por el respectivo Director o 
su equivalente y en segunda por el Subdirector de 
Sanidad o su equivalente.

Unidades Militares sin Segundo Comandante, 
Subdirector o sus equivalentes.

En las Unidades que no tienen Segundo Coman-
dante, Subdirector o su equivalente en la Armada 
Nacional fallará en primera instancia el Coman-
dante de la Unidad Militar y en segunda instancia 
el Segundo Comandante, Jefe de Estado Mayor o 
similar de la respectiva Unidad de la cual depen-
dan administrativamente.

2.3.3 Fuerza Aérea.
En las dependencias del cuartel general fallará 

en primera instancia el Ayudante General del Co-
mando y en segunda instancia el Segundo Coman-
dante de la Fuerza.

2.3.3.1 Unidades Militares.
En los Comandos Aéreos, Grupos Aéreos, Es-

cuela Militar de Aviación, Instituto Militar Aero-
�&�������%������	��\'���������� ������&�������-
mera instancia el Segundo Comandante o Subdi-
rector según corresponda.

En segunda instancia fallará el Comandante, 
Director o su equivalente.

2.4 Policía Nacional.
En primera Instancia fallará en su respectiva ju-

risdicción.
Los Directores de la Dirección General.
Los Comandantes de Zona.
Los Directores o Jefes de Organismos o Enti-

dades de la Administración Pública, cuando estos 
cargos sean desempeñados por miembros de la Ins-
titución, y le sean asignados bienes de la misma.

Los Subcomandantes de Policía Metropolitana 
y de Departamento de Policía.

Los Jefes de Área Administrativa de las Escue-
las de Formación y Especialización en la respecti-
va Escuela.

En segunda instancia, fallarán:
El Subdirector General para los fallos proferi-

dos por los Directores de la Dirección General y 
Directores o Jefes de Organismos o Entidades de la 
Administración Pública, cuando estos cargos sean 
desempeñados por miembros de la Institución y le 
sean asignados bienes de la misma.

Directores de la Dirección General para los fa-
llos proferidos por Comandantes de Zona.

Comandantes de Policía Metropolitana y De-
partamentos de Policía para los fallos proferidos 
por el respectivo Subcomandante.

Directores de Escuela de Formación o Especia-
lización para los fallos proferidos por el respectivo 
Jefe del Área Administrativa.

3. Superior a 150 y hasta 300 smlmv.
3.1 En el Ministerio de Defensa Nacional.
En primera instancia fallará el Director Admi-

nistrativo o su equivalente y en segunda instancia 
el Secretario General o su equivalente.

3.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional.

En primera instancia fallará: El Subgerente, el 
Subdirector respectivo, Secretario General o sus 
equivalentes. En todo caso conocerá en primera 
instancia el funcionario inmediatamente subalter-
no del Director, Gerente o su equivalente en línea 
Jerárquica u organizacional.

En segunda instancia: El Director, el Gerente o 
su equivalente.

3.1.2 En Dimar.
%�� �������� ���������� ������&� ��� =������ ��� ���-

vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo y en segunda instancia, el Di-
rector General Marítimo.

3.2 En el Comando General de las Fuerzas Mi-
litares.

En primera instancia fallará el Director Admi-
nistrativo y Financiero y el Director de la Escuela 
Superior de Guerra.

En segunda instancia, el Jefe Estado Mayor 
Conjunto del Comando General de las Fuerzas 
Militares.

3.3 Comandos de Fuerza
3.3.1 Ejército Nacional
En las Jefaturas y demás dependencias orgáni-

cas de estas, en el Cuartel General del Ejército fa-
llará en primera instancia el Jefe de la Jefatura. En 
segunda instancia fallará el Segundo Comandante 
del Ejército.

En las demás dependencias orgánicas del Cuar-
tel General del Ejército fallará en primera instancia 
el Segundo Comandante de la Fuerza. En segunda 
instancia el Comandante del Ejército.

En la Dirección de Reclutamiento y Control 
Reservas y sus dependencias orgánicas fallará en 
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primera instancia el Director de Reclutamiento. En 
segunda instancia el Jefe de la Jefatura de Reclu-
tamiento.

3.3.1.1 Unidades Militares.
En las Unidades Operativas Mayores o su equi-

valente fallará en primera instancia el Comandan-
te. En segunda instancia el Segundo Comandante 
del Ejército.

En las Unidades Operativas Menores, Táctica 
y Técnicas del Ejército o sus equivalentes falla-
rá en primera instancia el Comandante, Director 
o su equivalente. En Segunda Instancia fallará el 
Comandante, Jefe, Director o su equivalente de la 
Unidad orgánica superior.

En las Escuelas e Institutos de formación de 
���������� �'��������� �� ���	�	��� ���������������
fallarán en primera instancia el Director o su equi-
valente. En segunda instancia fallará el Jefe de la 
Jefatura de Educación y Doctrina.

Unidades Militares sin Segundo Comandante o 
sus equivalentes

En las Unidades que no tienen Segundo Co-
mandante o su equivalente, fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la Unidad 
Operativa Menor. En segunda instancia el Jefe de 
Estado Mayor de la Unidad Operativa Mayor o su 
equivalente de quien falló en primera instancia.

3.3.2 Armada Nacional
En las dependencias del cuartel general de la 

Armada Nacional conocerá y fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la Fuerza y 
en segunda instancia el Comandante de la misma.

3.3.2.1 Unidades Militares
En todas las Unidades operativas mayores, me-

nores, unidades tácticas y técnicas de la Armada 
Nacional, las Escuelas e Institutos de formación de 
�����������'�����������"��������	���������������-
rá en primera instancia el Comandante, Director o 
sus equivalentes.

En segunda instancia fallará el Segundo Co-
mandante, Jefe de Estado Mayor, Subdirector o su 
equivalente de la Unidad Militar inmediatamente 
superior.

3.3.3 Fuerza Aérea
En las dependencias del cuartel general de la 

Fuerza Aérea conocerá y fallará en primera instan-
cia el Segundo Comandante de la fuerza y en se-
gunda instancia el Comandante de la misma.

3.3.3.1 Unidades Militares
En los Comandos Aéreos, Grupos Aéreos, Es-

cuela Militar de Aviación, Instituto Militar Aero-
�&�������%������	��\'���������� ������&�������-
mera instancia el Comandante o Director según 
corresponda.

En segunda instancia fallarán el Segundo Co-
mandante y Jefe de Estado Mayor Aéreo.

3.4 Policía Nacional
En primera instancia fallarán:

El Subdirector General para los bienes asigna-
dos a la Dirección General, Subdirección General, 
Inspección General, Direcciones de la Dirección 
General, y a las Direcciones o Jefaturas de Orga-
nismos o Entidades de la Administración Públi-
ca, cuando estos cargos sean desempeñados por 
miembros de la Institución, y le sean asignados 
bienes de la misma.

Comandantes de Policía Metropolitana o De-
partamentos de Policía, en su Jurisdicción.

Directores Escuela de Formación o Especiali-
zación en su respectiva Escuela.

En segunda Instancia fallarán:
El Director General para los fallos proferidos 

por el Subdirector General.
El Director de Seguridad Ciudadana para los 

fallos proferidos por los Comandantes de Policía 
Metropolitana o Departamentos de Policía.

El Director Nacional de Escuelas para los fallos 
proferidos por los Directores de Escuela de For-
mación y Especialización.

4. Superior a 300 smlmv
4.1 En el Ministerio de Defensa Nacional:
En primera instancia fallará el Director Admi-

nistrativo o su equivalente y en segunda instancia 
el Secretario General o su equivalente en línea je-
rárquica u organizacional.

4.1.1 En las entidades adscritas o vinculadas al 
Ministerio de Defensa Nacional

En única instancia fallará el Gerente General, 
Director, o su equivalente.

4.1.2 En Dimar
En primera instancia fallará el Director General 

Marítimo y, en segunda instancia, el Viceminis-
tro para la Gestión Institucional o su equivalente 
siempre y cuando sea militar en servicio activo, en 
caso contrario conocerá y fallará el Jefe de Estado 
Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares.

4.2 En el Comando General de las Fuerzas Mi-
litares

En primera instancia fallará el Jefe Estado Ma-
yor Conjunto Fuerzas Militares y en segunda ins-
tancia, el Comandante General Fuerzas Militares.

4.3 En los Comandos de Fuerza
En primera instancia fallará el Comandante de 

Fuerza y en segunda instancia el Comandante Ge-
neral Fuerzas Militares.

4.4 Policía Nacional
En primera Instancia fallará el Subdirector Ge-

neral y en Segunda Instancia el Director General.
Artículo 22. �����
����������
�
��
���������


de Defensa Nacional.
!��	�����������	����������������������������-

vicios en alguna de las dependencias administrati-
vas del Ministerio de Defensa u organismos ads-
critos o vinculados al mismo, fallará en primera 
instancia el Segundo Comandante de la respectiva 
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Fuerza o el Subdirector General de la Policía Na-
cional. En segunda instancia fallará el Comandan-
te de la respectiva Fuerza o el Director General de 
la Policía Nacional.

Si se trata de miembros del Nivel Ejecutivo, 
�'���������� ���������� ���	�	����������������� ���
los casos anotados, fallará en primera instancia el 
Ayudante General del cuartel general de la respec-
tiva Fuerza o el Subsecretario de la Policía Nacio-
nal. La segunda instancia estará a cargo de los Se-
gundos Comandantes de Fuerza o el Subdirector 
General de la Policía Nacional.

Cuando la novedad se presente en bienes asig-
nados a los Viceministros y/o Secretario General 
del Ministerio de Defensa Nacional, fallará en úni-
ca instancia el Ministro de Defensa.

Cuando la novedad se presente en bienes asig-
nados al Ministro de Defensa Nacional, fallará en 
única instancia el señor Presidente de la República.

Artículo 23. �����
����������
�
��
������

General, las Fuerzas Militares y la Policía Nacio-
nal. Cuando el investigado fuere el Segundo Co-
mandante de Fuerza o el Subdirector General de la 
Policía, conocerá en primera instancia el Coman-
dante de Fuerza o el Director General de la Policía; 
la apelación corresponderá al Jefe de Estado Ma-
yor Conjunto de las Fuerzas Militares o Ministro 
de Defensa Nacional, respectivamente.

En lo atinente a los Comandantes de Fuerza co-
nocerá en primera instancia el Comandante Gene-
ral de las Fuerzas Militares y la apelación corres-
ponderá al Ministro de Defensa Nacional.

Cuando los investigados sean el Comandante 
General de las Fuerzas Militares o el Director Ge-
neral de la Policía Nacional, el competente para 
conocer en única instancia será el Ministro de De-
fensa Nacional.

Artículo 24. En la Dirección General Marítima. 
Cuando el Capitán de Puerto, Subdirector, Direc-
���� 	�� !������ 	�� "��������������� =�������&�����
��>�	����&������!����	�����	��@��	�	�=�����-
��&����� >�	����&����� `���K�	����� ��������'��� 	��
Señalización Marítima y Coordinador de Grupo, 
������\'�����������!������������&���������������-
����������=�������������������������'��������	�-
pendencia o control se encuentre la Unidad.

%������	�� ���������� ������&����=������ ��� ���-
vicio activo que le siga en antigüedad al Director 
General Marítimo.

En los casos no previstos fallará en primera 
�������������=������������������������������������
en antigüedad al Director General Marítimo. En 
segunda instancia fallará el Director General Ma-
rítimo.

Artículo 25. En los casos no previstos en las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Serán 
competentes en primera instancia el Segundo Co-
mandante de la respectiva fuerza y el Subdirector 
General de la Policía Nacional. En Segunda Instan-
cia serán competentes el Comandante de la fuerza 
y el Director General de la Policía Nacional.

En el Comando General de las Fuerzas Milita-
res, el Jefe de Estado Mayor Conjunto en prime-
ra instancia y el Comandante General en segunda 
instancia.

Artículo 26. Cambios de estructura orgánica en 
el Ministerio de Defensa Nacional. Cuando se pro-
duzcan cambios que varíen la estructura orgánica 
del Ministerio de Defensa Nacional, el Ministro de 
Defensa mediante acto administrativo, determina-
rá las equivalencias de las autoridades que conti-
nuarán ejerciendo la competencia administrativa.

Artículo 27. Colisión de competencias. El fun-
cionario que se considere incompetente para cono-
cer y fallar un informativo administrativo, deberá 
expresarlo, remitiéndolo en el estado en que se en-
cuentre dentro de los cinco (5) días siguientes, a 
quien de conformidad con lo dispuesto en esta ley 
tenga atribuida la competencia.

Si el funcionario a quien se remite la actuación 
acepta la competencia, avocará el conocimiento 
del asunto; en caso contrario, lo remitirá al supe-
rior común inmediato con atribución administrati-
�����������������&��������������!�����������	���-
sión no procede recurso alguno.

Este mismo procedimiento se aplicará cuando 
existan dos (2) o más funcionarios que se conside-
ren competentes.

El funcionario de inferior nivel, no podrá pro-
���������������	�������������������������������
podrá exponer las razones que le asisten y este re-
solverá de plano. 

TÍTULO IV
IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES

Artículo 28. Causales de impedimento y recu-
sación. Son causales de impedimento y recusación 
para los funcionarios de instrucción y superior 
competente, además de la de ser menos antiguo 
que él o los investigados, las señaladas en el Códi-
go de Procedimiento Civil.

Parágrafo. Los peritos no serán recusados ni 
podrán declararse impedidos en razón de su grado 
y antigüedad.

Artículo 29. Procedimiento en caso de impedi-
mento y recusación. En caso de plantearse impedi-
mento o ser recusado el funcionario de instrucción 
remitirá el proceso a quien lo designó para que re-
suelva.

Si es el fallador quien propone el impedimento 
o es recusado, resolverá su superior en línea jerár-
quica con atribuciones administrativas.

Para los eventos señalados se debe fundamen-
tar la causal existente, aportando las pruebas perti-
nentes si el caso lo amerita, para que se decida de 
plano por el competente, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes, quien sustituirá al funcionario 
impedido o recusado.

Artículo 30. Improcedencia de impedimento y 
recusación. No están impedidos ni pueden ser re-
cusados quienes deban decidir el impedimento o 
la recusación.
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TÍTULO V
PRECIO

Artículo 31. Precio. Se entiende por precio el 
valor que deberá sufragarse por el bien perdido o 
dañado, el cual podrá establecerse a través de las 
listas generales.

Parágrafo 1°. Cuando el valor del bien perdi-
do no aparezca relacionado en las listas generales 
de precios existentes en cada Fuerza o Entidad, se 
establecerá mediante el promedio de dos (2) coti-
zaciones obtenidas en el comercio.

Si no fuere posible obtenerlo de esta forma, se 
����&� ��	������ 	�������� ��������� �����	�� ���� ��
experto en la materia. Igualmente el valor del daño 
se podrá obtener a través de cotizaciones y el dic-
tamen correspondiente.

Parágrafo 2°. El precio de las armas, repuestos, 
accesorios, municiones, explosivos y demás ele-
mentos de uso privativo de la Fuerza Pública, será 
���	���������!����	�����;�������	������+��K���
Militares.

Artículo 32. Reposición. Es la entrega de un 
bien de similares o superiores características al 
que presentó la novedad, para reponer el elemento 
perdido o dañado, previo dictamen pericial.

La reposición, en ningún caso se autoriza para 
armas, sus repuestos, accesorios, municiones, ex-
plosivos y todos aquellos bienes que se encuentren 
fuera del comercio.

Artículo 33. �����������
!��
�"�
���
�������. 
Corresponde a las siguientes autoridades, en cada 
���	������������������+��K�����	����	���������-
jar los precios para efectos de descuentos, pagos o 
reposiciones, por pérdidas o daños de los bienes a 
que alude esta ley:

Ministro de Defensa Nacional, Secretario Ge-
neral de este Ministerio, Gerentes o Directores de 
Entidades descentralizadas adscritas o vinculadas 
al Ministerio de Defensa, Comandante General de 
las Fuerzas Militares, Comandantes de Fuerza y 
Director General de la Policía Nacional.

TÍTULO VI
BIENES

Artículo 34. Concepto. Para los efectos de la 
presente ley se entenderá como bien, toda cosa 
material o inmaterial de propiedad o al servicio de 
las Entidades sujetas al ámbito de aplicación de la 
presente ley.

Artículo 35. Aplicación. La presente ley se apli-
cará en todos los casos de pérdidas o daños de los 
bienes señalados en el artículo anterior.

Los hechos generadores de responsabilidad ad-
ministrativa ocurridos con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la presente ley, serán investigados 
y fallados de conformidad con las disposiciones 
contenidas en esta.

Artículo 36. Cuidados con el material. Los bie-
������������������������������������������������-

ferencial atención en todos los niveles de mando, 
�����	��������������������������������	��������	��
�������������������������������������	��������-
ción, custodia o transporte.

La custodia, cuidado y medidas de seguridad 
que se deben adoptar con los bienes es responsa-
bilidad de quien los ha recibo bajo cualquier cir-
cunstancia.

Artículo 37. Recibo y entrega de bienes. Los 
'��������������������������������������	�'��&����-
tregarse y recibirse formalmente a través de do-
cumentos escritos en los que consten sus caracte-
rísticas y las novedades que presentan, los cuales 
	�'��&�� ��������	���������������������� ����'���
como por el interventor si lo hubiere.

Parágrafo. Cuando por situaciones de alteración 
del orden público, urgencia o inminente peligro no 
sea posible realizar la entrega o recepción formal 
de los bienes, se dispondrá de medios alternos que 
��������� �	��������� ���� ��������� ��������'���� ��
los bienes que se asignan o entregan provisional-
mente.

LIBRO III
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA

TÍTULO I
REGLAS DE LA ACTUACIÓN

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 38. Actuación administrativa. La ac-
tuación administrativa es la facultad que tiene el 
Estado para iniciar, adelantar y terminar las in-
vestigaciones encaminadas a que el Ministerio de 
Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vincu-
ladas o la Fuerza Pública, preserve el patrimonio 
e impida que este sufra detrimento por pérdidas 
o daños causados a sus bienes de propiedad o al 
servicio del mismo, así como de la seguridad y la 
convivencia, para garantizar el cumplimiento de 
��������������������	���%���	��

La actuación administrativa, cumple esencial-
��������������������������	���������������������
��
a los bienes que a cualquier título se encuentren 
bajo la responsabilidad permanente o transitoria 
de los destinatarios de esta ley.

La actuación administrativa es autónoma e in-
dependiente de las demás que puedan generarse o 
derivarse de los hechos o de las conductas que se 
investigan.

Artículo 39. Deber de informar. Los destinata-
rios de la presente ley que tengan conocimiento de 
��� �W�	�	�� �� 	�_�� 	�� ���� '������ �� ��� ��� �������
esta Ley, están obligados a informar en forma in-
mediata de tal hecho a sus superiores. La omisión 
acarreará responsabilidad disciplinaria.

Artículo 40. Iniciación del proceso. El proceso 
�	���������������	�&�����������	���������������-
ja, informe o cualquier otro medio que indique un 
daño patrimonial a bienes de que trata esta ley.

Artículo 41. Unidad procesal. Por cada hecho 
generador de responsabilidad administrativa se 
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adelantará una sola actuación procesal, cualquie-
ra sea el número de implicados; si se estuviera 
adelantando más de una actuación por el mismo 
asunto, se dispondrá mediante auto de trámite la 
agregación de las diligencias a aquellas que se en-
cuentren más adelantadas.

Artículo 42. Averiguación previa. En caso de 
duda sobre la existencia de pérdida o daño, se or-
denarán diligencias previas por un término máxi-
mo de dos (2) meses, al cabo del cual solamente 
procederá el archivo de las mismas o la apertura 
del proceso administrativo.

El auto que da inicio a la averiguación previa 
	�'��&������������	�����������	���	�������������
la persona presuntamente responsable.

Artículo 43. Auto de archivo�� >�'�&� ����� ��
proferir auto de archivo en desarrollo de las dili-
gencias previas, cuando se pruebe que la pérdida o 
daño no existió, se acredite el resarcimiento pleno 
del perjuicio o se demuestre que la actuación no 
podía iniciarse o proseguirse.

CAPÍTULO II
Atribuciones de los funcionarios

Artículo 44. Funcionario de instrucción. Po-
	�&������	������	���������������������������������
�'�������������������������������������	������	��	��
Sargento Primero o su equivalente en las demás 
Fuerzas y en la Policía Nacional, siempre y cuando 
sean más antiguos que el investigado.

Para el caso del Ministerio de Defensa y sus en-
tidades adscritas o vinculadas, podrán ser designa-
dos como tales los no uniformados de mayor nivel 
jerárquico que el investigado.

El cargo de Funcionario de Instrucción es de 
forzosa aceptación salvo las excepciones legales.

Artículo 45. Funciones y deberes. Son funcio-
nes y deberes del funcionario de instrucción las 
siguientes:

1. Practicar las pruebas ordenadas por la autori-
dad administrativa competente tendientes a lograr 
el esclarecimiento de los hechos.

2. Obrar de forma imparcial.
3. Respetar los derechos y garantías de los su-

jetos procesales.
4. Dar impulso a la actuación resolviendo las 

solicitudes presentadas por los sujetos procesales 
salvo: nulidades, cesación de procedimiento, pres-
cripción y denegación de pruebas.

5. Dar estricto cumplimiento a los términos 
procesales.

6. Informar mensualmente al Fallador de Ins-
tancia el avance de la investigación.

7. Solicitar cuando lo requiera asesoría jurídica 
para el perfeccionamiento de la investigación.

8. Guardar la debida reserva sumarial.
9. Ejercer la custodia y cuidado del expediente.
10. Entregar el expediente una vez vencido el 

término concedido por el Fallador de Instancia 

siempre y cuando se hayan evacuado las pruebas 
ordenadas, o en su defecto solicitar prórroga para 
la realización de las mismas.

11. Disponer la práctica de pruebas que deban 
adelantarse fuera de su sede.

12. Designar secretario si lo considera pertinente.
Artículo 46. Secretario. Podrán ser designados 

������������������'����	���<�����%����������'-
���������������������������������������������	�����-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública.

El cargo de secretario es de forzosa aceptación 
salvo las excepciones legales.

Artículo 47. Funciones y deberes. Son funcio-
nes y deberes del Secretario las siguientes:

1. Asistir al Funcionario de Instrucción en las 
diferentes diligencias realizadas dentro de la in-
vestigación administrativa.

2. Foliar y organizar en forma cronológica y 
consecutiva el expediente.

3. Guardar la debida reserva sumarial.
4. Ejercer la custodia y cuidado del expediente.
5. Legajar en cuadernos separados la documen-

tación de carácter reservado.
6. Realizar las citaciones, comunicaciones, 

�������������������������������������������
7. Expedir las copias del expediente que hayan 

sido autorizadas.
8. Facilitar el acceso del expediente a los suje-

tos procesales cuando así lo requieran.
9. Mantener el cuaderno de copias con el mis-

mo contenido y folios del original.
Artículo 48. Asesor jurídico. Las funciones del 

asesor jurídico son las siguientes:
1. Brindar asesoría en todas las etapas del pro-

ceso administrativo.
2. Dar estricto cumplimiento a los términos de 

instrucción.
3. Velar por el cumplimiento de los términos de 

instrucción.
4. Controlar que se lleven de manera adecua-

da los libros radicadores o bases de datos actuali-
zados.

��� ��������� ��� �	���	�� ���*���� 	�� ���� �Q��-
dientes.

Artículo 49. Intervinientes en el proceso admi-
nistrativo. Podrán intervenir en la actuación admi-
nistrativa como sujetos procesales el investigado y 
su defensor.

El informante y quejoso no tienen la calidad de 
sujeto procesal, su actuación se limita a presentar 
y ampliar el informe o la queja con el deber de 
aportar las pruebas que tenga en su poder.

Artículo 50. Derechos de los sujetos procesa-
les. Los sujetos procesales tienen los siguientes 
derechos:
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1. Conocer de la investigación.
2. Designar apoderado a su cargo, si lo conside-

ra necesario.
3. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e in-

tervenir en la práctica de las mismas.
4. Impugnar las decisiones mediante los recur-

sos de ley.
5. Rendir descargos libre de juramento y apre-

mio o solicitar expresamente ser oído en exposi-
ción de descargos.

6. Presentar las solicitudes que consideren ne-
cesarias en ejercicio del derecho a la defensa.

7. Obtener copias del expediente, salvo los do-
cumentos que tengan carácter reservado conforme 
a la Constitución o a la ley, o hagan relación a la 
defensa o seguridad nacional.

8. Presentar alegatos de conclusión.
Artículo 51. Calidad de investigado. La calidad 

	�����������	������	���������������	������������-
ción del auto de apertura de investigación o del 
que ordene su vinculación.

El funcionario encargado de la investigación, 
��������&�	���������������������	�����
��	������-
tura al investigado, para lo cual se procederá de la 
siguiente manera:

Si el investigado se encuentra en la misma ciu-
dad de la unidad militar o policial, se deberá en-
viar citación para que comparezca al despacho. 
En caso contrario se procederá a enviar despacho 
comisorio.

$�� ��� ���� ����'��� ��� ���������
�� ���������� ���
��� 	�������&� 	�������� 	�� ������� ������ ��� ��	�&�
recaer en estudiantes de consultorio jurídico con 
quienes se seguirá la actuación.

<������	��	�������������	������������	�����-
trativo, el investigado o su defensor, tendrán la 
obligación procesal de señalar la dirección en la 
cual recibirán las comunicaciones y de informar 
cualquier cambio de ella.

Artículo 52. Defensor. En los procesos adminis-
trativos también podrán ejercer como defensores, 
los estudiantes de Consultorio Jurídico. Como su-
jeto procesal, el defensor tiene las mismas facul-
tades del investigado; en caso de presentarse cri-
terios contradictorios prevalecerá el del defensor.

CAPÍTULO III
Requisitos de la actuación

Artículo 53. Requisitos formales de la actua-
ción. La actuación administrativa debe consignar-
se por escrito, en idioma castellano y en duplicado.

El recurso de apelación se surtirá sobre el ori-
ginal del proceso, cualquiera que sea el efecto en 
que se conceda.

La investigación continuará con las copias y 
siempre habrá un cuaderno en el despacho.

Para los efectos anteriores todos los documen-
tos se solicitarán o aportarán por duplicado. Cuan-

do en la actuación obren documentos originales o 
únicos se fotocopiarán e incorporarán al cuaderno 
de copias.

El Secretario está obligado a mantener debida-
mente separados y foliados los cuadernos del pro-
ceso y en ningún momento se remitirán conjunta-
mente.

Por Secretaría se dejará copia de las diligencias 
surtidas en el otro cuaderno.

Artículo 54. Reserva. Están sometidas a reser-
va las averiguaciones previas y las investigaciones 
administrativas. Los fallos son públicos.

Artículo 55. Aviso a otras autoridades. Si con 
ocasión del adelantamiento del proceso de respon-
sabilidad administrativa de que trata la presente 
ley, se advierta la presunta comisión de conductas 
punibles y/o faltas disciplinarias, el funcionario 
competente deberá dar aviso en forma inmediata a 
las autoridades correspondientes.

CAPÍTULO IV
@��������	�

Artículo 56. #�����
 ��
 ���������. La noti-
�����
��	������	�������������������������	������
de las investigaciones administrativas puede ser: 
personal, por edicto, por aviso, por estado y por 
conducta concluyente.

Si el defensor o el investigado desean ser noti-
���	���������	����	�����������
��������
������
así lo harán saber.

Artículo 57. ����������
��������
���
������
�

por aviso�����������������������������������	�����
o por aviso, se realizarán en la forma y términos 
que lo establece el Código Contencioso Adminis-
trativo, para los actos administrativos particulares 
y concretos.

\����������&��������������������������������-
tuaciones: el auto de apertura de investigación o 
el que ordene la vinculación, el auto que deniega 
total o parcialmente las pruebas solicitadas y los 
fallos.

%�������	�������	�������������������������
��
��������������	��&�������������
�������	�����������
aviso según sea el caso.

Artículo 58. ����������
���
������
��
����-
nicación electrónicos. Las decisiones que deban 
����������� �������������� ��	�&�� ���� �����	��� ���
número de fax o a la dirección de correo electróni-
co del investigado o de su defensor, si previamente 
��������������*'���������������	�������������	���
	���������������������������
����������	��&�����-
da en la fecha que aparezca en el reporte del fax o 
en que el correo electrónico sea enviado. La res-
pectiva constancia será anexada al expediente.

Artículo 59. ����������
���
�������
�����-
yente��!��	�� ���*'����������	�� ������������
��
a la persona a quien debió hacerse, se entenderá 
cumplida para todos los efectos, si hubiere inter-
puesto recurso contra la respectiva providencia, o 
����	�����	��������������&�����������������������
	�����
������������	��
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Cuando los sujetos procesales hayan solicitado 
fotocopiar o revisar el expediente y el competen-
��������������������	��&���������	���	����	�������
providencias que aparezcan en él y que por cual-
����� ������������� ��� ��� *����� ��	�� �������	����
desde cuando devuelvan el cuaderno correspon-
diente o reciban las copias.

Artículo 60. �������
 ����
 �������. Si la 
���������
�� ��������� 	�'�� �����K����� ��� ��	�	�
diferente a la del competente, se comisionará al 
Comandante de la Unidad del lugar donde se en-
cuentre el investigado, remitiéndole copia de la 
decisión y del expediente si fuere el caso, para que 
la surta en el término de diez (10) días hábiles a 
partir de su recibo.

CAPÍTULO V
Recursos

Artículo 61. Clases de recursos y sus forma-
lidades. Contra las decisiones administrativas 
proceden los recursos de reposición, apelación y 
queja; los cuales se interpondrán por escrito ante 
��������	�	����������
���������	��������������-
������	��������������
����	������	�������W�������
establecidos en la presente ley.

Contra las actuaciones de simple trámite no 
procede recurso alguno.

Artículo 62. Requisitos generales. Los recur-
sos deberán ser interpuestos por escrito, dentro del 
plazo establecido, personalmente por el investiga-
do o su defensor, indicando el nombre del recu-
rrente, sustentando concretamente los motivos de 
inconformidad y la pretensión. Así mismo deberá 
relacionar las pruebas que pretende hacer valer.

Podrá desistirse de los recursos antes que el 
funcionario competente los decida.

Artículo 63. Oportunidad para interponerlos. 
Los recursos de reposición y apelación podrán 
interponerse y sustentarse dentro de los cinco (5) 
	�������������������	����������	�����������
��	�����
decisión administrativa.

Las providencias quedarán ejecutoriadas cinco 
����	����	���W��	�����]���������������
�������������
ellas no procede o no se interpone recurso.

Artículo 64. Reposición. El recurso de reposi-
ción procederá contra el fallo de única instancia 
���������������������	������������������������
contra el auto que dispone el cierre de la investiga-
ción y los demás expresamente señalados en esta 
ley.

El auto que decide la reposición no es suscepti-
ble de ningún recurso salvo que contenga aspectos 
nuevos o no decididos.

Artículo 65. Apelación. Procede contra los fa-
llos de primera instancia, contra el auto que niega 
la práctica de pruebas y los demás expresamente 
señalados en esta ley.

Se concederá en el efecto suspensivo la deci-
sión del fallo de primera instancia y la que niega 

totalmente la práctica de pruebas; en el efecto de-
volutivo cuando la negativa de la práctica de prue-
bas es parcial.

Artículo 66. Recurso de queja. El recurso de 
queja procede contra la decisión que rechaza o nie-
gue el recurso de apelación.

Artículo 67. Trámite del recurso de queja. Den-
tro del término de ejecutoria de la decisión que 
niega el recurso de apelación, se podrá interponer 
y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere 
oportunamente, se rechazará.

Dentro de los dos (2) días siguientes al venci-
miento del término anterior, el funcionario com-
petente enviará al fallador de segunda instancia 
las copias pertinentes, para que decida el recurso, 
dentro del término de cinco (5) días subsiguientes.

El costo de las copias estará a cargo del impug-
nante.

Si quien conoce del recurso de queja necesitare 
copia de otras actuaciones procesales, ordenará al 
competente que las remita en el término de dos (2) 
días. Si decide que el recurso debe concederse, lo 
hará en el efecto que corresponda.

Artículo 68. Ejecutoria de las decisiones. Las 
decisiones administrativas quedan ejecutoriadas 
������ ���� 	���� 	���W�� 	�� ��� ]������ ���������
���
cuando carecen de recursos o han vencido los tér-
minos sin haberse interpuesto los recursos que fue-
ren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la 
providencia que resuelve los interpuestos.

No obstante, en caso en que se pida aclaración 
���������������
��	����������	�������������K��
solo se producirá una vez ejecutoriada la que la 
resuelve.

Artículo 69. Desistimiento de los recursos. 
Quien hubiere interpuesto un recurso podrá desis-
tir del mismo antes que el funcionario competente 
lo decida.

Artículo 70. Grado de consulta. Se establece el 
grado de consulta en defensa del interés público, 
del ordenamiento jurídico y de los derechos y ga-
rantías fundamentales.

Artículo 71. Fallos consultables. Son consulta-
bles los fallos absolutorios y los que dispongan la 
cesación de procedimiento.

Artículo 72. Trámite de la consulta. Para efec-
tos de la consulta, el funcionario que haya proferi-
do la decisión, deberá enviar el expediente dentro 
de los cinco (5) días siguientes a su superior.

Dentro de la ejecutoria de los fallos consulta-
bles el investigado podrá solicitar mediante peti-
��
��	�'�	���������	������	��������������
��

Quien resuelve la consulta podrá revisar la ac-
����
������	���������	�����
�������������������

CAPÍTULO VI
Revocatoria directa

Artículo 73. Procedencia. Para los efectos de la 
revocatoria directa se dará aplicación a lo previsto 
en el Código Contencioso Administrativo, obser-
vando las reglas de competencia establecidas en 
esta ley.
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TÍTULO II
MEDIOS PROBATORIOS

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 74. Necesidad de la prueba. Toda de-
cisión interlocutoria y los fallos, deben fundarse 
en pruebas legalmente practicadas, allegadas o 
aportadas al mismo.

Serán admisibles en el procedimiento contem-
plado en la presente ley, en cuanto resulten com-
patibles con esta, los contemplados en el Código 
Contencioso Administrativo, en lo relacionado 
con los principios de la prueba, su admisibilidad, 
forma de práctica y criterios de valoración.

Artículo 75. Carga de la prueba. Es obligación 
del Estado a través de las autoridades competen-
tes, demostrar los elementos de la responsabilidad 
administrativa.

Artículo 76. Libertad de pruebas. La demos-
tración del hecho investigado así como la respon-
sabilidad del procesado, podrán demostrarse con 
cualquiera de los medios de prueba previstos en el 
Código de Procedimiento Civil, con excepción de 
la visita especial y del peritaje que se regulan en la 
presente ley.

CAPÍTULO II
Medios especiales de prueba

Artículo 77. Visitas especiales. En la práctica de 
visitas especiales, el competente y/o el funcionario 
de instrucción procederán a examinar y reconocer 
los documentos, hechos y demás circunstancias re-
lacionadas con el objeto de la diligencia y simultá-
neamente irá extendiendo la correspondiente acta, 
en la cual anotará pormenorizadamente los docu-
mentos, hechos o circunstancias examinados y las 
manifestaciones que bajo la gravedad del juramen-
to hagan sobre ellos las personas que intervengan 
en la diligencia. Cuando lo estime necesario, soli-
citará copias de documentos para incorporarlos a 
la investigación.

Artículo 78. Peritaje. La peritación es proce-
	����� ����� ��������� *��*��� ��� ���������� ��� ���-
ceso y requieran especiales conocimientos cientí-
��������W��������!��	�����������	��	�_�������������
de las reparaciones, de los repuestos y de sus acce-
������������	�&������������W��	����������
��

La autoridad administrativa podrá decretar, de 
����������������
��	�������������������������	���&-
�����������������������������W���������������������
artísticos, que serán rendidos por personal orgáni-
co de las Fuerzas Militares, la Policía Judicial, del 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses y, en general, por servidores públicos o 
particulares que posean conocimiento y experien-
cia en los temas objeto de prueba.

Los conceptos e informes deberán ser motiva-
dos y rendirse bajo juramento, que se entenderá 
������	��������������*��*��	������������������	�&� 

en conocimiento de las partes por el término de 
tres (3) días para que puedan pedir que se comple-
menten o aclaren.

Sobre un mismo punto no se podrá decretar en 
el curso del proceso sino un dictamen pericial, sal-
vo que se presente objeción al mismo.

Cuando el fallador de instancia antes de profe-
rir el auto de cierre de investigación considere que 
con el dictamen, concepto o informe no se puede 
���������	�����
��	�����	�����	����&�	�����������
práctica u obtención de otro con distinto experto 
que será inobjetable, pero se dará traslado para que 
los sujetos procesales puedan pedir que se comple-
mente o aclare y se resolverá de plano dentro de 
los cinco (5) días siguientes.

Artículo 79. Perito. Es un auxiliar de la inves-
tigación administrativa que se designa por sus co-
�������������W��������������������������������������
campos del saber, para apoyar la labor de instruc-
ción en el esclarecimiento de los hechos y puede 
ser nombrado por la autoridad competente o el 
funcionario de instrucción.

Cuando no sea posible utilizar el servicio de 
peritos del sector defensa se podrá designar a ex-
pertos de Policía judicial, del Cuerpo Técnico de 
la Policía Judicial, Medicina Legal, Cuerpo Téc-
nico de Investigación de la Fiscalía General de la 
Nación y demás funcionarios de la Administración 
Pública.

El cargo de perito es de forzosa aceptación sal-
vo las excepciones legales y sólo se designará uno 
(1) por cada materia según sea el caso sin importar 
la cuantía del proceso.

El dictamen versará sobre su especialidad y 
no podrá emitir juicios en aspectos de respon-
sabilidad.

Artículo 80. Deberes del perito. Son deberes 
del perito los siguientes:

1. Rendir el dictamen dentro de los términos se-
ñalados por el funcionario que lo designó.

2. Obrar de forma imparcial.
3. Guardar la respectiva reserva sumarial.
4. Ejercer la custodia e integridad del expe-

diente.
5. Aclarar, completar o ampliar el dictamen 

cuando sea requerido por el funcionario compe-
tente.

Artículo 81. Impedimentos y recusaciones. Sal-
vo por el grado o la antigüedad, los peritos están 
impedidos y son recusables por las mismas causa-
les que los falladores de instancia y funcionarios 
de instrucción, debiendo resolver ambas situacio-
nes el fallador competente.

Artículo 82. Procedimiento en caso de impedi-
mento y recusación. El perito en quien concurra 
alguna causal de impedimento deberá manifestarlo 
antes de su posesión y el fallador de instancia pro-
cederá a reemplazarlo.

Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
������������
��	����������	������������������ ����
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sujetos procesales podrán recusarlo por escrito de-
bidamente fundamentado en el que se aporten las 
pruebas que consideren pertinentes y/o soliciten 
las que crean necesarias.

<������	������������	������������
����	������
escrito motivado informará si la acepta o no. En 
caso que la acepte se designará a quien deba re-
emplazarlo. En caso contrario, se decretarán las 
���'��� ��������	��� �� ���� ��� 	�� ������ ��	���� ���
competente, quien decidirá de plano dentro de los 
diez (10) días siguientes al decreto de pruebas.

Si el anterior término hubiese vencido o fuere 
������������������������������������������	��&�
uno adicional que no podrá exceder del inicial y 
resolverá la recusación.

Artículo 83. Decreto de la prueba y posesión 
de los peritos. Para el decreto de la prueba y la po-
sesión de los peritos, se observarán las siguientes 
reglas:

1. El funcionario competente determinará los 
puntos que han de ser objeto del mismo. En dicho 
����*��&����	��������
��	�����������������&�	�����
hora para que tome posesión. Si el dictamen no 
fuere concurrente con una inspección judicial, en 
��������	����������
����������������&����*����*����
para iniciar el experticio solicitado y la autoridad 
competente le señalará término para rendir el dic-
tamen.

2. Si el competente o el funcionario de instruc-
ción utilizan los servicios de entidades o depen-
	�����������������������������������������������-
bre materias propias de la actividad de aquellas, 
���������������	�������&�����	����&���'�������������
respectivo para que el Director de las mismas de-
signe el funcionario idóneo que deba rendir el res-
pectivo dictamen, de lo cual se dejará constancia 
escrita. Tal funcionario deberá rendir el dictamen 
en el término que el fallador le establezca el cual 
se considerará rendido bajo la gravedad del jura-
������������������*��*��	����������������������&�
por conducto del Director de la misma entidad.

3. El perito al posesionarse deberá expresar 
bajo juramento que no se encuentra impedido; pro-
�����&�	������_���'�������������������	�'�����	��
su cargo. El funcionario competente podrá dispo-
ner que la diligencia de posesión tenga lugar ante 
comisionado.

���$��	��������������
��	����������	����������
peritaje, hasta la diligencia de posesión de los pe-
ritos y durante esta, las partes podrán pedir que el 
dictamen se extienda a otros puntos relacionados 
con las cuestiones sobre las cuales se decretó; y el 
funcionario competente lo ordenará de plano si lo 
considera procedente, por auto que no tendrá re-
curso alguno.

5. En la diligencia de posesión podrá el perito 
solicitar que se amplíe el término para rendir el 
dictamen.

Artículo 84. Práctica de la prueba. En la prác-
tica de la peritación se procederá así:

1. Cuando la peritación concurra con inspec-
ción judicial, ambas se iniciarán simultáneamente.

2. El perito examinará los bienes o cosas objeto 
del dictamen y realizará personalmente los experi-
mentos e investigaciones que consideren necesa-
rios, sin perjuicio de que pueda utilizar auxiliares 
o solicitar por su cuenta el concurso de otros téc-
nicos, bajo su dirección y responsabilidad; en todo 
caso expondrá su concepto sobre los puntos mate-
ria del dictamen.

3. Cuando en el curso de su investigación el pe-
rito reciba información de terceros que considere 
útiles para el dictamen, lo hará constar en este, y si 
el funcionario competente estima necesario recibir 
los testimonios de aquellos, lo dispondrá así a tra-
vés de providencia motivada.

4. El perito podrá por una sola vez, pedir pró-
rroga del término para rendir el dictamen.

5. El dictamen debe ser claro, preciso y detalla-
do; en él se explicarán los exámenes, experimen-
tos e investigaciones efectuadas, lo mismo que los 
��	�������� �W�������� ����������� �� ����������� 	��
las conclusiones. Tratándose de avalúos estos se 
determinarán de forma numérica e incluirán el va-
lor de la mano de obra si es el caso.

Artículo 85. Contradicción del dictamen. Para 
la contradicción de la pericia se procederá así:

1. Del dictamen se correrá traslado a los sujetos 
procesales por tres (3) días, durante los cuales po-
drán objetarlo por error grave o pedir que se com-
plemente o aclare. En caso que aquellos ejerciten 
estos derechos, el funcionario instructor remitirá el 
expediente al fallador.

En el escrito de objeción se precisará el error 
y se pedirán las pruebas para demostrarlo. El fa-
llador decretará las que considere necesarias para 
resolverlo y se concederá un término de diez (10) 
días para practicarlas.

2. El fallador tendrá cinco (5) días para decidir 
����'����
�����������	������������	�������&�	����-
cio un nuevo dictamen con otro perito, que será 
inobjetable, pero se dará traslado para que los su-
jetos procesales puedan pedir que se complemente 
o aclare y se resolverá de plano dentro de los cinco 
(5) días siguientes. En caso de concederse, se co-
rrerá traslado al perito por el término de hasta diez 
�^}��	����������������������������&��������������
procesales contra el cual no procederá solicitud al-
guna.

Ante la negación de la objeción inicial, la deci-
sión será objeto de recurso de apelación en el efec-
to diferido.

3. En el evento que se solicite complementa-
ción o aclaración al dictamen inicial, si lo conside-
ra procedente, el fallador accederá a la solicitud, y 
����&��������������W��������	���������������������
no podrá exceder de diez (10) días.

4. De la aclaración o complementación al dic-
tamen inicial se dará traslado a los sujetos proce-
sales por tres (3) días, durante los cuales podrán 
objetar el dictamen, por error grave que haya sido 
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determinante de las conclusiones a que hubiere lle-
gado el perito o porque el error se haya originado 
en estas, para lo cual se procederá de conformidad 
con el numeral 2° de este artículo respecto al trá-
mite de la objeción.

5. Si durante el traslado se pide complementa-
ción o aclaración del dictamen inicial, y además se 
le objeta, no se dará trámite a la objeción sino des-
pués de producidas aquellas, si fueren ordenadas.

Artículo 86. Aclaración y complementación del 
dictamen por iniciativa del fallador de instancia. 
En el evento de no contar con elementos proba-
�����������������������������	���	���	�����	����
al no haberse presentado solicitudes de objeción, 
aclaración o complementación por parte de los 
sujetos procesales, en cualquier momento y has-
ta antes del auto de cierre de la investigación, el 
fallador de instancia podrá ordenar al perito que 
aclare o complemente el dictamen, para lo cual le 
����&��� �W���������������	��	��K��^}��	�����%��
lo pertinente se surtirá el trámite señalado en el 
artículo anterior.

Artículo 87. Apreciación del dictamen. Al apre-
ciar el dictamen se tendrá en cuenta lo preceptuado 
en el numeral 6 del artículo 84 y los demás ele-
mentos probatorios que obren en el proceso.

Si se hubiere practicado un segundo dictamen, 
este no sustituirá al primero, pero se estimará con-
juntamente con él, excepto cuando prospere obje-
ción por error grave.

Artículo 88. Deber de colaboración de los ser-
vidores públicos. Los servidores públicos tienen el 
deber de colaborar con los peritos, de facilitarles 
los datos, las cosas y el acceso a los lugares que 
ellos consideren necesarios para el desempeño de 
su cargo; si alguno no lo hiciere se hará constar 
así en el dictamen y el fallador de instancia podrá 
solicitar las acciones disciplinarias pertinentes.

TÍTULO III
ACTUACIÓN PROCESAL

CAPÍTULO I
Nulidades

Artículo 89. Causales de nulidad. Constituyen 
causales de nulidad las siguientes:

1. La falta de competencia del funcionario para 
fallar.

2. La violación del derecho de defensa.
3. La comprobada existencia de irregularidades 

sustanciales que afecten el debido proceso.
4. La violación al principio de jerarquía.
Parágrafo. La nulidad será declarada por el fa-

llador competente y no procederá por causales dis-
tintas de las previstas en este artículo.

Artículo 90. Saneamiento de nulidades. En 
cualquier estado de la actuación en que el funcio-
nario competente advierta que existe alguna de las 
causales previstas en el artículo anterior, declarará 
la nulidad total o parcial de lo actuado, desde el 
momento en que se presentó la causal, y ordenará 
que se reponga la actuación que dependa del acto 

declarado nulo para que se subsane lo afectado. 
Las pruebas practicadas legalmente conservarán 
su plena validez.

Parágrafo 1°. En el evento que la irregularidad 
sea invocada por las partes o detectada por el fun-
cionario de instrucción, deberá proceder inmedia-
tamente a remitir el expediente al fallador corres-
pondiente para lo de su competencia.

Parágrafo 2°. La nulidad se considerará saneada 
cuando a pesar del vicio, el acto procesal cumplió 
�������	�	�������������
����	����*��	��	�������

Artículo 91. Término para proponer nulidades. 
Las causales de nulidad podrán proponerse hasta 
������	����������������������	��������������������	�
deberá precisar la causal invocada, las razones en 
que se funda y no se podrá formular nueva petición 
de nulidad sino por causal diferente o por hechos 
posteriores. El fallador competente resolverá la 
solicitud de la nulidad, a más tardar dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la fecha de su recibo, 
con excepción de las propuestas en los alegatos de 
conclusión y durante el desarrollo de la segunda 
instancia, que serán resueltas con los fallos corres-
pondientes.

Contra el auto que resuelva las nulidades proce-
derán los recursos de reposición y apelación salvo 
en el proceso de única instancia que sólo procede 
reposición.

CAPÍTULO II
Caducidad y prescripción

Artículo 92. Caducidad y Prescripción. La ac-
tuación administrativa caducará si transcurridos 
cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho ge-
nerador del daño al patrimonio público, no se ha 
proferido auto de apertura del proceso de respon-
sabilidad administrativa. Este término empezará a 
contarse para los hechos o actos instantáneos des-
de el día de su realización, y para los complejos, 
de tracto sucesivo, de carácter permanente o conti-
nuado desde el último hecho o acto.

La responsabilidad administrativa prescribirá 
en cinco (5) años, contados a partir del auto de 
apertura del proceso de responsabilidad adminis-
trativa, si dentro de dicho término no se ha dictado 
�����	��������������������	�������

Artículo 93. Prescripción de varias acciones. 
Cuando fueren varias las acciones investigadas en 
un solo proceso, la prescripción se cumple inde-
pendientemente para cada una de ellas.

CAPÍTULO III
Procedimiento abreviado

Artículo 94. Procedimiento abreviado. Cuan-
do la cuantía del bien perdido o del daño tenga un 
valor inferior a dos (2) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (smlmv), el competente ade-
lantará el siguiente procedimiento: escuchará al 
presunto responsable en diligencia de descargos; 
dispondrá y recaudará, dentro del término de cin-
co (5) días hábiles más el término de la distancia 
si fuere necesario, las pruebas a que haya lugar y 
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proferirá fallo escrito y motivado de única instan-
cia dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, 
contra el cual solamente procederá recurso de re-
������
���������������
�����*��&�����	���������	��-
puesto en la presente ley.

CAPÍTULO IV
Procedimiento ordinario

Artículo 95. Procedimiento ordinario. Cuando 
la cuantía de la pérdida o del daño de un bien de 
propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa 
Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la 
Fuerza Pública, tenga un valor igual o superior a 
dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes, se adelantará la investigación administrativa 
por el procedimiento ordinario.

Artículo 96. Apertura de investigación. Recibi-
do el informe o conocida la noticia de la pérdida o 
daño de un bien de propiedad o al servicio del Mi-
nisterio de Defensa Nacional, sus entidades adscri-
tas o vinculadas o la Fuerza Pública, la autoridad 
�	�������������������	��&�	�������������������	�	��
parte, a ordenar la apertura de la investigación ad-
ministrativa.

Artículo 97. Auto de apertura. El auto que or-
dena abrir investigación administrativa debe con-
tener entre otros los siguientes requisitos:

1. Relacionar en forma sucinta los hechos.
|�� "	��������� ��� �������� ����� �� ������� ��� ���

informe o las pruebas existentes lo permiten.
3. Ordenar la práctica de pruebas.
4. Allegar la calidad del investigado.
5. Aportar el documento que individualice el 

funcionario que tenía bajo su responsabilidad, cus-
todia o usó el bien.

6. Nombrar funcionario de instrucción si lo 
considera pertinente.

7. Informar a la dependencia encargada de lle-
var el registro de las investigaciones.

���<�����������������	�������������	���������-
gación y los derechos que le asisten.

Parágrafo. Cuando se establezca plenamente 
que el hecho informado no ha generado pérdida o 
daño de bienes, o que de haberse presentado pro-
viene del deterioro natural, del uso normal o legíti-
mo del bien o que la actuación no pueda iniciarse o 
proseguirse, el funcionario competente con atribu-
ciones administrativas establecidas en la presente 
ley, de plano, se inhibirá de abrir investigación y 
ordenará lo necesario para su baja o reparación, así 
como la actualización de los registros e inventarios 
correspondientes.

Artículo 98. Nombramiento de secretario. El 
Funcionario de Instrucción podrá designar un se-
cretario para que actúe en la investigación, quien 
tomará posesión del cargo.

Artículo 99. Término para la instrucción. El 
término de instrucción de la investigación admi-
nistrativa, será de seis (6) meses si es un solo in-
vestigado y de doce (12) meses si son dos o más. 
Recibido el expediente, el fallador de primera ins-

tancia procede a su estudio dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes. Si la investigación no 
se encuentra perfeccionada la regresará al instruc-
tor para surtir las diligencias faltantes. Realizadas 
estas, o no habiendo diligencias por practicar dic-
ta un auto declarando cerrada la investigación y 
correrá traslado para alegatos de conclusión, los 
cuales deberán ser presentados dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes.

Artículo 100. Suspensión de términos. Los tér-
minos previstos en la presente ley se suspenderán 
en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, o 
por el trámite de una declaración de impedimento 
o recusación. En tales casos, tanto la suspensión 
como la reanudación de los términos, se ordenará 
por el competente mediante auto de trámite, que 
�����������&���������	�����	������������������������
cual no procede recurso alguno.

Artículo 101. Fallo de primera instancia. Ven-
cido el término de traslado para alegar de conclu-
sión, el fallador de primera instancia entrará a pro-
ferir fallo dentro de los treinta (30) días hábiles 
siguientes. En caso de que los investigados sean 
dos o más el término se ampliará por treinta (30) 
días hábiles.

Artículo 102. Recursos. Contra el fallo de pri-
mera instancia procede el recurso de apelación.

CAPÍTULO V
Cesación de procedimiento

Artículo 103. Cesación de procedimiento. En 
cualquier momento de la investigación que apa-
rezca plenamente comprobado que el hecho inves-
tigado no ha existido, que el investigado no es el 
autor, que la investigación no pueda proseguirse o 
no hay mérito para continuar con la misma, el fun-
cionario con atribución administrativa procederá a 
decretar mediante decisión motivada la cesación 
del procedimiento.

CAPÍTULO VI
Fallo de primera instancia

Artículo 104. Término para fallar. Vencido el 
término para presentar alegatos de conclusión, el 
funcionario competente proferirá decisión de fon-
do dentro del término de treinta (30) días. En caso 
de que los inculpados sean dos (2) o más el térmi-
no se ampliará en treinta (30) días más.

Artículo 105. Requisitos del fallo. El fallo debe 
ser motivado y contendrá:

1. La identidad del investigado.
2. La identidad y calidad del bien.
3. Resumen de los hechos.
4. Análisis y valoración jurídica probatoria.
5. Análisis de los elementos de la responsabili-

dad administrativa.
6. Valoración de los alegatos de conclusión.
7. Las razones de la declaratoria de responsabi-

lidad administrativa o de la exoneración.
8. La decisión declarativa de responsabilidad o 

de exoneración.
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Parágrafo. Si fueren varios los investigados, los 
análisis correspondientes a los numerales 3, 4, 5, 6 
y 7 se realizarán por separado.

CAPÍTULO VII
Fallo de segunda instancia

Artículo 106. Segunda instancia. La autoridad 
competente deberá decidir la apelación o consulta 
dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha 
en que hubiera recibido el expediente. En caso de 
que los investigados sean dos (2) o más el término 
se ampliará treinta (30) días más.

Si lo considera necesario decretará pruebas de 
����������������	�'��&��������������	���	������	��
los quince (15) días siguientes, en cuyo caso el tér-
mino para proferir el fallo se ampliará en la forma 
indicada en el inciso anterior.

Parágrafo. El recurso de apelación otorga com-
petencia al funcionario de segunda instancia para 
revisar únicamente los aspectos impugnados y 
aquellos otros que resulten inescindiblemente vin-
culados al objeto de impugnación.

TÍTULO IV
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

CAPÍTULO I
Descuento

Artículo 107. Procedencia. El valor de los da-
ños o pérdidas que administrativamente se decla-
ren a cargo del investigado, serán descontados de 
su sueldo básico o prestaciones, conforme al fallo 
administrativo proferido por el funcionario com-
petente.

Los valores descontados a los funcionarios res-
ponsables deberán ingresar a las cuentas de fon-
dos especiales de la Unidad a la cual pertenezca 
el bien.

Artículo 108. Procedimiento. Una vez ejecu-
toriado el fallo y si este da lugar a descuento, el 
Comandante o Jefe de la unidad u organismo des-
centralizado donde se produjo el daño o pérdida, 
adelantará el trámite para su ejecución, así:

1. Elaboración y envío de la solicitud de des-
������ �� ��� ������� �� 	����	������ �������	�� 	��
ejecutarlo, anexando copia del fallo y su constan-
cia de ejecutoria.

2. Los descuentos a que haya lugar por respon-
sabilidad administrativa deben hacerse por cuotas 
mensuales sin que estos sobrepasen una quinta 
parte del sueldo básico mensual.

3. Los valores descontados a los funcionarios 
responsables deberán ingresar a las cuentas de 
Fondos Especiales, de la Unidad a la cual perte-
nezca el bien.

4. Cuando la responsabilidad del daño o pérdi-
da recaiga en quienes presten servicio militar, se 
procederá a ejecutar las pólizas de seguros si las 
hubiere o al cobro mediante jurisdicción coactiva.

5. Cuando se trate de personal desvinculado y 
no sea posible el descuento del sueldo básico o 
prestaciones, el cobro se realizará por jurisdicción 
coactiva.

CAPÍTULO II
Bajas de material

Artículo 109. Competencia. Cuando se trate 
	���W�	�	���������K��������	�����������	����������
el Ministro de Defensa Nacional, el Jefe de Esta-
do Mayor Conjunto, el Segundo Comandante de 
la Fuerza respectiva, el Director Administrativo 
y Financiero de la Policía Nacional o quien haga 
sus veces, o el Gerente o Director en los institutos 
descentralizados; o a quien estos deleguen, orde-
narán la baja del bien motivo de la investigación 
y la actualización de la información contenida en 
los registros físicos, magnéticos o de otra índole. 
Si fuere el caso también se dispondrá dar de alta 
�������������'�����������������������	�	������-
servible.

En ningún caso se autoriza la reposición en lo 
referente a armamento, municiones y demás bienes 
que se encuentren fuera del comercio. El elemento 
que sustituya a otro deberá ser de las mismas o 
superiores características.

CAPÍTULO III
Fondo de Garantía

Artículo 110. Liquidación Fondo de Garan-
tía. El Director Administrativo, Financiero o Jefe 
Logística o quien haga sus veces en las unidades 
ejecutoras del Ministerio de Defensa Nacional, sus 
unidades adscritas y vinculadas e institutos des-
centralizados, ordenarán la liquidación del Fondo 
de Garantía de que trataba el numeral 37 del artí-
culo 1° del Decreto 791 de 1979 y la devolución 
de los dineros a quienes los hayan aportado; si no 
fuere posible establecer la identidad de los intere-
sados, previo el agotamiento de los mecanismos 
����� �	��������������'������������ ����������&�����
presupuesto de acuerdo con la normatividad vi-
gente.

CAPÍTULO IV
Seguros

Artículo 111. Seguros. Cuando la autoridad 
competente advierta que respecto del bien materia 
de investigación, ha operado el pago total o repo-
sición por uno de las mismas o superiores caracte-
rísticas y condiciones por parte de la aseguradora, 
dará por terminada la actuación administrativa.

Si la respectiva póliza no ampara el siniestro o 
la totalidad del mismo, deberá adelantarse la ac-
tuación administrativa correspondiente.

TÍTULO V
VIGENCIA

Artículo 112. Vigencia. La presente ley regirá a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

El texto trascrito correspondiente al Proyec-
to de ley número 219 de 2011 Cámara, 30 de 
2010 Senado, por la cual se expide el régimen de 
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responsabilidad administrativa por pérdida o daño 
de bienes de propiedad o al servicio del Ministe-
rio de Defensa Nacional, sus entidades adscritas o 
vinculadas o la fuerza pública, fue el aprobado en 
la Comisión Segunda de la Cámara en Sesión del 
25 de mayo de 2011 Acta número 40.

El Presidente,
Albeiro Vanegas Osorio.

La Secretaria General Comisión Segunda,
Pilar Rodríguez Arias.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., miércoles 25 de mayo de 2011
En sesión de la fecha, Acta número 40, se le dio 

primer debate y se aprobó por unanimidad en vo-
tación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, 
el Proyecto de ley número 219 de 2011 Cámara, 
30 de 2010 Senado, por la cual se expide el Régi-
men de Responsabilidad Administrativa por Pér-
dida o Daño de Bienes de Propiedad o al Servicio 
del Ministerio de Defensa Nacional, sus entidades 
adscritas o vinculadas o la fuerza pública, en los 
siguientes términos:

Leída la proposición con que termina el infor-
me de ponencia y escuchadas las explicaciones 
del ponente, doctor Pedro Pablo Pérez Puerta, se 
sometió a consideración y se aprobó por unanimi-
dad en votación ordinaria.

Sometido a consideración, el articulado del pro-
yecto, publicado en la Gaceta del Congreso nú-
mero 275 de 2011 se aprobó por unanimidad en 
votación ordinaria.

Leído el título del proyecto, sometido a consi-
deración se aprobó por unanimidad en votación 
ordinaria.

Preguntada la comisión si quiere que este pro-
yecto sea Ley de la República, se aprobó por una-
nimidad en votación ordinaria.

La Mesa Directiva designó al honorable Re-
presentante Pedro Pablo Pérez Puerta para rendir 
informe de ponencia en segundo debate dentro del 
término reglamentario.

La discusión y votación de este proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto legislati-
vo número 1 de 2003 fueron anunciadas en sesión 
del 24 de mayo de 2011, Acta número 39.

Publicaciones reglamentarias:
��k�Q������������	�� ����Gaceta del Congreso 

número 444 de 2010.
�����������^er Debate Senado Gaceta del Con-

greso número 814 de 2010.
�����������|��$�'����\���	��Gaceta del Con-

greso número 1100 de 2010.
�����������^er Debate Cámara Gaceta del Con-

greso número 275 de 2011.
La Secretaria General Comisión Segunda Cons-

titucional Permanente,
Pilar Rodríguez Arias.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., mayo 26 de 2011
Autorizamos el Informe de Ponencia para Se-

gundo Debate, correspondiente al Proyecto de ley 
número 219 de 2011 Cámara, 30 de 2010 Senado, 
por la cual se expide el Régimen de Responsabili-
dad Administrativa por Pérdida o Daño de Bienes 
de Propiedad o al Servicio del Ministerio de De-
fensa Nacional, sus entidades adscritas o vincula-
das o la fuerza pública.

El proyecto de ley fue aprobado en Primer De-
bate en Sesión del 25 de mayo de 2011.

La discusión y votación de este proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto legislati-
vo número 1 de 2003, fueron anunciadas en sesión 
del 24 de mayo de 2011.

Publicaciones reglamentarias:
��k�Q������������	�� ����Gaceta del Congreso 

número 444 de 2010.
�����������^er Debate Senado Gaceta del Con-

greso número 587 de 2010.
�����������|��$�'����\���	��Gaceta del Con-

greso número 1047 de 2010.
�����������^er Debate Cámara Gaceta del Con-

greso número 286 de 2011.
El Presidente,

Albeiro Vanegas Osorio.
La Secretaria General Comisión Segunda,

Pilar Rodríguez Arias.
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